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1
Planteo

El objeto de estas líneas estriba en determinar si la doc-
trina sentada por la CS en el precedente “C. de P.” [ver 
pág. 2, abajo] de 2013 puede resultar de utilidad para in-
terpretar una de las disposiciones más polémicas de la re-
ciente Ley de Responsabilidad del Estado 26.944, con-
cretamente aquella que exige, para la procedencia de la 
responsabilidad estatal por omisión, que la conducta omi-

siva implique la “inobservancia de un deber normativo de 
actuación expreso y determinado”(1).

Es conocida, pues, la tensión que caracteriza a este ins-
tituto, ya que –merced a la enorme cantidad y calidad de 
actividades que el Estado asume, regula, garantiza o con-
trola en el Estado social de derecho(2)– una apertura des-
mesurada de esta responsabilidad conduciría a un “Estado 
asegurador”, mientras que, en el otro polo, la fijación de 
requisitos de muy difícil acreditación desembocaría en un 
Estado que casi nunca responderá por su inactividad.

El requisito legal de que el deber incumplido sea a) 
normativo; b) expreso y c) determinado tiende, por cierto, 
a acotar las posibilidades de procedencia de la responsabi-
lidad estatal por omisión.

En “C. de P.” la CS rechazó la responsabilidad del Es-
tado por omisión del deber genérico de seguridad, pero 
sostuvo que, si la víctima hubiera actuado de determinada 
manera (concretamente, si hubiera pedido una custodia 
policial adicional antes de resultar asesinado por el marido 
de una funcionaria a la que estaba investigando por co-
rrupción), habría generado un deber jurídico determinado 
de actuación (y consecuentemente, cabe concluir, la Ad-
ministración hubiera sido responsabilizada).

(1) Art. 3º, inc. d).
(2) El Estado social de derecho ha sido caracterizado, en sencilla 

fórmula, como un Estado constitucional comprometido con la justicia 
social (Häberle, Peter, El Estado constitucional, Buenos Aires, Astrea, 
2007, pág. 357).

La pregunta es la siguiente: ¿puede un deber normativo 
indeterminado tornarse determinado por la conducta de 
la víctima o por las particulares circunstancias del caso? 
Ciertamente, en el fallo aludido la CS entendió que sí. 
Ahora bien, ¿es predicable este criterio a la luz de la ley 
26.944?

2
La ley 26.944 y la responsabilidad por omisión 

Primera regulación sistemática del instituto de la res-
ponsabilidad estatal, la ley 26.944 refleja consolidada doc-
trina de la CS en cuanto a que esta materia es de derecho 
público y local. De ahí que su ámbito de aplicación sea 
propio del derecho administrativo y, desde el punto de vis-
ta jurisdiccional, solo nacional, sin perjuicio de invitarse a 
las provincias a adherir a su texto(3).

(3) Antes de la sanción de la ley tuvimos oportunidad de desarrollar 
estas ideas al comentar el precedente “Barreto” de la CS en Canda, Fa-
bián, La responsabilidad del Estado se rige por el derecho administrati-
vo. El derecho administrativo es esencialmente local. La responsabilidad 
del Estado es asunto de Derecho Público local, en la obra colectiva De-
recho Administrativo, CSJN, Máximos Precedentes, Juan Carlos Cassag-
ne (dir.), t. II, pág. 632 y sigs.
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Buenos Aires, jueves 30 de abril de 20152

Daños y Perjuicios:
Responsabilidad extracontractual del Estado: respon-
sabilidad por falta de servicio; no configuración; ho-
micidio de un funcionario de la ANSeS que se hallaba 
investigando casos de corrupción; deber de seguridad; 
efectos; alcances.

	 1	– Si bien es cierto que cuando se trata de un servicio público que el 
Estado presta a la comunidad este responde directamente por la falta 
de una regular prestación, aunque ella sea derivada del hecho de los 
agentes, no lo es menos que la pretensión de ser indemnizado por la 
falta de servicio de los órganos estatales requiere dar cumplimiento 
a la carga procesal de individualizar del modo más claro y concreto 
cuál ha sido la actividad que específicamente se reputa como irregu-
lar, lo cual importa la carga de demostrar la existencia de un daño 
actual y cierto, la relación de causalidad entre el accionar del Estado 
y el perjuicio, y la posibilidad de imputar jurídicamente esos daños 
al órgano estatal.

	 2	– La mera existencia de un poder de policía y de seguridad que co-
rresponde al Estado no resulta suficiente para atribuirle responsa-
bilidad en un acontecimiento en el que ninguno de sus órganos o 

dependencias tuvo participación, toda vez que no parece razonable 
pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención 
de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las conse-
cuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños 
a su intervención directa.

	 3	– Teniendo en cuenta los recaudos necesarios para que se configure 
la responsabilidad estatal por falta de servicio y dado que la mera 
existencia del poder de policía y de seguridad que corresponde al Es-
tado no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un acon-
tecimiento en el que ninguno de sus órganos tuvo participación, cabe 
confirmar la sentencia que rechazó la demanda resarcitoria deducida 
por la actora contra la Administración Nacional de la Seguridad So-
cial por el homicidio de su esposo, acaecido en una delegación de ese 
organismo mientras estaba investigando hechos de corrupción, pues 
en autos no se ha acreditado una falta de servicio imputable capaz 
de comprometer la responsabilidad del Estado Nacional. Ello es así, 
ya que la víctima, a pesar de haber participado en investigaciones de 
similar tenor y de la existencia de una recomendación en el sentido de 
que quienes intervenían en aquellas debían tomar ciertas precaucio-
nes, no solicitó medidas adicionales de seguridad, como debería ha-
ber hecho conforme a un obrar prudente y con el pleno conocimiento 
de las cosas (art. 902, cód. civil); máxime cuando el organismo de-
mandado funcionaba como una oficina pública de acceso irrestricto.

	 4	– En el caso del homicidio de un funcionario de la Administración 
Nacional de la Seguridad Social que estaba investigando hechos de 
corrupción en diferentes delegaciones de dicho organismo no ha exis-
tido una omisión por parte del Estado Nacional al deber de seguri-
dad, capaz de comprometer su responsabilidad extracontractual por 
falta de servicio, pues la víctima no había solicitado una custodia po-
licial adicional que hubiera generado un deber jurídico determinado 
a cargo de este basado en una obligación preexistente.

	 5	– Cabe confirmar la sentencia que rechazó la demanda resarcito-
ria deducida por la actora contra la Administración Nacional de 
la Seguridad Social por el homicidio de su esposo acaecido en una 
delegación de ese organismo mientras estaba investigando hechos de 
corrupción, pues la apelante no logra controvertir lo sostenido por 
el tribunal a quo en el sentido de que –conforme al estricto estándar 
de responsabilidad que es exigible en el caso– no se ha acreditado la 
existencia de una relación de causalidad directa e inmediata entre 
la omisión endilgada al Estado y el perjuicio sufrido ni se encuentra 
cumplido el recaudo de previsibilidad del daño, requisitos ineludibles 
para poder responsabilizar a aquel por un incumplimiento del deber 
de seguridad (del voto de los doctores Fayt y Petracchi).

832 – CS, octubre 8-2013. – C. de P., V. S. L. c. ANSeS s/daños y perjuicios 
(C. 127.XLVII-R.O.). (Ver fallo completo en EDA, 2014-94 y en www.eldere-
cho.com.ar).

Con anterioridad a la sanción de esta ley, la doctrina 
señalaba como notas características de la responsabilidad 
del Estado su origen y evolución netamente jurispruden-
cial (por histórica carencia de un régimen normativo orgá-
nico que la regule) y su caractér autónomo y local(4).

En lo que atañe a la responsabilidad del Estado por 
omisión, la ley en su art. 3º la encuadra –siguiendo los 
parámetros jurisprudenciales vigentes– como una mani-
festación de la responsabilidad por actividad ilegítima(5) y 
establece que son requisitos para su procedencia: a) daño 
cierto y mensurable en dinero; b) imputabilidad a un ór-
gano estatal; c) relación de causalidad adecuada entre la 
actividad o inactividad del órgano y el daño; d) falta de 
servicio consistente en una actuación u omisión irregular. 
Se preceptúa en este último inciso: “la omisión solo gene-
ra responsabilidad cuando se verifica la inobservancia de 
un deber normativo de actuación expreso y determinado”.

En suma, para que se configure el factor de atribución 
“falta de servicio” es menester que la omisión recaiga so-
bre un deber normativo expreso y determinado.

Según la redacción legal, la falta de servicio se configu-
ra cuando se sucede una “omisión irregular” del “Estado” 
(es decir, de cualquiera de los poderes estatales, no solo de 
la Administración). El concepto “omisión irregular” equi-
vale a “omisión contraria al ordenamiento jurídico”, sin 
embargo, la norma aclara enseguida que la omisión solo 
generará responsabilidad cuando no se cumpla “un deber 
normativo de actuación expreso y determinado”.

Adhiere así a un criterio restrictivo que, en principio y 
con carácter general, concuerda con el proclamado por la 
Corte en su jurisprudencia anterior a la ley. 

Recordemos que en “Mosca”(6) el máximo tribunal 
sostuvo que “era relevante diferenciar las acciones de las 
omisiones, ya que si bien esta Corte ha admitido con fre-
cuencia la responsabilidad derivada de las primeras, no 
ha ocurrido lo mismo con las segundas” y que en cuanto 
a estas últimas correspondía discernir entre las omisio-
nes “a mandatos expresos y determinados en una regla de 
derecho (...) de aquellos otros casos en los que el Estado 
está obligado a cumplir una serie de objetivos fijados por 
la ley solo de un modo general e indeterminado, como 
propósitos a lograr en la mejor medida posible”, supuesto 

(4) Ampliar en Sammartino, Patricio, Responsabilidad de los pode-
res públicos en el Estado Constitucional Social de derecho: característi-
cas y nuevas precisiones sobre la “relación de causalidad”, trabajo en el 
cual –además– el autor propicia como fundamento de la responsabilidad 
estatal a la “dignidad humana” (Revista de Derecho Público Nº 2 - Info-
jus, puede consultarse asimismo el trabajo en https://drive.google.com/
file/d/0B0-Bq0tzPquSOHNldE03amNweG8/view).

(5) En efecto, si bien es admisible en el plano teórico pensar la posi-
bilidad de una responsabilidad estatal derivada de una omisión lícita, no 
se registran precedentes –al menos de nuestro máximo tribunal– en los 
cuales se haya dado cabida a este instituto. Sobre la cuestión, puede verse 
el análisis al fallo “Couiteas” del CE francés y la cita de doctrina nacio-
nal que analiza la viabilidad de la responsabilidad por omisión lícita en 
Canda, Fabián, La responsabilidad del Estado por omisión (estado de 
situación en la jurisprudencia de la CS), en la obra colectiva Cuestiones 
de responsabilidad del Estado y del funcionario público, Jornadas orga-
nizadas por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, Buenos 
Aires, RAP, 2008, pág. 139 y sigs.

(6) Fallos: 330:563.

este último que debía “ser motivo de un juicio estricto” 
(consid. 6º).

La Corte ha admitido más frecuentemente la responsa-
bilidad por actividad ilegítima que por inactividad. La ley 
sigue un derrotero similar al establecer requisitos más se-
veros para la responsabilidad por omisión que por acción 
ilegítima.

Ahora, en lo referente a los “tipos” de omisión, la CS 
diferencia entre las omisiones a mandatos normativos ex-
presos y determinados (cuyo mero incumplimiento con-
figura una falta de servicio) y las omisiones a objetivos 
fijados por la ley de modo general e indeterminado. Res-
pecto de estos últimos, no descarta de plano la posibilidad 
de responsabilizar al Estado por su incumplimiento, pero 
adopta un criterio cauteloso, pues estas omisiones a de-
beres genéricos “deben ser motivo de un juicio estricto” 
(“Mosca”, cit.).

La ley, en cambio, limita la responsabilidad por omi-
sión al primero de los supuestos reseñados en “Mosca”: 
solo procederá “cuando se verifica la inobservancia de un 
deber normativo de actuación expreso y determinado”.

El legislador ha seguido deliberadamente la termi-
nología de la CS en “Mosca” para dejar en claro que la 
omisión antijurídica dañosa configurativa de la falta de 
servicio en esta vertiente de la responsabilidad por activi-
dad ilegítima procederá únicamente cuando se reúnan tres 
requisitos: a) deber establecido normativamente (es decir, 
por el ordenamiento jurídico positivo); b) de modo expre-
so (descarta el deber implícito), y c) determinado (descarta 
el deber expreso pero genérico).

Bajo esta redacción, la omisión derivada del incumpli-
miento a un deber normativo “general e indeterminado” 
no daría lugar nunca a la responsabilidad estatal. En otras 
palabras, se agravan los requisitos de procedencia vigen-
tes en la jurisprudencia de la CS, pues desde “Mosca” en 
adelante la omisión de deberes genéricos e indeterminados 
debía ser objeto de “un juicio estricto”, pero podía dar lu-
gar al deber de responder patrimonialmente; con el nuevo 
texto legal y desde una lectura gramatical de la norma esa 
posibilidad desaparece.

3
El caso “P.” o cómo el deber genérico puede 
devenir determinado por la conducta de la víctima 
u otras circunstancias del caso 

El luctuoso hecho que da origen al referido caso se vin-
cula con un homicidio perpetrado por el esposo de una 
funcionaria de la Administración Nacional de Seguridad 
Social (ANSeS) que era objeto de una investigación oficial 
por presuntos hechos de corrupción. Esa investigación es-
taba a cargo de un Gerente de Investigaciones Especiales, 
el auditor Dr. P., quien resultó asesinado en las oficinas 
de la ANSeS Mar del Plata al recibir en su despacho al 
marido de la investigada, quien le disparó con un arma de 
fuego.

Para analizar la posible responsabilidad estatal, la CS 
recuerda el criterio sentado en fallos anteriores, ratifican-
do que el factor de atribución por excelencia en mate-
ria de responsabilidad por actividad ilícita es la falta de 

servicio, entendida como “una violación o anormalidad 
frente a las obligaciones del servicio regular” que debe 
ser apreciada “en concreto” y “que toma en cuenta la 
naturaleza de la actividad, los medios de que dispone el 
servicio, el lazo que une a la víctima con el servicio y 
el grado de previsibilidad del daño”. Recuerda también 
–citando “Mosca”– que cuando se trata de la responsa-
bilidad por omisión derivada de un pretenso incumpli-
miento de un deber genérico, la valoración debe hacerse 
con criterio estricto, ponderándose los bienes jurídicos 
en juego y las consecuencias generalizables de la senten-
cia (consid. 9).

Al apelar por vía de recurso ordinario el rechazo de la 
demanda resuelto por la Cámara, los actores imputaron 
diversas omisiones al organismo demandado, a saber: la 
no adopción de medidas adicionales de seguridad pese a 
estar investigándose hechos de corrupción; el no ofreci-
miento de custodia personal; la falta de impedimento de 
acceso de quien sería el homicida, lo que habría llevado al 
auditor a “no tener otra opción” más que la de recibirlo en 
su despacho. 

Para resolver, la Corte valoró la prueba reunida de la 
cual dedujo que la seguridad estaba a cargo de la Policía 
Federal, uno de cuyos efectivos se encontraba ese día en 
la sede de la ANSeS, sostuvo también que al ser oficinas 
de acceso público se accedía sin trámite previo alguno; 
afirmó, asimismo, que si quienes llevaban adelante las in-
vestigaciones consideraban que eran necesarias medidas 
especiales de seguridad podían solicitarlas, y que el ho-
micida había ingresado tranquilo y calmo a la delegación 
con el objeto de acompañar un certificado médico de su 
esposa, entrevistándose primero con el interventor y luego 
con el auditor víctima del asesinato.

La CS tiene por probado que existía una recomenda-
ción para quienes investigaban hechos de corrupción de 
solicitar, si así lo estimaban, medidas adicionales de segu-
ridad. Dice el tribunal que “no existe en el caso de autos 
una omisión por parte del demandado al deber de segu-
ridad”, pues “la víctima no había solicitado una custodia 
policial adicional que hubiera generado un deber jurídico 
determinado a cargo del Estado Nacional basado en una 
obligación preexistente”, toda vez que “cuando la respon-
sabilidad del Estado se funda en mandatos jurídicos inde-
terminados debe ser motivo de un juicio estricto y basado 
en la ponderación de los bienes jurídicos protegidos y en 
las consecuencias generalizables de la decisión a tomar” 
(bastardilla agregada).

La Corte sigue un esquema argumental típico (detec-
table, por ejemplo en “Zacarías”(7) y “Mosca”): ante la 
ausencia de un deber de obrar específico incumplido, se 
analiza el posible incumplimiento del deber genérico de 
seguridad. Esta evaluación es “estricta” (en el sentido de 
que es severa, pues no cualquier incumplimiento de un de-
ber genérico acarrea responsabilidad del Estado, evitando 
así que se convierta a este en un gran asegurador de todo 
daño), llegándose a la conclusión, en el caso, de que dicho 
deber genérico tampoco fue vulnerado. 

(7) Fallos: 321:1124.
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Lo que interesa aquí es que la Corte sostiene que de 
haber solicitado el auditor custodia adicional “hubiera ge-
nerado un deber jurídico determinado a cargo del Estado 
(...) basado en una obligación preexistente”.

Este criterio nos parece relevante, pues sugiere que el 
deber determinado de actuación no solo puede surgir de 
una norma expresa que así lo consagre, sino que también 
puede derivar del conocimiento que tenga el responsable 
de un deber genérico sobre la necesidad de medidas su-
periores a las medidas ordinarias. Este modo de razonar 
amplía razonablemente las posibilidades de reparación en 
aquellos casos en los que, por ejemplo, la Administración 
supiere de antemano o fuera advertida sobre la vulnera-
ción reiterada del bien jurídico en juego y tuviere posibili-
dades de adoptar medidas conducentes (v. gr., las víctimas 
de robos en una determinada zona lo denuncian, no obs-
tante lo cual ello no genera ninguna medida de seguridad 
y son objeto de robos ulteriores; el auditor que investiga 
casos graves de corrupción advierte que puede ser objeto 
de represalias y solicita protección adicional, mas no la 
recibe; los automovilistas denuncian reiteradas presencias 
de animales sueltos en una ruta, pero nada se hace hasta 
que sucede un accidente, etc.).

De lo dicho es dable concluir que el deber específico y 
determinado de actuación puede surgir de una norma que 
así lo establezca, pero también puede derivar de las cir-
cunstancias del caso. En tales supuestos, el deber genérico 
deviene en deber determinado porque la autoridad toma 
conocimiento de las circunstancias que exigen potenciarlo 
y, no obstante ello, nada hace.

En suma, el método de análisis frente a un caso de res-
ponsabilidad del Estado por omisión hasta la sanción de la 
ley 26.944 era el siguiente(8):

a) ¿se trató del incumplimiento de un deber específico 
o genérico?

Si el deber incumplido era específico, existirá “falta de 
servicio” y, de reunirse los demás requisitos de proceden-
cia propios de la responsabilidad, corresponderá recono-
cerla (imputabilidad, nexo causal y daño).

Si el deber incumplido era genérico, la responsabilidad 
por omisión deberá ser objeto de “un juicio estricto” (es 
decir, procederá solo con carácter restrictivo).

Ese “juicio estricto” se basará en “la ponderación de los 
bienes jurídicos protegidos” y “las consecuencias genera-
lizables de la decisión a tomar” (9).

La cuestión de la ponderación de los bienes jurídicos 
en juego para determinar la procedencia de decisiones 
jurisdiccionales contra el Estado nos parece por demás 
acertada(10). Ciertamente, cuanto mayor sea la entidad del 
bien jurídico afectado por la omisión del deber genérico 
(v. gr. cuando la omisión genérica afectó la vida, la inte-
gridad física o la salud, el medioambiente, el derecho a la 
educación, etc.), mayores serán las posibilidades de pro-
cedencia de la responsabilidad. Pero, a la vez, habrán de 
valorarse las consecuencias generalizables de la decisión 
jurisdiccional a adoptar (en otras palabras, si el tribunal 
reconoce que el incumplimiento de una omisión genérica 
da lugar a la responsabilidad en un caso, deberá asumir 
que en todos los casos análogos también deberá declararla 
y mensurar qué incidencia tiene esa generalización para el 
interés público(11)).

b) Aceptado que el Estado omitió el cumplimiento de 
un deber genérico y, por su intermedio, afectó bienes ju-
rídicos de entidad y que la eventual decisión favorable de 

(8) Según los criterios seguidos por la CS a partir de los precedentes 
“Zacarías” (Fallos: 321:1124) y “Mosca” (Fallos: 330:563).

(9) CS, “Mosca”, cit.
(10) Los bienes jurídicos en juego son ciertamente relevantes para 

la procedencia de decisiones jurisdiccionales contra el Estado. En ma-
teria cautelar, por ejemplo, los requisitos de procedencia e, inclusive, 
las exigencias procesales de las medidas cautelares contra el Estado se 
flexibilizan cuando los bienes jurídicos recaen sobre sectores socialmente 
vulnerables, se encuentre comprometida la vida digna, la salud o un dere-
cho de naturaleza alimentaria o ambiental; de modo que es admisible que 
la cautelar sea dictada por juez incompetente –art. 2º, inc. 2º, y concs. de 
la ley 26.854–.

(11) Puede suceder que la omisión recaiga sobre un valioso bien de la 
vida y –sin embargo– resultar dudosa, desde el punto de vista del interés 
público, la generalización de esta solución a todos los casos análogos 
(v. gr. un niño pierde un ojo por una rama de un árbol no debidamente 
podada en una plaza pública: ¿debe responder el Estado por no haber 
podado adecuadamente la rama? De ser positiva la respuesta: ¿hay que 
indemnizar en todos los casos análogos en que los ciudadanos sufran 
daños por deficiencias en las podas? Solo si la respuesta a esta última 
pregunta es también positiva habrá de reconocerse el deber de reparar por 
incumplimiento de un deber genérico, pues se estarían así aceptando “las 
consecuencias generalizables de la decisión a tomar”.

reparar sea susceptible de generalizarse a casos análogos, 
habrá todavía que considerar: i) la naturaleza de la activi-
dad, ii) los medios de que disponía el servicio, iii) el lazo 
que unía a la víctima con el servicio y iv) el grado de pre-
visibilidad del daño(12).

Por ejemplo, en el caso de reiteradas denuncias por ac-
cidentes con animales sueltos en la ruta, el deber de segu-
ridad genérico se potencia al tornarse el daño previsible. 

Similar criterio debe seguirse si una mujer denuncia 
reiterados hechos de violencia doméstica a manos de su 
pareja y la justicia o la policía omiten actuar, hasta que 
finalmente se produce un trágico final.

Idéntica reflexión puede hacerse respecto de la segu-
ridad en ciertos espectáculos deportivos (v. gr. el fútbol) 
por la previsibilidad de los hechos de violencia que suelen 
suceder en los estadios.

Por el contrario, si el grado de previsibilidad es bajo 
o nulo (v. gr. daño en un camino sufrido por un automo-
tor a resultas de la nevada de julio de 2007 sobre Buenos 
Aires), las posibilidades de que el Estado responda por el 
incumplimiento de un deber genérico se esfuman.

Asimismo, el lazo que une a la víctima con el servicio 
puede facilitar, en ciertos casos, el reconocimiento de la 
responsabilidad (v. gr. en el caso “P.”, se trataba de un de-
pendiente de la propia Administración que fue asesinado 
al realizar una tarea de fiscalización sobre posibles hechos 
de corrupción que involucraban a altas autoridades de un 
organismo estatal, por lo cual pensamos que este están-
dar –lazo que une a la víctima con el servicio– debió ser 
ponderado favorablemente por el tribunal para reconocer 
la responsabilidad estatal, aunque no fue ese el criterio de 
la Corte).

En otros, en cambio, la inexistencia de una relación 
contractual, de dependencia, especialidad o de algún mo-
do calificada (v. gr. el conductor de una ruta nacional no 
concesionada) indica que se trata de un vínculo general 
ciudadano-Estado en el cual el deber genérico, en princi-
pio, no aparece potenciado.

En cuanto a los medios con los que cuenta el servicio, 
es dable observar cómo la Corte mensura, por ejemplo, 
la cantidad de agentes asignados a un espectáculo futbo-
lístico en el que se produjeron daños, las medidas que se 
adoptaron, las armas que se utilizaron, etc., de modo de 
concluir si lo hecho fue lo razonablemente posible tenien-
do en cuenta los medios disponibles ante las circunstan-
cias del caso.

4
Una hermenéutica posible de la ley 26.944. 
Nuestra opinión

Nos parece que la exigencia del art. 3º, inc. d), de la ley 
26.944, interpretada literalmente y con carácter absoluto, 
puede conducir en ciertos casos a resultados injustos. Pen-
samos en aquellos supuestos en los que no exista un deber 
normativo expreso y determinado, pero sí un deber genéri-
co flagrantemente incumplido que diera lugar a un daño a 
un bien de la vida relevante (v. gr. vida, salud, educación, 
medioambiente, etc.).

Creemos que en tales casos corresponde evaluar la 
cuestión desde los principios generales que sustentan el 
instituto(13), evitando así resultados injustos. Son estos 
principios basilares los que pueden dar espacio para in-
terpretaciones como las realizadas en “P.”, recién anali-
zadas.

No olvidemos que en el ámbito de la responsabilidad 
civil por omisión y frente a un texto que en su lectura li-
teral luce aún más cerrado que el que nos ocupa, como lo 

(12) Extremos que hay que ponderar según la jurisprudencia de la CS 
a partir del caso “Zacarías”, Fallos: 321:1124.

(13) Como lo reseña Sammartino, el fundamento de la responsabili-
dad estatal ha sido anclado por la doctrina en la justicia y en la equidad, 
cuando no en los principios de solidaridad, legalidad o en la idea de bien 
común. Dentro de este catálogo hay quienes explican este instituto a tra-
vés de la teoría del sacrificio especial, de la expropiación, del enriqueci-
miento sin causa, del derecho de propiedad y de la igualdad ante las car-
gas públicas. Para este autor, como ya dijimos, “el cimiento sobre el que 
se apoya la responsabilidad estatal en el Estado constitucional social de 
derecho es el principio de dignidad humana”, pues “el derecho a obtener 
una reparación que, en la medida de lo posible, restablezca al particular 
afectado en la posición que hubiera tenido si el hecho lesivo no se hubie-
ra producido, no solo concierne a la protección del derecho de propiedad 
e igualdad. Hace también, al efectivo y previsible respeto que se le debe 
dispensar, en las dimensiones horizontal y vertical, a la integridad (física, 
psíquica y moral) de la persona y de todas las personas” (Sammartino, 
Patricio, Responsabilidad de los poderes..., cit.).

es el del art. 1074 del CC(14), las posiciones doctrinales no 
han sido unívocas. 

Nos ilustra Susana Mellid(15) que, conforme con 
una interpretación exegética de ese artículo del código 
de Vélez, habrá responsabilidad por omisión solo cuan-
do exista una disposición expresa que imponga la obliga-
ción de cumplir el hecho (cita, en este parecer, a Zavala 
de González; Machado; Salvat y Orgaz), mientras 
que desde otra óptica se interpreta la norma entendiendo 
que consagra el deber de responder no solo cuando la ley 
consagre un deber específico, sino también cuando exista 
una obligación jurídica de obrar derivada del conjunto del 
ordenamiento jurídico y que sea impuesta por la razón, 
por el estado de las costumbres y por la práctica de los 
hombres probos (en esta posición, ubica a Llerena, Co-
lombo, Acuña Anzorena, Aguiar, Spota, Quinteros, 
Trigo Represas, Pliner, Borda, Cammarota, Llam-
bías, Mosset Iturraspe y Alterini). 

En el derecho público, Marienhoff –que aceptaba la 
aplicación del art. 1074 del CC a la responsabilidad estatal 
por omisión– lo hacía interpretándolo de un modo amplio, 
al entender que no solo la ley formal o material puede 
contener un deber cuyo incumplimiento genere respon-
sabilidad, sino que este también puede surgir de normas 
morales o principios éticos cuyo acatamiento resulta es-
pontáneamente sobreentendido(16).

Para Cassagne, el art. 1074 del CC comprende el in-
cumplimiento estatal de una obligación legal expresa o 
implícita y no alcanza el incumplimiento de un mero de-
ber genérico o difuso(17).

Hutchinson, en cambio, entiende que no existen ra-
zones para tratar de modo distinto las omisiones de los 
particulares y la del Estado, y concluye –en sintonía con 
el art. 1074 del CC– que la obligación de actuar solo 
puede surgir de norma expresa legal y que, en ausencia 
de esta, el Estado no responde. Esta posición sintoniza, 
pues, con el texto del art. 3º, inc. d), de la ley 26.944 
analizado(18).

 Tawil, por su parte, afirma que de entenderse aplica-
ble analógicamente el art. 1074 del CC debe interpretarse 
que la alusión a la “ley” efectuada en esa norma com-
prende a toda ley en sentido material (constitución, ley o 
reglamento)(19).

Kemelmajer de Carlucci –con apoyo en parte de 
la doctrina italiana– entiende que no solo en el supuesto 

(14) Cabe recordar que, conforme esta norma, la omisión genera res-
ponsabilidad “solamente cuando una disposición de la ley le impusiere 
(al omitente) la obligación de cumplir el hecho omitido” (entre parénte-
sis, nuestro).

(15) Mellid, Susana, El particular frente a la inactividad de la 
Administración Pública Nacional. Distintas vías procesales-administra-
tivas, en La responsabilidad del Estado Nacional ante el incumplimiento 
de la Administración Pública de su deber de responder, EDA, 2004-669. 
Se trata de la publicación que fuera su tesina para optar a la Maestría de 
Derecho Administrativo de la Universidad Austral.

(16) Marienhoff, Miguel S., Responsabilidad extracontractual del 
Estado por las consecuencias de su actitud “omisiva” en el ámbito del 
derecho público, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1996, págs. 24, 29 y 68.

(17) Cassagne, Juan C., Las grandes líneas de la evolución de la 
responsabilidad patrimonial del Estado en la jurisprudencia de la Corte 
Suprema, LL, 2000-D-1219.

(18) Hutchinson, Tomás, Breve análisis de la responsabilidad del 
Estado por accidentes de tránsito, en Revista de Derecho de Daños, Nº 
3, Accidentes de tránsito, Santa Fe, Rubinzal-Culzoni, 1998, pág. 306.

(19) Tawil, Guido, Omisión, guerra y responsabilidad del Estado, 
LL, 1991-D-62.
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de existir una expresa obligación legal de actuar deberá 
responder el Estado. También lo hará cuando su omisión, 
pese a no vulnerar ningún mandato legal explícito, a) 
deje sin atención un interés normativamente relevante; 
b) cuando se configure una necesidad material de actuar 
para tutelar dicho interés, y c) exista proporción entre 
el sacrificio que comporta el actuar y la utilidad que se 
consigue en el accionar. Reunidos estos tres requisitos, 
el Estado debe obrar, no obstante la falta de deber expre-
samente establecido. Si no lo hace, su omisión genera 
responsabilidad(20).

De nuestra parte, y volviendo al texto de la ley 26.944, 
consideramos que la cuestión va a depender del alcance 
que se le otorgue al requisito del “deber determinado”. 

En efecto, la exigencia de que se trate de un deber nor-
mativo y expreso se supera, en nuestro parecer, con la 
existencia de un deber genérico de algún modo contem-
plado en la norma. Comúnmente dicho deber se extraerá 
de las competencias establecidas en la ley o el reglamento 

(20) Ver voto de la doctora Kemelmajer de Carlucci (seguido por 
los demás miembros de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Mendoza) en el caso “Torres, Francisco C. c. Provincia de Mendoza”, 
LL, 1989-C-511, con cita de Duni, Giovanni, Lo stato e la responsabili-
ta patrominiale, Milano, 1986, pág. 55 y sigs. 

de creación del ente u órgano al que se imputa la omi-
sión(21). Lo más complejo será acreditar que la omisión 
que se endilga incumple un deber “determinado”, si se 
entiende por tal a un “deber específico”, pues la mayoría 
de las veces la normas atributivas de competencia evitan 
–sabiamente– caer en el casuismo y, asumiendo que re-
sulta sumamente difícil (cuando no inconveniente para la 
realización del interés público) pretender agotar mediante 
“descripciones” el universo de conductas posibles de los 
órganos administrativos, se contentan con postularlas de 
modo más o menos genérico, sin ingresar en mayores de-
terminaciones o especificidades.

Resultaría paradojal que esta modalidad genérica de 
atribución de la competencia, que en buena medida se jus-
tifica en la mejor realización del bien común, pueda luego 
derivar en una prohibición absoluta de reconocimiento de 
la responsabilidad estatal justamente por razón del carác-

(21) Como la Administración no puede actuar si no cuenta con com-
petencia, y esta deriva de la CN, la ley o el reglamento –art. 3º, LNPA–, 
siempre los deberes de actuación habrán de surgir de alguna norma que 
los establece como competencias propias del órgano o ente del que se 
trate. Así, por ejemplo, el deber de “seguridad” se extraerá “expresamen-
te” de la ley de policía, con lo cual los requisitos del deber normativo y 
expreso podrán ser acreditados. 

ter “abierto” de la norma atributiva y sin dar espacio para 
el análisis de las circunstancias en las que se sucede la 
omisión, de las conductas in concreto de la víctima y del 
omitente o para la valoración de la entidad de los derechos 
en juego(22).

Por último, pensamos que, toda vez que la Ley de Res-
ponsabilidad Estatal exige el incumplimiento de deberes 
“determinados” y no el incumplimiento de deberes “re-
glados”, es posible sostener que no necesariamente deberá 
tratarse del incumplimiento de competencias de actuación 
que admitan una única solución justa posible (regladas) 
para que proceda esta responsabilidad por omisión.

VOCES: CONSTITUCIÓN NACIONAL - CORTE SUPREMA 
DE LA NACIÓN - DAÑOS Y PERJUICIOS - DEMAN-
DAS CONTRA LA NACIÓN - DERECHO ADMINIS-
TRATIVO - ESTADO - PODER JUDICIAL - PROCE-
DIMIENTO ADMINISTRATIVO

(22) Ya reseñamos cómo, en materia cautelar, los requisitos de proce-
dencia de la protección se suavizan cuando los afectados son sectores so-
cialmente vulnerables, se encuentre comprometida la vida digna, la salud 
o un derecho de naturaleza alimentaria o ambiental (art. 2º, inc. 2º, ley 
26.854). Pensamos que igual criterio debería seguirse cuando la respon-
sabilidad por omisión (aun ante el incumplimiento de deberes genéricos) 
recayese sobre tales bienes de la vida u otros igualmente relevantes.

Sumario: 1. Introducción. – 2. Naturaleza del acto san-
cionador. – 3. Revisión judicial. 3.1. Plazo para la impug-
nación. 3.2. Juzgado competente. 3.3. Legitimación pasiva. 
3.4. Legitimación activa. 3.5. Contenido de la acción. 3.6. 
Efectos de la interposición de la demanda. 3.7. Medidas 
cautelares. – 4. Conclusiones.

1
Introducción

El objeto de este trabajo es analizar la revisión judicial 
del acto sancionatorio dictado por el Tribunal de Discipli-
na del Colegio Público de Abogados(1). 

La conducta irregular del abogado puede generar dis-
tintos tipos de responsabilidad, según los bienes jurídicos 
que se vean afectados. Así, un mismo hecho es pasible de 
generar sanciones civiles, penales, procesales o adminis-
trativas. Se trata de sistemas independientes, con princi-
pios, reglas de procedimiento y tribunales diferentes en 
cada caso.

Cuando el bien jurídico afectado es el correcto ejerci-
cio profesional –tanto dentro como fuera de un proceso–, 
el Colegio Público de Abogados, del cual forma parte el 
infractor, se encuentra legalmente habilitado para aplicar 
una sanción disciplinaria(2).

Nota de Redacción: Sobre el tema ver, además, los siguientes tra-
bajos publicados en El Derecho: Otra forma de acceder a la revisión 
judicial de la actividad administrativa en materia de impugnación de 
actos, por Javier Darío Guiridlian Larosa, ED, 185-823; La potestad 
sancionatoria de la Administración y su control judicial de cara a la 
realidad normativa, por Miguel Nathan Licht, ED, 193-702; Funda-
mento del control judicial de constitucionalidad en la teoría del derecho 
de Carlos S. Nino, por Oscar A. Cuadros, EDCO, 2003-228; El saber 
y hacer de los abogados - Una cuestión no disociable, por Armando S. 
Andruet (h.), ED, 194-354; Control de constitucionalidad y revisión 
judicial de las resoluciones de los Colegios Profesionales en la provincia 
de Buenos Aires: cuando los jueces quieren legislar, por Guillermo E. 
Sagüés, ED, 216-634; A propósito de los proyectos de Ley de Regula-
ción de Honorarios de Abogados y Procuradores, por Liliana T. Negre 
de Alonso, ED, 232-766; Las sanciones disciplinarias en el Código 
Aduanero. La necesidad de una revisión judicial plena, por Juan Pa-
blo Giambastiani, ED, 241-558; Alcance del control judicial sobre la 
motivación del acto que resuelve un concurso docente en universidades 
nacionales, por Rafael Clark, EDA, 2014-179; Apostillas sobre el ca-
so “B.” (y un recuerdo de lo escrito por Bidart Campos sobre el control 
judicial), por Pedro José Jorge Coviello, EDA, 2014-333. Todos los 
artículos citados pueden consultarse en www.elderecho.com.ar. 

(*) Abogado, especialista en derecho administrativo (Facultad de De-
recho y Ciencias Sociales y Políticas de la Universidad Nacional del 
Nordeste).

(1) Creado en la provincia de Corrientes por decreto ley 119/01 del 
8-3-01 (Boletín Oficial de la Provincia del 12-3-01).

(2) En el ejercicio del llamado “policía de las profesiones liberales”. 
Ver el completo análisis de Coviello, Pedro J. J., Policía de las profe-
siones liberales, en “Servicio Público, Policía y Fomento”, Jornadas or-

El tema es de relevancia, ya que la infracción a las nor-
mas éticas puede dar lugar a la aplicación de sanciones 
muy graves, como la suspensión o la cancelación de la 
matrícula profesional.

2
Naturaleza del acto sancionador

En la doctrina nacional se ha discutido si las personas 
públicas no estatales como los Colegios Públicos de Abo-
gados cumplen una verdadera función administrativa.

Tomar posición en este sentido es importante, ya que 
si se admite que las personas públicas no estatales ejercen 
funciones administrativas es lógico concluir que los actos 
que dictan en ese ámbito son verdaderos actos administra-
tivos.

La posición tradicional de la doctrina nacional (Marien-
hoff, Cassagne) era negativa. No se admitía que las perso-
nas no estatales pudieran ejercer la función administrativa 
–aun cuando gozaran de ciertas prerrogativas públicas– y, 
menos aún, que pudieran emitir actos administrativos(3).

En cambio, otros autores como Gordillo, Coviello, 
Dromi, Altamira Gigena y Revidatti –entre otros– en-
tienden que resulta lógico reconocerles el ejercicio de una 
auténtica función administrativa(4).

Adherimos a esta última posición, ya que el procedi-
miento disciplinario es una especie del género procedi-
miento administrativo. Por lo tanto, en el cumplimiento de 
la función administrativa de control de la matrícula profe-
sional, los actos que dictan los Colegios Públicos de Abo-
gados son verdaderos actos administrativos(5).

ganizadas por la Facultad de Derecho de la Universidad Austral, Buenos 
Aires, RAP, 2003, pág. 566 y sigs.

(3) Marienfhoff, Miguel S., Tratado de derecho administrativo, 4ª 
ed., Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1993, t. II, pág. 255; Cassagne, Juan 
C., Derecho administrativo, 6ª ed., Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1998, 
t. 1, pág. 225.

(4) Gordillo, Agustín, Tratado de derecho administrativo, 10ª ed., 
Buenos Aires, FDA, 2009, t. 3, págs. I/11 y sigs.; Coviello, Pedro J. 
J., Policía..., cit. (con referencia a García de Enterría, Eduardo - 
Ramón Fernández, Tomás, Curso de derecho administrativo, 9ª ed., 
Madrid, 1999, t. I, págs. 387/388); Dromi, Roberto, Derecho adminis-
trativo, 12ª ed. act., Buenos Aires - Madrid - México, Ciudad Argentina 
- Hispania Libros, 2009, pág. 340; Revidatti, Gustavo, Derecho admi-
nistrativo, Buenos Aires, FDA, 1984, t. II, pág. 212; Altamira Gigena, 
Julio I., Lecciones de derecho administrativo, 2ª ed., Córdoba, Advo-
catus, 2008, págs. 27 y 212. Una posición intermedia es la de Balbín, 
que entiende que solo excepcionalmente debe aplicarse el régimen de 
los actos administrativos a los emanados de personas no estatales, y solo 
para garantizar los derechos de las personas (Balbín, Carlos F., Manual 
de derecho administrativo, 1ª ed., Buenos Aires, 2011, pág. 292 y sigs.).

(5) Altamira Gigena, Julio I., Acto administrativo, 1ª ed., Córdo-
ba, Advocatus, 2008, pág. 25.

Estos actos administrativos (en lo formal) son también 
actos jurisdiccionales (en lo material)(6). Esta distinción 
tiene importancia para el derecho administrativo ya que 
se vincula en forma directa con el principio de división de 
poderes(7). En particular, con la siempre espinosa cuestión 
de los “tribunales administrativos” y la posibilidad de revi-
sión de sus fallos por órganos judiciales.

Hemos sostenido que la resolución dictada por el Tribu-
nal de Disciplina del Colegio Público de Abogados, como 
resultado de un proceso disciplinario, es un verdadero acto 
administrativo. Y, como tal, puede ser impugnado, en caso 
de lesión a un derecho subjetivo, ante el fuero contencioso 
administrativo(8).

Veamos ahora cuáles son los requisitos que deben cum-
plirse para que estos actos administrativos de naturaleza 
jurisdiccional sean válidos, y el alcance de su revisión ju-
dicial a la luz de jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, la Corte Suprema y el Superior 
Tribunal de Justicia de Corrientes.

La Corte Suprema tuvo oportunidad de avalar la consti-
tucionalidad de los tribunales administrativos en el leading 
case “Fernández Arias”(9) (1960). Al resolver el litigio, la 
Corte Federal sostuvo que la existencia de tribunales que 
dictan actos materialmente jurisdiccionales dentro de la 
Administración no viola el art. 95 (actual 109) de la Cons-
titución Nacional(10) siempre que se permita un control ju-
dicial suficiente. Por lo tanto, la revisión judicial posterior 
puede abarcar tanto los hechos como el derecho aplicable. 
De tal modo, el máximo tribunal se inclinó por un poder 
de revisión amplio, que no se satisface con la mera posibi-
lidad de plantear el recurso extraordinario federal(11).

Con posterioridad, y a propósito de las facultades de 
los entes reguladores surgidos luego del proceso de refor-
ma del Estado, el máximo tribunal mantuvo su doctrina 

(6) Hutchinson considera inútil la calificación de jurisdiccional para 
cierta parte de la actividad de la Administración, ya que toda la actividad 
de esta “administrativa” o “jurisdiccional” tendrá como producto actos 
que no se diferencian jurídicamente, a los cuales se aplica el mismo ré-
gimen, y que en ambos casos pueden ser revisados por el Poder Judicial. 
Hutchinson, Tomás, Régimen de procedimientos administrativos. Ley 
19.549, 8ª ed. act. y amp., Buenos Aires, Astrea, 2006, pág. 390. Dromi, 
en cambio, le da el nombre de “Jurisdicción profesional”, como una 
especie dentro de los tribunales administrativos. Dromi, Roberto, Dere-
cho administrativo, cit., pág. 269.

(7) Balbín, Carlos F., Tratado de derecho administrativo, Buenos 
Aires, 2013, t. I, pág. 18.

(8) Creado en la provincia de Corrientes por ley 5846, sancionada el 
2-7-08. En esta se crean los Juzgados en lo Contencioso Administrativo 
de Primera Instancia, y la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso 
Administrativo y Electoral. Con anterioridad, la materia contencioso ad-
ministrativa tramitaba en instancia única por ante el Superior Tribunal de 
Justicia de Corrientes.

(9) CS, “Fernández Arias, Elena y otros c. Poggio, José suc.”, Fallos: 
247:646, 1960.

(10) Constitución Nacional, art. 109: “En ningún caso el Presidente 
de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimien-
to de causas pendientes o restablecer las fenecidas”.

(11) En el que se encuentran vedadas, en principio, las cuestiones de 
hecho (art. 14 de la ley 48).

Revisión judicial de actos del Colegio Público de Abogados
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5Buenos Aires, jueves 30 de abril de 2015

favorable a estos tribunales pero amplió las condiciones 
bajo las cuales es válido el ejercicio de tales funciones 
jurisdiccionales. En el caso “Ángel Estrada”(12) (2005) la 
Corte Federal agregó a la condición del control suficiente 
expuesta en “Fernández Arias” que, para la validez de es-
tos actos, es necesario:

- Que el órgano o tribunal sea creado por ley formal;
- Que se trate de un organismo independiente e impar-

cial; y 
- Que el objetivo de su creación sea razonable.
Estos tres extremos aparecen cumplidos –en principio– 

en el caso de las sentencias dictadas por el Tribunal de 
Disciplina del Colegio de Abogados, sin perjuicio de la 
cuestión que se verá en el punto siguiente(13).

3
Revisión judicial

El art. 61 del decreto ley 119 de Colegiación obligatoria 
establece: “Las sanciones de suspensión mayores de 30 
días y la exclusión de la matrícula habilitarán la acción 
contencioso administrativa”.

Una interpretación literal del texto de la norma podría 
concluir, a contrario sensu, que las sanciones no supe-
riores a suspensión por 30 días no son revisables judicial-
mente. La posibilidad de la debida revisión del actuar ad-
ministrativo por el Poder Judicial es un concepto central 
del derecho administrativo(14). Por lo tanto, una limitación 
a la posibilidad de revisión de las sentencias dictadas por 
el Tribunal de Disciplina es claramente inconstitucional 
por violatoria del debido proceso adjetivo. La restricción 
de revisión también es ilegítima a tenor de la doctrina de 
la Corte Federal ya expuesta(15) y la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos(16).

Por lo dicho, la mención que realiza el art. 61 del de-
creto ley de Colegiación no puede considerarse, enton-
ces, como vedando la revisión judicial de otras sanciones 
distintas de la suspensión de 30 días o de la exclusión de 
la matrícula. Cualquiera sea la sanción que se imponga 
al letrado, puede ser revisada con carácter amplio por el 
Poder Judicial(17). La impugnación debe formalizarse a 
través de una demanda contencioso administrativa por an-
te el juzgado en lo contencioso administrativo de primera 
instancia. 

3.1. Plazo para la impugnación

El plazo con el que cuenta el letrado sancionado para 
impugnar judicialmente la sanción no está previsto ni en 
el decreto ley 119/01 ni en el Código de Ética, ni en el Re-
glamento Procesal del Tribunal de Disciplina del Colegio 
de Abogados. 

Ante esta falta de regulación se aplica el plazo gené-
rico del procedimiento administrativo, establecido en el 
art. 223 de la ley 3460, de treinta días hábiles judiciales, 
contados desde que el acto fue debidamente notificado(18).

De todas maneras, resulta importante destacar que el 
Código de Procedimientos Administrativos correntino (ley 
3460) contiene una clasificación tripartita de actos vicia-

(12) CS, “Ángel Estrada y Cía S.A. c. Resol. 71/96 - Sec. Energía y 
Puertos”, Fallos: 328:651, 2005.

(13) En relación con la constitucionalidad del sistema de colegiación 
obligatoria, ver el ya citado trabajo de Coviello, Pedro J. J., Policía..., 
cit.

(14) Como lo destacan Gordillo y Revidatti, en sus respectivas 
definiciones de derecho administrativo. 

(15) Gelli, María A., Constitución de la Nación Argentina. Comen-
tada y concordada, 4ª ed., Buenos Aires, La Ley, 2008, t. I, pág. 603: 
“Las decisiones de los órganos administrativos al resolver los conflictos 
deben estar condicionadas, siempre, a una revisión judicial suficiente”. 

(16) Además del ya citado caso “Claude Reyes vs. Chile” pueden 
consultarse los casos “Herrera Ulloa vs. Costa Rica”, párr. 159, 2004, y 
“Castillo Petruzzi y otros vs. Perú”, párr. 161, 1999.

(17) Sobre el punto, recomendamos la lectura de Pulvirenti, Or-
lando D., No hay juicio ético sin debido proceso, Doctrina Judicial, La 
Ley, Nº 17 del 25-4-12, pág. 9 y sigs.; y Andreucci, Carlos A., Alcan-
ces del control judicial de los actos de los colegios o consejos profesio-
nales en Sup. Const. 2011 (noviembre), 41 LL, 2011-F.

(18) “Art. 223. Prescripción de los derechos y obligaciones. El térmi-
no de la prescripción de los derechos y obligaciones que tenga su origen 
en la legislación dictada por la Provincia en ejercicio de sus facultades 
propias, no delegadas son de tres años, salvo los casos contemplados por 
leyes especiales.

”Caducidad de la vía contencioso-administrativa. Vencido el plazo 
establecido en el art. 222, quedará expedita la vía contencioso adminis-
trativa, la que podrá ser iniciada hasta sesenta (60) días hábiles judiciales. 
Cuando la autoridad competente se haya expedido expresamente, el pla-
zo para interponer la demanda será de treinta (30) días hábiles Judiciales, 
contados desde que el acto fue debidamente notificado”.

dos que incluye a los actos anulables, nulos e inexisten-
tes(19). Por lo tanto, si el actor invoca que el acto sancio-
natorio es inexistente(20), aun cuando la demanda se pro-
mueva estando vencido el plazo, el trámite debe proseguir 
hasta la sentencia que declare o no la inexistencia del acto, 
y en su caso, haga lugar al planteo de prescripción o cadu-
cidad de la acción(21).

3.2. Juzgado competente

La ya citada ley 5846 creó dos Juzgados de Primera 
Instancia en lo Contencioso Administrativo en la Capital y 
uno con competencia contencioso administrativa por cada 
circunscripción judicial en el resto de la provincia. 

En el caso de los abogados que tienen domicilio en la 
ciudad de Corrientes, el juzgado competente será el Con-
tencioso Administrativo de turno. En el caso de los letra-
dos con domicilio en alguna otra de las circunscripciones 
de la provincia, serán competentes los juzgados con com-
petencia contenciosa de cada jurisdicción por aplicación 
de las normas que rigen la competencia del Código Proce-
sal Civil y Comercial(22). 

3.3. Legitimación pasiva

¿Contra quién debe dirigirse la demanda tendiente a 
la anulación de la sanción? La cuestión ha generado con-
troversia en el orden local, en particular por la existencia 
de algunas demandas dirigidas solo contra el Tribunal de 
Disciplina y no contra el Colegio de Abogados.

Como ha tenido oportunidad de señalar el Superior 
Tribunal de Justicia de Corrientes(23), el Tribunal de Dis-
ciplina es un órgano del Colegio de Abogados de la pro-
vincia de Corrientes constituido por la totalidad de los 
Colegios de Circunscripción, pero los únicos que tienen 
personería jurídica y como tal pueden demandar y ser 
demandados son los Colegios de Abogados de cada cir-
cunscripción.

El Superior Tribunal ha señalado: “Si bien la instruc-
ción sumarial y la aplicación de sanciones son competen-
cia del Tribunal de Disciplina, impugnada judicialmente 
esa decisión, es el Colegio de Abogados, ente público no 
estatal, en quien el Estado ha delegado el control de la ma-
trícula profesional y la potestad disciplinaria de los matri-
culados, quien debe comparecer a juicio y su representante 
legal es el presidente del Directorio de la Circunscripción 
respectiva, no la Presidente de un órgano interno carente 
de personería jurídica al efecto”.

Por lo tanto, la demanda deberá dirigirse contra el Co-
legio de Abogados de la Circunscripción que corresponda 
y notificarse en su domicilio legal.

3.4. Legitimación activa

Si en el punto anterior hacíamos referencia a quién 
debe ser demandado, en este ítem se formularán algunas 
consideraciones respecto de quién puede promover la de-
manda. 

No caben dudas de que el letrado sancionado se en-
cuentra legitimado. Pero ¿pueden accionar o continuar 
la acción los sucesores de un abogado sancionado? De 
acuerdo con la naturaleza estrictamente personal del de-
recho administrativo sancionatorio, el debate disciplinario 
no podría proseguir una vez fallecido el sancionado.

¿Puede impugnar la sentencia absolutoria el denuncian-
te? La respuesta también es negativa, ya que el denuncian-
te no es parte en el procedimiento. Sin embargo, conside-
ramos que le cabe al denunciante realizar un planteo de in-
compatibilidad de la norma procedimental con el derecho 
a la tutela judicial efectiva. Por lo tanto, de acuerdo con la 

(19) Ley 3460, “Art. 92. Faltando uno o más de los requisitos esen-
ciales previstos por la ley para la existencia del acto, se considerará a la 
actuación administrativa así cumplida, como jurídicamente inexistente”.

“Art. 171. El acto con vicio leve es pasible de anulabilidad.
”Art. 172. El acto con vicio grave es pasible de nulidad”.
(20) Ley 3460, “Art. 188. El acto jurídicamente inexistente:
”a) Carece de presunción de legitimidad y de ejecutoriedad;
”b) Los particulares no está obligados a cumplirlos y los agentes tie-

nen el derecho y el deber de no cumplirlos ni ejecutarlos;
”c) La declaración de su inexistencia jurídica produce efectos retro-

activos;
”d) La acción para impugnarlos es imprescriptible y no existe a su 

respecto, plazo de caducidad”.
(21) Rubín, Carlos, Procedimiento contencioso administrativo de la 

Provincia de Corrientes, 1ª ed., Corrientes, Mave, 2008, pág. 101.
(22) Conf. art. 5º y concs. del Código de Procedimientos Civil y Co-

mercial de la Provincia.
(23) En autos: “Segovia, Daniel E. c. Colegio de Abogados de la Pcia. 

de Ctes. s/recurso facultativo’’, Expte. Nº 1.018/09.

norma de rito, no puede agraviarse de lo que se resuelve 
en el trámite, sin perjuicio de su derecho a promover las 
acciones civiles y penales que estime pertinentes. 

3.5. Contenido de la acción

El Código Contencioso Administrativo de la Provin-
cia de Corrientes adopta el sistema de unidad de acción y 
multiplicidad de pretensiones. De acuerdo con el art. 55 de 
la ley 4106 que regula el proceso contencioso administra-
tivo en la provincia de Corrientes, en la acción, el deman-
dante puede pretender:

a) la anulación total o parcial de la decisión administra-
tiva impugnada;

b) el restablecimiento o reconocimiento del derecho o 
interés vulnerado, desconocido o inculpado;

c) el resarcimiento de los daños y perjuicios sufridos(24).
Por lo tanto, el profesional sancionado puede reclamar 

no solo la anulación de la sanción, sino también una in-
demnización por los daños sufridos como consecuencia de 
dicho acto viciado. En este último caso, y como carga pro-
cesal, deberá acreditar los perjuicios materiales o morales 
que debió soportar. Para ello podrá valerse de todos los 
medios probatorios previstos en la ley ritual(25).

3.6. Efectos de la interposición de la demanda

La preparación de la vía contencioso administrativa y la 
deducción de la demanda de nulidad del acto no suspen-
den la ejecutoriedad de la sanción. Esta es la regla con-
sagrada en el art. 13 de la ley 4106(26). Si, como se ha 
concluido, la sentencia del Tribunal de Disciplina es un 
verdadero acto administrativo, es lógico que goce de la 
ejecutoriedad y presunción de legitimidad propia de todos 
los actos administrativos. 

Sin embargo, algún sector de la doctrina ha sostenido 
la necesidad de suspender la ejecutoriedad de la sanción 
hasta que sea confirmada en sede judicial, con fundamento 
en que hasta entonces rige la presunción de inocencia(27).

Otro argumento importante a favor de la no ejecuto-
riedad es el conflicto entre la ejecutoriedad y el derecho 
a la tutela judicial efectiva, que se vería afectada con la 
ejecución de una sanción por un órgano no jurisdiccio-
nal. En especial, si a posteriori se declara la nulidad de la 
actuación administrativa, provocando un daño de difícil 
o imposible reparación ulterior(28). La cuestión es particu-

(24) No se incluyen los incs. c) y d) del art. 55, que refieren a la ac-
ción de interpretación y a la acción de lesividad, por ser ajenas al objeto 
de nuestro estudio.

(25) Art. 76 de la ley 4106.
(26) “Art. 13. La promoción de las acciones o recursos previstos en 

este código no interrumpe la ejecución de las disposiciones administrati-
vas involucradas en ellos, salvo que se trate de alguna de las excepciones 
contempladas en la presente ley”.

(27) Cassagne, Juan C., La intervención administrativa, 2ª ed. act., 
Buenos Aires, 1994, pág. 175; Villaruel, María S., El control judicial 
de la potestad sancionatoria, en Derecho procesal administrativo, 1ª 
ed., Buenos Aires, AbeledoPerrot, 2011, Guido S. Tawil (dir.), pág. 711 
y sigs.

(28) Villaruel, María S., El control judicial..., cit.: “La exigencia 
de sentencia para poder privar de la propiedad a un particular (art. 17, 
CN), la necesidad de juicio previo a la condena (art. 18 de la CN), el 
derecho a la jurisdicción o la tutela judicial efectiva (art. 8.1, Pacto de 
San José de Costa Rica; art. 10, Declaración Universal de los Derechos 
Humanos; art. XVIII, Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre) y la ya mencionada presunción de inocencia, que surge 
tanto del art. 18 de la Ley Fundamental, como del Pacto de San José de 
Costa Rica (art. 8.2), Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre (art. XXVI), de la Declaración Universal de los Derechos 
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larmente grave cuando la sanción impugnada es la suspen-
sión o exclusión de la matrícula, ya que ambas implican 
una restricción mayúscula sobre los derechos subjetivos 
del profesional(29).

La garantía procesal de la tutela judicial efectiva no 
fue reconocida en forma expresa en la Constitución de 
1853/60, pero tanto la doctrina como la jurisprudencia 
la reconocían como derivación de los arts. 18 y 33 de la 
Constitución Nacional(30). A partir de la reforma de 1994, 
y por imperio del art. 75, inc. 22, la tutela judicial efectiva 
tiene expresa jerarquía constitucional(31), reconocida en los 
arts. 10 de la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos y 8º del Pacto de San José de Costa Rica(32). 

No obstante lo interesante del planteo a favor de la sus-
pensión de los efectos del acto, nos inclinamos por la eje-
cutoriedad de la sanción, por las razones ya expuestas, sin 
perjuicio de lo que diremos en el punto siguiente, al consi-
derar la procedencia de las medidas cautelares(33).

3.7. Medidas cautelares

Las medidas cautelares pueden deducirse antes, en for-
ma simultánea o con posterioridad a la promoción de la 
demanda. En esta materia se aplica el régimen general del 
proceso contencioso administrativo(34).

Las pretensiones cautelares que habitualmente se de-
ducen son la medida innovativa o la de suspensión de los 
efectos del acto administrativo. El ordenamiento procesal 
distingue la medida cautelar innovativa –que tramita y se 
resuelve inaudita parte– del incidente de suspensión de 
los efectos del acto –que requiere sustanciación previa a 
resolver– y que, además, tiene otras exigencias procesales, 
como el haber solicitado la suspensión del acto previa-
mente en sede administrativa(35).

Humanos (art. 11.1) y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (art. 14.2) todos ellos con jerarquía constitucional (art. 75. inc. 
22)”.

(29) De acuerdo con el art. 60 del decreto ley 26/00 (Ley Orgánica 
de Tribunales: “Son funciones y deberes de las Secretarías Jurisdiccio-
nales y Actuariales: (...) k) No recibir ni dar trámite a escritos presenta-
dos por abogados y procuradores que se encuentren suspendidos en la 
matrícula, ni permitir su participación en audiencias o incluirlos en el 
Libro de Notificaciones, sin perjuicio de hacerlo respecto de la parte que 
represente”.

(30) Conf. Badeni, Gregorio, Instituciones de derecho constitucio-
nal, 1ª ed., Buenos Aires, Ad-Hoc, 2000, pág. 658.

(31) A pesar del tiempo transcurrido desde la Reforma de 1994, aún 
existe cierta resistencia de los operadores jurídicos a la aplicación de 
los tratados con jerarquía constitucional, como lo hace notar Albanese, 
Susana, La internacionalización del derecho constitucional y la consti-
tucionalización del derecho internacional, en El control de convenciona-
lidad, Buenos Aires, Ediar, 2008, pág. 15.

(32) Pacto de San José de Costa Rica. “Art. 8. Garantías Judiciales: 1. 
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro 
de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación 
de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determi-
nación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 

”2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presu-
ma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. 
Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: 

”a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el tra-
ductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o 
tribunal; 

”b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación 
formulada; 

”c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados 
para la preparación de su defensa; 

”d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asis-
tido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamen-
te con su defensor; 

”e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcio-
nado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el 
inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del 
plazo establecido por la ley; 

”f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el 
tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras 
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; 

”g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a decla-
rarse culpable, y 

”h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior”. 
(33) Una solución distinta es la prevista en el art. 47 de la ley 23.187 

(Régimen Disciplinario en la Capital Federal y fuente directa del sistema 
de Corrientes). La norma establece: “Todas las sanciones aplicadas por 
el Tribunal de Disciplina serán apelables con efecto suspensivo (...) el 
recurso será resuelto por la sala de la Cámara Federal de Apelaciones en 
lo Contencioso Administrativo que corresponda”. 

(34) Ley 4106, texto actualizado por ley 5846, ya citada.
(35) Sobre las diferencias entre la medida cautelar innovativa y el 

incidente de suspensión de los efectos del acto en el procedimiento con-
tencioso correntino, puede ampliarse en Revidatti, Gustavo, Lo con-
tencioso administrativo, Corrientes, Cícero, 1987, pág. 29 y sigs. y pág. 

Como bien señala Revidatti al comentar la ley, el 
abogado avezado intentará siempre que su pedido tramite 
como incidente de medida cautelar, por las ventajas pro-
cesales que conlleva, entre las que se destaca el trámite 
inaudita parte(36).

La medida cautelar innovativa es la que más se compa-
dece con la naturaleza de la tutela en los casos de afecta-
ción del ejercicio profesional. El incidente de suspensión, 
por su mismo trámite, con sustanciación y eventual prue-
ba, puede tornar tardía, y por tanto ineficaz, la protección 
urgente del derecho en juego.

Si bien la procedencia o no de la medida cautelar es una 
cuestión que deberá evaluarse en cada caso, es evidente 
que los daños pueden ser de difícil o imposible reparación 
ulterior, especialmente cuando se trata de suspensión o 
exclusión de la matrícula. En estos casos, la eventual sen-
tencia admitiendo la demanda perdería toda virtualidad o 
eficacia(37). Por eso, creemos que, alegada fundadamente 
una causal de nulidad (verosimilitud del derecho) y tratán-
dose de la imposibilidad de ejercer libremente la profesión 
de abogado (peligro en la demora), el juez debe conceder 
la medida cautelar peticionada(38).

4
Conclusiones

- La responsabilidad disciplinaria es una de las con-
secuencias posibles del obrar irregular de los abogados, 
y se hace efectiva cuando se afecta el correcto ejercicio 
profesional. 

- La sentencia del Tribunal de Disciplina del Colegio 
de Abogados es un verdadero acto administrativo y, como 
tal, debe reunir todos los requisitos de este para su validez 
y eficacia.

- La revisión judicial es competencia de los tribunales 
contencioso administrativos, y debe ser amplia y sin res-
tricciones, de acuerdo con las normas constitucionales y 
convencionales superiores, y la interpretación que surge 
de la jurisprudencia de la Corte Suprema y la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos.

- La interposición de la demanda no suspende la ejecu-
ción de la sanción al abogado.

- Cuando se alega fundadamente una causal de nulidad 
(verosimilitud del derecho) y tratándose de la imposibili-
dad de ejercer libremente la profesión de abogado (peligro 
en la demora), el juez debe conceder la medida cautelar 
peticionada suspendiendo la sanción impugnada.

VOCES: ACTO ADMINISTRATIVO - ABOGADO - SANCIO-
NES DISCIPLINARIAS - DERECHO ADMINISTRA-
TIVO

38 y sigs.; Rubín, Carlos, Procedimiento contencioso administrativo..., 
cit., pág. 52 y sigs.

(36) Revidatti, Gustavo, Lo contencioso administrativo..., cit., pág. 
39.

(37) Ver Gallegos Fedriani, Pablo, Las medidas cautelares contra 
la Administración Pública, Buenos Aires, Ábaco de Rodolfo Depalma, 
2002, pág. 27.

(38) Gordillo, Agustín, Tratado..., cit., III V-20.

dado que no consigue revertirse la imputación de insuficiente 
sustento recursivo formulada por la ad quem, en un contexto 
en el que lo tocante al alcance y la naturaleza de los reme-
dios admitidos por los tribunales de la causa, así como la 
extensión de las facultades con motivo de su planteo, no cons-
tituyen, en razón de su índole fáctica y procesal, un asunto fe-
deral que justifique la apertura de la instancia de excepción, 
y en el que la solución de la alzada dista de evidenciarse 
absurda e irrazonable –dictamen de la Procuradora Fiscal en 
la causa S.1352.XL “Salemme, Héctor c. Emecé Editores S.A. 
y otro”, del 18-7-06, al que la mayoría de la Corte Suprema 
se remite–.

	 3	– Debe confirmarse la sentencia que elevó el monto de la 
condena monetaria que debía abonar la empresa demanda-
da, que consideró constitucional el decreto 883/02 del Poder 
Ejecutivo Nacional –que prorrogó la duplicación indemniza-
toria dispuesta por el art. 16 de la ley 25.561–, pues el dis-
tracto laboral y las normas que regularon su indemnización 
agravada correspondieron a momentos de dramática crisis 
institucional y social para la vida de la República, lo que 
exime de un mayor esfuerzo para concluir que la disuasión 
de los despidos constituía una herramienta tan razonable 
como urgente para conjurar una mayor profundización de la 
crisis desatada. 

	 4	– Procede confirmar la sentencia que elevó el monto de la 
condena monetaria que debía abonar la empresa demandada, 
que consideró constitucional el decreto 883/02 del Poder Eje-
cutivo Nacional –que prorrogó la duplicación indemnizatoria 
dispuesta por el art. 16 de la ley 25.561–, pues en el marco 
del art. 14 bis de la Constitución Nacional no aparece irra-
zonable que el legislador, en consideración de la crisis pro-
funda y de su consiguiente impacto en el empleo, haya pro-
curado, teniendo en cuenta el principio protectorio, disuadir 
excepcionalmente –por tiempo determinado– los despidos sin 
causa, tornándolos –sin prohibirlos– más onerosos, privile-
giando así un objetivo de contención social en las apremian-
tes circunstancias descriptas (voto de los doctores Highton 
de Nolasco y Maqueda). 

	 5	– La sentencia que elevó el monto de la condena moneta-
ria que debía abonar la empresa demandada, que consideró 
constitucional el decreto 883/02 del Poder Ejecutivo Nacio-
nal –que prorrogó la duplicación indemnizatoria dispuesta 
por el art. 16 de la ley 25.561– debe ser confirmada, pues 
el planteo de la quejosa –en cuanto a que existió un exceso 
reglamentario en su dictado– se sitúa en el terreno de lo 
opinable, máxime cuando no demuestra la entidad del gra-
vamen ni tampoco su trascendencia, según era requerible en 
el plano de una alegación de constitucionalidad, más allá de 
sus discrepancias con la razonable solución propiciada por 
el a quo, al no incumbir a los jueces el pronunciarse sobre el 
mérito, la eficacia, oportunidad o conveniencia de los actos 
de los otros poderes del Estado, sin que se aprecie inadmi-
sible que el legislador, ubicado en su zona de reserva y en 
la conciencia de una crisis profunda y de impacto nocivo en 
el empleo, procure excepcionalmente disuadir los despidos 
sin causa, tornándolos más onerosos durante el lapso de la 
emergencia, graduando la intensidad de la tutela contra el 
despido arbitrario a que alude el art. 14 bis de la Ley Supre-
ma, en función de la coyuntura desfavorable para el traba-
jo dependiente (voto de los jueces Highton de Nolasco y 
Juan C. Maqueda). 

	 6	– Es inconstitucional el decreto de necesidad y urgencia 
883/02 –que prorroga la doble indemnización por despido 
dispuesta por el art. 16 de la ley 25.561–, pues aceptar que 
el Poder Ejecutivo pueda dictar estos decretos al no haber 
sancionado la ley que reclama el art. 99, inc. 3º, de la Cons-
titución Nacional sería desnaturalizar lo que ella dice que 
son, dando paso a la actuación singular y exclusiva del Poder 
Ejecutivo, transformando al presidente de la Nación en le-
gislador, en flagrante violación de lo dispuesto en el segundo 
párrafo del citado inciso, lo que hace innecesario considerar 
el agravio que apunta a la inconstitucionalidad del art. 4º del 
decreto 264/02 –duplicación del resarcimiento por omisión 
del preaviso–, por cuando dicha norma concierne a la exten-
sión de la duplicación indemnizatoria referida, que no estaba 
vigente al momento del despido de autos (disidencia del doc-
tor Petracchi). 

	 7	– La presunción de que cualquier disposición de carácter 
legislativo emitida por el Poder Ejecutivo debe reputarse pri-
ma facie inconstitucional solo puede ser abatida por quien 
demuestre que se han reunido las condiciones para aplicar 

Constitución Nacional:
Constitucionalidad: decretos de necesidad 
y urgencia; decreto 883/02; duplicación in-
demnizatoria dispuesta por el art. 16 de la 
ley 25.561; prórroga; emergencia económi-
ca; crisis institucional y social; protección del 
despido arbitrario.

	 1	– Corresponde confirmar la sentencia que elevó el monto de 
la condena monetaria que debía abonar la empresa deman-
dada, que consideró constitucional el decreto 883/02 del Po-
der Ejecutivo Nacional –que prorrogó la duplicación indem-
nizatoria dispuesta por el art. 16 de la ley 25.561–, pues debe 
tenerse por cumplido el recaudo relativo a la existencia de un 
estado de necesidad y urgencia que justificó su dictado. 

2 – Cabe confirmar la sentencia que elevó el monto de la con-
dena monetaria a la demandada sobre la base de la consti-
tucionalidad del art. 4º del decreto 264/02 –que dispuso la 
duplicación del resarcimiento por la omisión de preaviso–, 
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la única excepción admitida en la Constitución Nacional a la 
prohibición contenida en su art. 99, inc. 3º (disidencia de la 
doctora Argibay).

	 8	– Si el ejercicio de la función legislativa por el Poder Ejecu-
tivo está condicionado al cumplimiento del procedimiento 
previsto en el art. 99, inc. 3º, párrs. 3º y 4º, de la Consti-
tución Nacional, y no se ha probado en el caso que dicha 
condición se haya cumplido, las disposiciones legislativas 
dictadas –art. 4º del decreto 264/02 y decreto 883/02, en 
cuanto extendieron la duplicación indemnizatoria a otros 
rubros derivados del despido y prorrogaron la veda al dis-
tracto dispuesta por ley 25.561– no consiguen superar la 
pena establecida por la misma Constitución, esto es, su nuli-
dad absoluta e insanable (disidencia de la doctora Argibay). 
M.A.R.

894 – CS, junio 28-2011. – A. P., J. C. c. Compañía de Radiocomunica-
ciones Móviles S.A. s/despido (A.996.XLI).

Buenos Aires, 28 de junio de 2011

Vistos los autos: “A. P., J. C. c/ Compañía de Radioco-
municaciones Móviles S.A. s/ despido”.

Considerando:

1º) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apela-
ciones del Trabajo modificó el fallo dictado en primera 
instancia y elevó el monto de la condena monetaria que 
debía soportar la demandada, sobre la base de considerar 
constitucionales los decretos 264/02 y 883/02 del Poder 
Ejecutivo Nacional (fs. 168/176).

Contra esa sentencia la parte demandada interpuso el 
recurso extraordinario de fs. 180/187, que fue contestado 
a fs. 190/192, y ha sido bien concedido por el a quo a fs. 
194 con fundamento en el art. 14 de la ley 48.

2º) Que en el mencionado recurso extraordinario se 
sostiene que el decreto 264/02 del P.E.N. es una norma re-
glamentaria (art. 99, inc. 2º, de la Constitución Nacional) 
que arbitrariamente desnaturaliza la norma superior que 
reglamenta (en el caso, la ley 25.561), y que en el supues-
to del decreto 883/02 se trata de un decreto de necesidad y 
urgencia dictado en violación del régimen establecido para 
ese tipo de normas por el art. 99, inc. 3º, de la Constitu-
ción Nacional.

3º) Que, para seguir un orden lógico corresponde de-
terminar primeramente si, a la fecha del despido del actor 
–producido el 7/4/03 (fs. 8 vta. y 48 vta.)– se encontraba 
vigente la norma (art. 16 de la ley 25.561), según la cual 
los despidos sin causa justificada quedaban “suspendidos” 
por 180 días. Ese precepto disponía –a renglón seguido– 
que, en el caso de producirse despidos de esa clase, los 
empleadores debían abonar a los trabajadores perjudica-
dos el doble de la indemnización que les hubiera corres-
pondido de acuerdo con la legislación laboral vigente.

El decreto de necesidad y urgencia 883/02, del 27 de 
mayo de 2002, prorrogó esa norma por 180 días hábiles 
“contados a partir de su vencimiento originario” (art. 1º) 
y el tribunal a quo consideró a dicho decreto “vigente al 
momento del distracto que motiva las presentes actuacio-
nes” (fs. 170). Debe señalarse que los decretos 662/03; 
256/03; 1351/03; 369/04 y 823/04 –también de necesidad 
y urgencia– prorrogaron sucesivamente hasta el 31 de di-
ciembre de 2004 la mencionada duplicación indemnizato-
ria, en la línea trazada por el decreto 883/02.

4º) Que resulta indiscutible que el P.E.N. dictó el decre-
to 883/02 como disposición de necesidad y urgencia (art. 
99, inc. 3º, de la Constitución Nacional). En los conside-
randos de la medida se menciona que “persiste la situa-
ción que obligara al legislador al dictado de las medidas 
en examen” y se expresa “(q)ue en razón de la urgencia 
que demanda el dictado del presente, resulta imposible 
seguir el procedimiento ordinario para la formación y 
sanción de las leyes”. A continuación se indica “(q)ue la 
presente medida se dicta en uso de las atribuciones emer-
gentes del art. 99 inc. 3 de la CONSTITUCIÓN NACIO-
NAL”. Por fin, el decreto ordena –después de prorrogar 
el sistema instaurado por el art. 16 de la ley 25.561– dar 
“cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, 
en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 99 inc. 3 de la 
CONSTITUCIÓN NACIONAL” (art. 2º).

5º) Que en cuanto a la constitucionalidad del decreto de 
necesidad y urgencia 883/02, cabe subrayar que esta Corte 
en un pronunciamiento reciente ha reconocido, por un la-

do, la atribución con que contaba el Poder Ejecutivo tras 
la reforma de 1994 para dictar disposiciones de esa natu-
raleza, aun con anterioridad a la sanción de la ley regla-
mentaria 26.122; además, en esa sentencia ha establecido 
los requisitos que condicionan la validez de disposiciones 
de esta naturaleza, por lo que a las consideraciones efec-
tuadas en dicho fallo corresponde remitir por razones de 
brevedad (causa “Consumidores Argentinos”, voto de los 
jueces Lorenzetti, Fayt y Zaffaroni, considerandos 5º a 13; 
voto concurrente de la jueza Highton de Nolasco, Fallos: 
333:633).

6º) Que una vez reconocida la facultad del Presiden-
te de dictar decretos de necesidad y urgencia aun en el 
tiempo en que el Congreso no había sancionado la ley de 
creación de la Comisión Bicameral Permanente, corres-
ponde analizar, según lo enunciado en el considerando 
3º, el cumplimiento de los restantes recaudos formales 
exigibles para que el ejercicio de dicha facultad sea cons-
titucional.

7º) Que en el sub lite corresponde tener por cumplido el 
recaudo relativo a la existencia del estado de necesidad y 
urgencia que justifica el dictado de la norma atacada según 
lo ya resuelto por el Tribunal en la causa “Valente, Diego 
Edgardo c/ Bank Boston N.A.” (Fallos: 327:4422) y en 
C.1642.XLI “Cardoso Graña, Ana Carolina c/ Argencard 
S.A. s/ despido”, sentencia del 16 de mayo de 2006. En el 
mismo sentido, esta Corte comparte las consideraciones 
efectuadas respecto a esta cuestión en el punto IV del dic-
tamen de la señora Procuradora Fiscal en la causa S.1352.
XL “Salemme, Héctor c/ Emecé Editores S.A. y otro”, 
fallada por el Tribunal el 18 de julio de 2006.

8º) Que en el orden de examen fijado en el consideran-
do 14 del precedente “Consumidores Argentinos” al que 
se remite, corresponde destacar que la norma cuestionada 
no se refiere a una materia expresamente prohibida (penal, 
tributaria, electoral o el régimen de partidos políticos).

9º) Que una vez acreditado el cumplimiento de los re-
caudos referidos en el considerando 3º, este Tribunal debe 
analizar la validez constitucional de las normas en su as-
pecto sustancial, es decir, su contenido.

Para ello se debe evaluar la razonabilidad de las nor-
mas en los términos de la relación entre los medios ele-
gidos y los fines perseguidos en cuanto a su idoneidad, 
necesidad y/o proporcionalidad (conf. doctrina de Fallos: 
98:20; 136:161; 162:21; 315:142; 318:1154; 319:2151; 
327:3677, entre muchos otros).

En este aspecto resultan también enteramente aplica-
bles las consideraciones formuladas en el dictamen de la 
Procuración General antes referido, igual punto (causa 
S.1352.XL “Salemme, Héctor c/ Emecé Editores S.A. y 
otro”), a las cuales se remite.

10) Que, como corolario de lo expresado, cabe destacar 
la naturaleza específica de las acreencias solicitadas por la 
parte actora. El fundamento valorativo de la solución dado 
al caso –en particular, en lo relativo al recaudo de “razo-
nabilidad”– reposa en inexcusables principios de justicia 
social (Fallos: 250:46 y sus citas) y en la ponderada esti-
mación de las exigencias éticas y condiciones económico-
sociales propias de la situación a la que se aplicó. Convie-
ne recordar que el trabajo humano tiene características que 
imponen su consideración con criterios propios que obvia-
mente exceden el marco del mero mercado económico y 
que se apoyan en principios de cooperación, solidaridad y 
justicia, normativamente comprendidos en la Constitución 
Nacional. Y ello sustenta la obligación de los que utilizan 
los servicios, en los términos de las leyes respectivas, a la 
preservación de quienes los prestan (Fallos: 327:3677 y 
sus citas).

Vale remarcar que en el sub examine, el distrato laboral 
y las normas que regularon su indemnización agravada 
correspondieron a momentos de dramática crisis institu-
cional y social para la vida de la República. Esta visión de 
conjunto exime de un mayor esfuerzo para concluir que la 
disuasión de los despidos constituía una herramienta tan 
razonable como urgente para conjurar una mayor profun-
dización de la crisis desatada. En tanto el salario, como 
contraprestación del trabajo dependiente, tiene naturaleza 
alimentaria pues permite la emancipación económica del 
individuo y de su grupo familiar en relación con sus nece-
sidades primarias. En el contexto descripto, era imperativo 
tutelar la continuidad de la relación laboral.

Ello confirió una significación singular al mandato 
constitucional según el cual “el trabajo en sus diversas 
formas gozará de la protección de las leyes” enalteciendo 
la tarea del dependiente, al imponérsele al empleador un 
mayor sacrificio económico mediante el disciplinamien-
to del despido, tornándolo más gravoso. Se desalentaba, 
así, la libertad de poner fin al vínculo laboral sin causa 
justificada, en beneficio de la dignidad personal del tra-
bajador y de la armonía social, seriamente amenazada por 
entonces.

Al respecto, consolidada doctrina de esta Corte tiene 
establecido que la regulación de las obligaciones patrona-
les con arreglo a las exigencias de justicia, constituye un 
deber para el Estado y las consecuencias que puedan deri-
var del cumplimiento de ese deber representan una contin-
gencia de la que la empresa contemporánea no puede des-
entenderse. Por lo tanto, tratándose de cargas razonables 
–como se explicitó ut supra– rige el principio según el 
cual el cumplimiento de las obligaciones patronales no se 
supedita al éxito de la empresa, éxito cuyo mantenimiento 
de ningún modo podía hacerse depender de la subsistencia 
de un régimen inequitativo de despidos arbitrarios (Fallos: 
252:158 y sus citas).

11) Que, por lo demás, cabe señalar que del art. 4º de la 
ley 25.972 se infiere que el Poder Legislativo ha reconoci-
do eficacia al decreto que, según surge de los consideran-
dos que anteceden, ha superado el examen de constitucio-
nalidad.

12) Que, por último, con respecto a los planteos vincu-
lados a la validez del art. 4º del decreto 264/02 esta Corte 
hace suyas las consideraciones realizadas por la señora 
Procuradora Fiscal subrogante en el punto IV del dicta-
men de fs. 201, 202/202 vta., a las cuales se remite.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la se-
ñora Procuradora Fiscal subrogante, se declara admisible 
el recurso extraordinario deducido y se confirma la sen-
tencia apelada. Con costas (art. 68 del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación). Agréguese copia del pro-
nunciamiento y del dictamen a que se remite en el con-
siderando 7º. Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. 
– Ricardo L. Lorenzetti. – Elena I. Highton de Nolasco 
(según su voto). – Carlos S. Fayt. – Enrique S. Petracchi 
(en disidencia). – Juan C. Maqueda (según su voto). – E. 
Raúl Zaffaroni. – Carmen M. Argibay (en disidencia).

Voto de la señora vicepresidenta doctora doña 
Elena I. Highton de Nolasco y del señor ministro 
doctor don Juan Carlos Maqueda

Considerando:
Que los infrascriptos coinciden con los considerandos 

1º a 3º del voto que encabeza este pronunciamiento, a los 
que cabe remitirse en razón de brevedad.

4º) Que con respecto a la naturaleza del decreto 883/02, 
cabe señalar que el propio Poder Ejecutivo, en sus con-
siderandos, lo calificó lisa y llanamente como un decreto 
de necesidad y urgencia y no aludió en tramo alguno a la 
figura de un reglamento delegado.

Se trata, pues, de un decreto dictado con anterioridad 
a la creación de la Comisión Bicameral Permanente a la 
que hace referencia el art. 99, inc. 3º, de la Constitución 
Nacional. En los considerandos de dicho decreto se men-
ciona que “persiste la situación que obligara al legislador 
al dictado de las medidas en examen” y se expresa “(q)ue 
en razón de la urgencia que demanda el dictado del pre-
sente, resulta imposible seguir el procedimiento ordinario 
para la formación y sanción de las leyes”. A continuación 
se indica “(q)ue la presente medida se dicta en uso de 
las atribuciones emergentes del art. 99 inc. 3 de la Cons-
titución Nacional”. Por fin, el decreto ordena –después 
de prorrogar el sistema instaurado por el art. 16 de la ley 
25.561– dar “cuenta al Honorable Congreso de la Na-
ción, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 99, inc. 3 
de la Constitución Nacional” (art. 2º).

5º) Que en cuanto a la constitucionalidad de este decre-
to de necesidad y urgencia, cabe subrayar que esta Corte 
en un pronunciamiento reciente ha reconocido, por un la-
do, la atribución con que contaba el Poder Ejecutivo tras 
la reforma de 1994 para dictar disposiciones de esa natu-
raleza, aun con anterioridad a la sanción de la ley regla-
mentaria 26.122; además, en la sentencia ha establecido 
los requisitos que condicionan la validez de disposiciones 
de este tipo, por lo que a las consideraciones efectuadas en 
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dicho fallo corresponde remitir por razones de brevedad 
(causa “Consumidores Argentinos” (Fallos: 333:633), vo-
to de los jueces Lorenzetti, Fayt y Zaffaroni, consideran-
dos 5º a 13; votos concurrentes de los jueces Highton de 
Nolasco y Maqueda).

6º) Que una vez reconocida la facultad del Presidente 
de dictar decretos de necesidad y urgencia aun en el tiem-
po en que el Congreso no había sancionado la ley de crea-
ción de la Comisión Bicameral Permanente, correspon-
de analizar, según lo enunciado en el considerando 3º, el 
cumplimiento de los restantes recaudos formales exigibles 
para que el ejercicio de dicha facultad sea constitucional.

7º) Que en este caso que, como se adelantó en el consi-
derando 4º, se refiere a un decreto dictado con anterioridad 
a la creación de la Comisión Bicameral Permanente –a la 
que hace referencia el art. 99, inc. 3º de la Ley Fundamen-
tal– se ha producido la intervención legislativa, pues de las 
previsiones del art. 4º de la ley 25.972 se infiere la volun-
tad del Congreso Nacional de adoptar el criterio expresado 
por el Poder Ejecutivo en el decreto 883/02. Tampoco ca-
be formular objeción alguna al precepto por la materia que 
aborda –de evidente naturaleza laboral– ya que no se trata 
de una de las prohibidas por el texto constitucional.

8º) Que, en consecuencia, corresponde evaluar en el sub 
examine la existencia de un estado de necesidad y urgen-
cia. Con ese objeto, cabe recordar que el decreto 883/02 
fue dictado en el contexto de acontecimientos políticos, 
sociales y económicos que dieron lugar a una de las crisis 
más agudas en la historia contemporánea de nuestro país, 
hecho público y notorio cuya gravedad fue reconocida por 
el Tribunal en reiterados pronunciamientos.

Tales acontecimientos condujeron a que el 6 de enero 
de 2002 el Congreso de la Nación sancionara la ley 25.561 
y declarara, en cuanto aquí importa, la emergencia pública 
en materia social. En ese marco estableció la suspensión 
por el plazo de ciento ochenta días de los despidos sin 
causa justificada, prescribiéndose que en caso de produ-
cirse los mismos en contravención a lo allí dispuesto, los 
empleadores deberían abonar a los trabajadores perjudica-
dos el doble de la indemnización que les correspondiese, 
de conformidad a la legislación laboral vigente (art. 16). 
El debate parlamentario que precedió al dictado de la ley 
de emergencia puso de manifiesto que la norma tuvo por 
objeto preservar el empleo en un contexto económico-so-
cial en extremo complejo; con esta previsión se pretendía 
afrontar la disminución en la demanda laboral que sobre-
vendría a la crisis (diputado Natale), contribuir al soste-
nimiento de las fuentes de trabajo (diputado Ubaldini), 
preservar las fuentes de labor (diputado Castellani) y plan-
tear una red de contención para los trabajadores (diputado 
Basteiro).

9º) Que el decreto 883/02 fue dictado el 27 de mayo 
de 2002, cuando ya se estimaba para el primer trimestre 
de ese año el pico más alto de desempleo y subocupación 
de la historia estadística argentina, con su consiguiente 
efecto devastador en el nivel de pobreza e indigencia de 
los argentinos. Sus considerandos –que evidencian la ur-
gencia que imperaba en el proceso de toma de decisiones 
públicas para paliar el creciente costo social de la crisis– 
explican que esta norma se inscribió en el “conjunto de 
medidas legal y reglamentariamente integradas, que ope-
ran durante este período excepcional como un mecanis-
mo regulador del llamado despido arbitrario, en el ámbito 
del sistema nacional de relaciones laborales (…) En ese 
sentido, ante decisiones de estas características adoptadas 
por los empleadores en el marco de la crisis actual, los 
trabajadores no pueden permanecer inermes, mereciendo 
adecuada protección de acuerdo al mandato contempla-
do en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional”. En 
razón de estas circunstancias, y teniendo en cuenta que 
se agravaba la situación que había obligado al legislador 
al dictado de tales medidas tuitivas por medio de la ley 
25.561, se consideró necesario extender su vigencia por 
un plazo de 180 días.

En consecuencia, aceptada la situación de grave per-
turbación económica, social y política que representaba 
el máximo peligro para el país y la imperativa necesidad 
de adoptar en ese contexto medidas orientadas a contri-
buir al sostenimiento de las fuentes de trabajo, cabe con-
cluir que existieron en el sub lite –tal como lo postuló el 
decreto impugnado– las circunstancias fácticas que el art. 
99, inc. 3º, de la Constitución Nacional describe con rigor 

de vocabulario (“Verrocchi”, Fallos: 322:1726, conside-
rando 10).

10) Que una vez acreditado el cumplimiento de los 
recaudos referidos anteriormente, este Tribunal debe fi-
nalmente evaluar la razonabilidad de las normas en los 
términos de la relación entre los medios elegidos y los 
fines perseguidos en cuanto a su idoneidad, necesidad y/o 
proporcionalidad, teniendo en cuenta que ese control de 
constitucionalidad no incluye el examen de conveniencia o 
acierto del criterio adoptado por el legislador en el ámbito 
propio de sus atribuciones (“Andrada” Fallos: 328:1416, y 
sus citas).

En ese tránsito, cabe recordar que esta Corte, en el 
precedente “Bercaitz” de Fallos 289:430, afirmó que “el 
objetivo preeminente de la Constitución, según expresa 
su preámbulo, es lograr el bienestar general, lo cual sig-
nifica decir la justicia en su más alta expresión, esto es, la 
justicia social, cuyo contenido actual consiste en ordenar 
la actividad intersubjetiva de los miembros de la comuni-
dad y los recursos con que ésta cuenta con vistas a lograr 
que todos y cada uno de sus miembros participen de los 
bienes materiales y espirituales de la civilización”. En 
función de ello, el análisis del plexo normativo aplicable 
al caso no puede prescindir de la orientación que marca 
la máxima in dubio pro iustitia socialis dado su carácter 
de principio inspirador y, por ende, guía de hermenéutica 
segura de cualquier normativa vinculada con los derechos 
y garantías laborales y sociales establecidos constitucio-
nalmente.

En el marco de esta interpretación del referido art. 14 
bis, no aparece irrazonable que el legislador, en conside-
ración de la crisis profunda y de su consiguiente impacto 
en el empleo, haya procurado, teniendo en cuenta el prin-
cipio protectorio, disuadir excepcionalmente –por tiem-
po determinado– los despidos sin causa, tornándolos –sin 
prohibirlos– más onerosos, privilegiando así un objetivo 
de contención social en las apremiantes circunstancias 
descriptas.

11) Que, por último, con respecto a los planteos vincu-
lados a la validez del art. 4º del decreto 264/02 esta Corte 
hace suyas las consideraciones realizadas por la Señora 
Procuradora Fiscal subrogante en el punto IV del dicta-
men de fs. 201/202 vta., a las cuales se remite.

Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la se-
ñora Procuradora Fiscal subrogante, se declara admisible 
el recurso extraordinario y se confirma la sentencia apela-
da. Con costas (art. 68 del Código Procesal Civil y Comer-
cial de la Nación). Notifíquese y, oportunamente, devuél-
vase. – Elena I. Highton de Nolasco. – Juan C. Maqueda.

Disidencia del señor Ministro doctor don Enri-
que Santiago Petracchi

Considerando:

1º) Que la Sala II de la Cámara Nacional de Apela-
ciones del Trabajo modificó el fallo dictado en primera 
instancia y elevó el monto de la condena monetaria que 
debía soportar la demandada, sobre la base de considerar 
constitucionales los decretos 264/02 y 883/02 del Poder 
Ejecutivo Nacional (fs. 168/176).

Contra esa sentencia la parte demandada interpuso re-
curso extraordinario (fs. 180/187), que fue bien concedido 
por el a quo con fundamento en el art. 14, inc. 3º, de la ley 
48 (fs. 194).

2º) Que en el mencionado recurso extraordinario se 
sostiene que el decreto 264/02 del P.E.N. es una norma re-
glamentaria (art. 99, inc. 2º, de la Constitución Nacional) 
que arbitrariamente desnaturaliza la norma superior que 
reglamenta (en el caso, la ley 25.561), y que, en el supues-
to del decreto 883/02, se trata de un decreto de necesidad 
y urgencia dictado en violación de la normativa constitu-
cional relativa a ese tipo de normas (art. 99, inc. 3º, de la 
Constitución Nacional).

3º) Que, para seguir un orden lógico, corresponde de-
terminar primeramente si, a la fecha del despido del ac-
tor –producido el 7 de abril de 2003 (fs. 8 vta. y 48 vta.)– 
se encontraba vigente la norma (art. 16 de la ley 25.561), 
según la cual los despidos sin causa justificada quedaban 
“suspendidos” por 180 días. Ese precepto disponía –a 
renglón seguido– que, en el caso de producirse despi-
dos de esa clase, los empleadores debían abonar a los 
trabajadores perjudicados el doble de la indemnización 

que les correspondía de acuerdo a la legislación laboral 
vigente.

El decreto de necesidad y urgencia 883/02 (del 27 de 
mayo de 2002) prorrogó esa norma por otros 180 días há-
biles “contados a partir de su vencimiento originario” 
(art. 1º) y el a quo consideró a dicho decreto “vigente al 
momento del distracto que motiva las presentes actuacio-
nes” (fs. 170). Debe señalarse que el decreto 662/03 (del 
20/3/2003) –también de necesidad y urgencia– prorrogó, 
en la línea del 883/02, la mentada duplicación indemniza-
toria hasta el 30 de junio de 2003.

4º) Que resulta indiscutible que el P.E.N. dictó el de-
creto 883/02 como decreto de necesidad y urgencia (art. 
99, inc. 3º, de la Constitución Nacional). En los conside-
randos del decreto se menciona que “persiste la situación 
que obligara al legislador al dictado de las medidas en 
examen” y se expresa “(q)ue en razón de la urgencia que 
demanda el dictado del presente, resulta imposible seguir 
el procedimiento ordinario para la formación y sanción 
de las leyes”. A continuación se indica “(q)ue la presen-
te medida se dicta en uso de las atribuciones emergentes 
del artículo 99, inciso 3º, de la CONSTITUCIÓN NACIO-
NAL”. Por fin, el decreto ordena –después de prorrogar 
el sistema instaurado por el art. 16 de la ley 25.561– dar 
“cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACIÓN, 
en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 99, inciso 
3º, de la CONSTITUCIÓN NACIONAL” (art. 2º).

5º) Que, a la luz de lo expresado en el voto del juez 
Petracchi en la causa “Verrocchi” (Fallos: 322:1726, 
1738), que se da aquí por reproducido, corresponde con-
cluir en la invalidez del decreto de necesidad y urgencia 
883/02. En efecto, como se sostuvo en aquel voto, la vía 
establecida en el art. 99, inc. 3º de la Constitución Na-
cional, exigía que el Congreso sancionara la “ley espe-
cial” que hiciera operativo el articulado, sin que corres-
pondiese discutir las bondades del criterio elegido, pues 
el Tribunal sólo debía atender a su significado y a sus 
consecuencias. Hasta que no fue sancionada la ley que 
reclamaba el art. 99, inc. 3º de la Constitución Nacional, 
no podía cumplirse con la “subetapa” legislativa prevista 
por aquélla y ello determinaba la imposibilidad de recu-
rrir a esos remedios de excepción que son los decretos de 
necesidad y urgencia.

Como se sabe, sólo en el año 2006 fue sancionada la ley 
especial que la Constitución exigía –que lleva el nº 26.122– 
razón por la cual el decreto de necesidad y urgencia 883/02 
es insanablemente nulo.

6º) Que, con relación a lo invocado por la señora Pro-
curadora Fiscal subrogante, cuando expresa que la ley 
25.972 (promulgada el 15/12/04) –y que en su art. 4º pro-
rroga la “suspensión” de despidos dispuesta por el art. 16 
de la ley 25.561– convalidaría todo lo obrado hasta enton-
ces por el Poder Ejecutivo, el argumento es inaceptable. 
En efecto, tal como se expresó en la causa “Zofracor SA c/ 
Estado Nacional” (Fallos: 325:2394, 2429, disidencia del 
juez Petracchi), cuando sobreviene una ley del Congreso 
que “ratifica” un decreto de necesidad y urgencia que –por 
las razones señaladas supra– era nulo, tal voluntad legisla-
tiva de asumir los contenidos del decreto en cuestión, sólo 
tiene una virtualidad exclusiva hacia el futuro (ex nunc). 
Esa ley es, en cambio, totalmente estéril para dar vida re-
troactivamente (ex tunc) al decreto que es nulo. Por esa 
razón, sólo a partir de la sanción de la ley “ratificadora” 
o “convalidadora” (en nuestro caso, según se alega, la ley 
25.972), regiría, de allí en más, una normativa como la que 
intentaba plasmar el decreto nulo.

7º) Que, consiguientemente, corresponde acoger el 
agravio de la demandada y, por lo tanto, declarar la in-
constitucionalidad del decreto 883/02, que, según la cáma-
ra, regía el despido del actor. Lo decidido hace innecesario 
considerar el agravio que apunta a la inconstitucionalidad 
del art. 4º del decreto 264/02, por cuanto esta norma con-
cierne a la extensión de la duplicación de la indemniza-
ción prescripta por el art. 16 de la ley 25.561, que –por lo 
decidido precedentemente– no estaba vigente al momento 
del despido de autos.

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal subrogan-
te, se declara procedente el recurso extraordinario de fs. 
180/187 y se revoca la sentencia apelada, con el alcance 
indicado precedentemente. Con costas. Vuelvan los autos 
al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se 
dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo resuelto. 
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Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. – Enrique S. 
Petracchi.

Disidencia de la señora ministra doctora doña 
Carmen M. Argibay

Autos y Vistos:

1º) La Sala II de la Cámara Nacional de Apelaciones 
del Trabajo modificó la sentencia de primera instancia y 
elevó el monto de la condena que debía soportar la empre-
sa demandada por el despido sin causa del actor, sobre la 
base de lo establecido en el art. 16 de la ley 25.561 y por 
considerar constitucionales los decretos del Poder Ejecuti-
vo Nacional 264/02 –que reglamenta la mencionada ley– y 
883/02 –que prorroga su vigencia– (fs. 168/176).

Contra dicho pronunciamiento la parte demandada in-
terpuso recurso extraordinario federal (fs. 180/187). El re-
currente alega que el art. 4º del decreto 264/02 del P.E.N., 
dictado en uso de las facultades establecidas en el art. 99, 
inc. 2º, de la Constitución Nacional, desnaturaliza la nor-
ma superior que reglamenta –art. 16 de la ley 25.561–, 
y que, el 883/02 es un decreto de necesidad y urgencia 
dictado en violación de los requisitos constitucionales que 
se exigen para ese tipo de normas (art. 99, inc. 3º, de la 
Constitución Nacional).

2º) Entiendo que el recurso extraordinario ha sido co-
rrectamente concedido en los términos del art. 14, inc. 3º, 
de la ley 48, toda vez que en el pleito se encuentra en 
debate la inteligencia de normas de carácter federal (art. 
99 de la Constitución Nacional, incs. 2º y 3º y art. 16 de 
la ley 25.561) y la decisión definitiva del superior tribunal 
de la causa es contraria al derecho que la recurrente funda 
en ellas.

3º) En primer lugar, corresponde analizar el agravio re-
ferido a la nulidad del decreto 883/02 –que el a quo con-
sideró “vigente al momento del distracto que motiva las 
presentes actuaciones”–, en tanto ello va a definir si, a 
la fecha del despido del actor –producido el 7 de abril de 
2003 (fs. 8 vta. y 48 vta.)–, se encontraba vigente el art. 16 
de la ley 25.561 (del 6 de enero de 2002). Además, porque 
de acuerdo a lo que diré a continuación, resultará innece-
sario considerar el otro agravio del recurrente que apunta a 
la invalidez del decreto 264/02.

En lo que aquí interesa, el art. 16 de la ley 25.561 esta-
bleció que, por el plazo de 180 días, quedaban suspendi-
dos los despidos sin causa justificada y que, en el supuesto 
de producirse despidos de esa clase, los empleadores de-
bían abonar a los trabajadores el doble de la indemniza-
ción que les correspondiese de acuerdo con la legislación 
laboral vigente.

Lo cierto es que, antes de que transcurriera dicho lapso, 
a través del decreto 883/02, el Poder Ejecutivo dispuso 
prorrogar la norma en cuestión por otros 180 días hábiles 
administrativos “contados a partir de su vencimiento ori-
ginario” (art. 1º)(1).

4º) No se encuentra controvertido que el Poder Ejecu-
tivo Nacional dictó el decreto 883/02 como decreto de ne-
cesidad y urgencia. En efecto, en sus considerandos se 
menciona que “persiste la situación que obligara al le-
gislador al dictado de las medidas en examen” y “que en 
razón de la urgencia que demanda el dictado del presente, 
resulta imposible seguir el procedimiento ordinario para 
la formación y sanción de las leyes”. A continuación, se 
invoca la facultad prevista en el art. 99, inc. 3º de la Cons-
titución Nacional y, finalmente, se ordena dar cuenta al 
Congreso de la Nación.

5º) En cuanto a la validez de los decretos de necesidad 
y urgencia, resulta oportuno reiterar las consideraciones 
expresadas en mi voto correspondiente a la sentencia dic-
tada el 19 de mayo de 2010, en la causa “Consumidores 
Argentinos” (Fallos: 333:633).

En tal sentido, cabe recordar que los constituyentes de 
1994 tomaron la decisión de, por una parte, hacer expre-
so el principio general contrario al ejercicio de facultades 

(1) En esta misma línea, se dictaron los decretos de necesidad y 
urgencia nº 662/03; 256/03; 1351/03; 369/04 y 823/04 que prorrogaron, 
sucesivamente, la mentada duplicación indemnizatoria hasta el 31 de 
diciembre de 2004. En fecha 15 de diciembre de 2004, fue promulgada 
la ley nº 25.972, cuyo art. 4º, dispone que “Prorrógase la suspensión de 
los despidos sin causa justificada dispuesta por el artículo 16 de la Ley 
Nº 25.561 y sus modificatorias, hasta que la tasa de desocupación ela-
borada por el Instituto Nacional de Estadística y Censo (INDEC) resulte 
inferior al diez por ciento 10%...”, etcétera.

legislativas por el Presidente como una práctica normal 
y, por la otra, de introducir mayores precisiones sobre las 
condiciones excepcionales en que ello sí puede tener lu-
gar. La definición de la regla general y de los casos ex-
cepcionales en el mismo texto constitucional, así como el 
procedimiento que finalmente se adoptó para asegurar el 
adecuado funcionamiento de ambos, es el correlato de dos 
objetivos básicos que rigieron la deliberación constituyen-
te: la atenuación del presidencialismo y la mayor eficacia 
en el funcionamiento del gobierno federal (conf. Fallos: 
331:2406, considerando 9º).

Hasta aquel entonces, la Constitución Nacional no 
contenía una prohibición expresa contra el uso de facul-
tades legislativas por parte del Poder Ejecutivo Nacio-
nal y tales atribuciones, bajo ciertas condiciones, fueron 
admitidas por esta Corte en el conocido caso “Peralta” 
(Fallos: 313:1513). Sin embargo, la Convención Refor-
madora que modificó la Constitución Nacional decidió 
dejar plasmado en su texto un criterio opuesto al seguido 
en “Peralta”.

Como ya lo he expresado al expedirme en el precedente 
“Massa” (Fallos: 329:5917), el art. 99, inc. 3º, segundo 
párrafo, de la Constitución Nacional, establece la siguien-
te prohibición general: “El Poder Ejecutivo no podrá en 
ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, 
emitir disposiciones de carácter legislativo”. El Presidente, 
por ser el funcionario que desempeña el Poder Ejecutivo 
(art. 87 de la Constitución Nacional) está especialmente 
alcanzado por esta prohibición.

Por lo tanto, cualquier disposición de carácter legisla-
tivo emitida por el Poder Ejecutivo debe reputarse prima 
facie inconstitucional, presunción ésta que sólo puede ser 
abatida por quien demuestre que se han reunido las con-
diciones para aplicar la única excepción admitida en la 
Constitución a la prohibición general antes sentada, a sa-
ber, la descripta en los dos párrafos siguientes del art. 99, 
inc. 3º:

“Solamente cuando circunstancias excepcionales hicie-
ran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por 
esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate 
de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral 
o el régimen de los partidos políticos, podrá dictar de-
cretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán 
decididos en acuerdo general de ministros que deberán 
refrendarlos, conjuntamente con el jefe de gabinete de mi-
nistros”.

“El jefe de gabinete de ministros personalmente y den-
tro de los diez días someterá la medida a consideración 
de la Comisión Bicameral Permanente, cuya composición 
deberá respetar la proporción de las representaciones polí-
ticas de cada Cámara. Esta comisión elevará su despacho 
en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para 
su expreso tratamiento, el que de inmediato considerarán 
las Cámaras. Una ley especial sancionada con la mayoría 
absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara 
regulará el trámite y los alcances de la intervención del 
Congreso”.

6º) De acuerdo con lo dicho en el considerando 4º, está 
fuera de toda controversia que el decreto 883/02 se trata 
de una disposición de carácter legislativo, lo cual por otro 
lado es patente si se tiene en cuenta que alteró la normal 
aplicación de las reglas establecidas por la Ley de Con-
trato de Trabajo para la cesación del vínculo laboral por 
despido injustificado.

Ahora bien, en el presente caso y luego del dictado del 
decreto 883/02 no tuvo lugar nada similar al procedimien-
to legislativo previsto en el tercer y cuarto párrafos del art. 
99, inc. 3 de la Constitución Nacional y, por lo tanto, no 
hubo pronunciamiento oportuno por parte de las Cámaras 
del Congreso.

Respecto a esto último, no se me escapa que por la 
época del decreto 883/02, el Congreso no había dictado 
ninguna disposición organizando el funcionamiento de la 
Comisión Bicameral mencionada en el art. 99, inc. 3º de 
la Constitución, situación que se mantuvo hasta que en el 
año 2006 entró en vigencia la ley 26.122. Tengo también 
presente la opinión según la cual esta demora del Congre-
so habría habilitado al Presidente para dictar decretos de 
necesidad y urgencia sin seguir el procedimiento consti-
tucional, pues lo contrario implicaría acordar a uno de los 
poderes (el Legislativo) la posibilidad de bloquear indefi-
nidamente el ejercicio de una atribución que es propia de 
otro poder (el Ejecutivo). (Fallos: 320:2851 “Rodríguez”, 

considerando 13 y Fallos: 322:1726, “Verrocchi”, disiden-
cia de los jueces Nazareno, Moliné O’Connor y López, 
especialmente considerandos 8º y 9º).

Dada la aceptación que ha ganado este argumento, diré 
brevemente por qué creo que no es plausible.

Ante la ausencia de la ley reglamentaria mencionada 
en el art. 99, inc. 3º, de la Constitución, dos estándares 
distintos pueden adoptarse como base para juzgar sobre 
la validez de las disposiciones legislativas dictadas por el 
Presidente, conocidas como “decretos de necesidad y ur-
gencia”, a saber, o bien uno que parte de la presunción de 
constitucionalidad o, por el contrario, otro que presume su 
inconstitucionalidad. El primero se apoya en el supuesto 
cumplimiento de la norma excepcional permisiva (art. 99, 
inc. 3º, párrafos tercero y cuarto), mientras que el segundo 
se apoya en el desconocimiento del principio general pro-
hibitivo (art. 99, inc. 3º, párrafo segundo). Ambas posicio-
nes tienen sus implicancias: la primera, que el Congreso, 
mediante una demora indefinida en dictar la ley reglamen-
taria, tendría la posibilidad de transformar la excepción 
en regla y, de ese modo, acordar al Presidente una ampli-
tud de atribuciones que la Constitución quiso negarle; la 
segunda, que, mediante esa misma demora, el Congreso 
logre la cancelación o restricción máxima de las atribucio-
nes excepcionales acordadas al Presidente.

Como puede apreciarse, no hay opciones libres de im-
plicancias y es en ese contexto que me inclino por tomar 
como punto de partida el sistema constitucional tal como 
fue creado: si el ejercicio de la función legislativa por el 
Presidente está condicionado al cumplimiento del procedi-
miento previsto en el art. 99, inc. 3º, tercer y cuarto párra-
fo de la Constitución, y no se ha probado en el caso que 
dicha condición se haya cumplido, entonces las disposi-
ciones legislativas dictadas por el Presidente no consiguen 
superar la pena establecida por la misma Constitución, es-
to es, su nulidad absoluta e insanable.

Esta es la decisión que entiendo más acorde con los 
propósitos que inspiraron la acción de la Convención Na-
cional Constituyente de 1994. Por otra parte, una demora 
legislativa no era del todo imprevisible para el constitu-
yente, si se tiene en cuenta que no fijó plazo alguno para 
la sanción de la ley reglamentaria –como sí lo hizo en 
otros temas– y la sometió a una mayoría calificada que 
es, obviamente, más difícil de alcanzar. No puede decirse 
lo mismo de la interpretación con la cual discrepo, que 
desemboca en una continuidad sin mayores cambios del 
estado de cosas reinante hasta 1994, como si nunca hu-
biese habido una Convención Constituyente que sancionó 
normas constitucionales con el fin de atenuar el presiden-
cialismo; atenuación que sólo puede ser entendida en rela-
ción a la situación anterior.

Finalmente, debe apuntarse que, según mi opinión, el 
argumento propuesto por la señora Procuradora Fiscal su-
brogante no consigue revertir la referida presunción de in-
constitucionalidad, en la medida que atribuye a una hipo-
tética ratificación implícita, contenida en una ley dictada 
más de dos años después (ley 25.972, del 15 de diciembre 
de 2004), el mismo efecto que el art. 99, inc. 3º, de la 
Constitución Nacional otorga al tratamiento expreso e “in-
mediato” por ambas salas del Congreso. La mencionada 
ley prorroga la suspensión de los despidos, pero nada dice 
sobre lo actuado con anterioridad por el Poder Ejecutivo. 
Debe recordarse que el criterio seguido por la Constitu-
ción al crear el procedimiento de revisión de los decretos 
de necesidad y urgencia, pretende mucho más que la sola 
aprobación o rechazo por el Congreso (Fallos: 329:5913, 
5937, voto de la jueza Argibay).

En consecuencia, no habiéndose cumplido con el me-
canismo constitucional propio de la excepción, el decreto 
883/02 debe reputarse dictado en transgresión al principio 
general establecido en el art. 99, inc. 3º, segundo párrafo, 
de la Constitución Nacional.

7º) Por todo lo expuesto, corresponde hacer lugar al 
agravio de la demandada y declarar que el decreto 883/02, 
que regía –según la Alzada– el despido del actor, es abso-
luta e insanablemente nulo en los términos del art. 99, inc. 
3º, segundo párrafo, de la Constitución Nacional. Lo deci-
dido hace innecesario considerar el agravio que apunta a 
la invalidez del art. 4º del decreto 264/02, por cuanto esta 
norma concierne a la extensión de la duplicación de la in-
demnización prescripta por el art. 16 de la ley 25.561, que, 
por lo dicho, no estaba vigente al momento del despido de 
autos.
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Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal subrogan-
te, se declara procedente el recurso extraordinario de fs. 
180/187 y se revoca la sentencia apelada, con el alcance 
indicado precedentemente. Con costas. Vuelvan los autos 
al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se 
dicte un nuevo pronunciamiento con arreglo a lo resuelto. 
Notifíquese y, oportunamente, devuélvase. – Carmen M. 
Argibay.

Servicios Públicos: 
Servicio de gas natural: cargos específicos pa-
ra la realización de obras de infraestructura; 
resoluciones 2008/06 del Ministerio de Pla-
nificación Federal, Inversión Pública y Servi-
cios y 3689/07 del Ente Nacional Regulador 
del Gas; validez; audiencia pública; convo-
catoria; ausencia de necesidad; ley 24.076; 
precedente “Establecimiento Liniers S.A.” de 
la CS; remisión.

	 1	– Las resoluciones 2008/06 del Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios y 3689/07 del Ente 
Nacional Regulador del Gas, en cuanto definen los cargos 
específicos para solventar las obras de ampliación de la in-
fraestructura energética sin que sea imperativo convocar a 
audiencia pública con anterioridad a su dictado, no pueden 
ser tildadas de arbitrarias, pues no se configura nítidamen-
te ninguna de las circunstancias reguladas en la ley 24.076 
que requiera la obligatoriedad de la convocatoria a dicha 
audiencia. En efecto, esta última se encuentra prevista en 
la norma señalada para aquellos casos que, de algún mo-
do, provocan una modificación en la remuneración de los 
concesionarios de los servicios; situación diferente del caso 
sub examine, en el cual –como dijo la Corte Suprema en 
la causa “Establecimiento Liniers”– los cargos específicos, 
aun cuando tienen naturaleza tarifaria, no remuneran a los 
transportistas y distribuidores, sino que están destinados a 
obras de infraestructura no contempladas en los contratos 
respectivos.

	 2	– Con relación a la naturaleza jurídica de los cargos especí-
ficos para la realización de obras de infraestructura energé-
tica y a la constitucionalidad de la ley 26.095, corresponde 
remitirse a lo resuelto por el Tribunal el 11 de junio de 2013, 
en la causa “Establecimiento Liniers S.A. c. EN - ley 26.095 - 
Ministerio de Planificación - resol. 2008/06 y otros s/amparo 
ley 16.986”.

	 3	– Sobre la base de efectuar una interpretación armónica e 
integrativa de las normas en juego, y toda vez que el decreto 
1216/06, reglamentario de la ley 26.095, en su art. 4º, esta-
blece un reenvío a “las normas aplicables a cada segmento 
de la industria alcanzado por la ley 26.095”, cabe concluir 
que las resoluciones 2008/06 del Ministerio de Planificación 
Federal, Inversión Pública y Servicios y 3689/07 del Ente 
Nacional Regulador del Gas –en cuanto definen los cargos 
específicos para solventar las obras de ampliación de la in-
fraestructura energética, sin que sea imperativo convocar a 
audiencia pública con anterioridad a su dictado– no apa-
recen como manifiestamente ilegales o arbitrarias, ya que 
las industrias afectadas por la creación de los cargos espe-
cíficos son aquellas cuyos marcos regulatorios fueron apro-
bados por las leyes 24.065, 24.076 y 26.020, de los que no 
surge la obligatoriedad de realizar audiencias públicas con 
carácter previo al establecimiento de aquellos (del dictamen 
de la Procuradora Fiscal que la Corte comparte y hace 
suyo). R.C.

895 – CS, julio 15-2014. – S., D. c. EN - ley 26.095 - Mº de Planifica-
ción - resol. 2008/06 y otro s/amparo ley 16.986 (S. 537.XLV).

Dictamen de la Procuradora Fiscal ante la 
Corte: I. A fs. 192/198 la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Contencioso Administrativo Federal (Sala 
I), por mayoría, confirmó parcialmente lo decidido por 
la jueza de primera instancia que hizo lugar al amparo 
entablado por D. S. contra el Estado Nacional en lo que 
se refiere a la invalidez de las resoluciones 2008/06 del 
Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública 
y Servicios y 3689/07 del Ente Nacional Regulador del 

Gas (ENARGAS) por haber sido dictadas omitiendo la 
convocatoria a la audiencia pública prevista en el decreto 
1216/06.

Para así resolver, el juez Pedro Coviello –quien con-
formó la mayoría–, remitió al voto que había emitido en 
adhesión al del doctor Buján en las sentencias del 8 de 
agosto de 2008 dictadas por la Sala I de la misma Cámara 
en las causas “INTA S.A.” y “Establecimiento Liniers”, 
donde ambos consideraron admisibles las acciones de am-
paro planteadas vía idónea para demandar y sostuvieron 
que los cargos específicos creados por la ley 26.095 cons-
tituían un componente de la tarifa y, por lo tanto, carecían 
de naturaleza tributaria

Aquel magistrado señaló, sin embargo, que, a diferen-
cia de esos casos, en la presente causa existía la particula-
ridad del cuestionamiento puntual a la falta de audiencia 
pública –prevista en el decreto 1216/06– que había efec-
tuado el actor en el escrito de inicio y en las contesta-
ciones de agravios a los recursos de apelación del Ente 
Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) y del Estado 
Nacional.

Con relación a tal planteo, puntualizó que el Poder Eje-
cutivo Nacional se autolimitó en el ejercicio de sus potes-
tades, al instruir al Ministerio de Planificación Federal, In-
versión Pública y Servicios para que, por intermedio de la 
Secretaría de Energía o de los Entes Reguladores, convo-
cara a una audiencia pública con el objeto de fijar el valor 
de los cargos específicos cuando las normas aplicables a 
cada segmento de la industria alcanzado por dicha ley así 
lo requiriese (art. 5º del decreto 1216/06 –reglamentario 
de la ley 26.095–). Por ese motivo, entendió lógico que el 
Poder Ejecutivo se desligara de tal autolimitación dictando 
otra norma que la derogara.

Puso de relieve, además, que aun cuando el art. 42 de 
la Constitución Nacional no instituyó, en rigor, el proce-
dimiento de la audiencia pública –sino la necesidad de 
una modalidad de participación que podría reclamarse a 
las autoridades, fuera o no de esa manera–, si la norma 
infraconstitucional estatuye una forma de participación 
ciudadana especificada como tal, resulta imperativo suje-
tarse a ella.

En ese sentido, consideró que era manifiesto que el Po-
der Ejecutivo había optado, en el marco del ejercicio de 
una potestad propia, por disponer que se realizara dicha 
audiencia, la que se justificaba, según los considerandos 
del decreto 1216/06, en la necesidad de incrementar el ni-
vel de protección de los usuarios y, en concordancia con lo 
previsto en la ley 25.152, para promover la participación 
ciudadana.

Por ello, sostuvo que, al constituir la audiencia pública 
uno de los procedimientos esenciales y sustanciales pre-
vistos en el ordenamiento jurídico (art. 7º, inc. f, de la ley 
19.549), no era posible que un órgano subordinado al Po-
der Ejecutivo dejara de observar la orden expresa de apli-
car una forma predeterminada antes de establecer el valor 
de los cargos fijos, motivo por el cual declaró, por haberse 
violado el procedimiento esencial imperativamente previs-
to en la norma reglamentaria, la nulidad de las resolucio-
nes MPFIPyS 2008/06 y ENARGAS 3689/07 (art. 14, inc. 
b, de la ley 19.549).

El doctor Jorge Morán, por el contrario, estimó –remi-
tiendo al fallo que había dictado en una cuestión análoga a 
la presente– que correspondía revocar la sentencia apelada 
y desestimar la acción de amparo deducida por resultar 
improcedente dicha vía.

Por su parte, el doctor Galli, en lo pertinente, dijo que 
el recaudo previsto en el art. 5º del decreto 1216/06 de 
convocar a una audiencia pública resultaba insoslayable y 
esencial para la validez de la tarifa en cuestión.

Ello es así –argumentó–, toda vez que la celebración 
de la audiencia pública no sólo importa una garantía de 
razonabilidad para el usuario y un instrumento idóneo pa-
ra la defensa de sus derechos, al igual que un mecanismo 
de formación de consenso de la opinión pública, garantía 
de transparencia de los procedimientos y un elemento de 
democratización del poder, sino también una vía con la 
que pueden contar los usuarios para ejercer su derecho de 
participación en los términos previstos en el art. 43 de la 
Constitución Nacional.

II. Contra tal pronunciamiento, el Estado Nacional - 
Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y 
Servicios y el ENARGAS dedujeron los recursos extraor-
dinarios de fs. 203/222 y 224/265, los que fueron concedi-

dos a fs. 292 por debatirse acerca de la validez y alcance 
de disposiciones federales, en tanto fue denegado el recur-
so del Estado Nacional por la causal de arbitrariedad sin 
que este último dedujera la pertinente queja.

El Estado Nacional - Ministerio de Planificación Fede-
ral, Inversión Pública y Servicios en su recurso extraordi-
nario de fs. 203/222 alegó que: (i) la sentencia es arbitra-
ria por estar indebidamente fundada y ser autocontradic-
toria; (ii) la materia debatida trasciende el interés público, 
toda vez que lo resuelto afecta a toda la comunidad al pro-
piciar el desfinanciamiento de una obra de infraestructura 
energética cuya ejecución es necesaria para el desarrollo 
de la actividad industrial; (iii) la cuestión planteada no 
es de aquellas que requieran el cumplimiento de audien-
cia pública; (iv) la convocatoria resulta innecesaria dado 
que el legislador fijó especialmente que el valor de los 
cargos debe ser ponderado de acuerdo con la magnitud 
de la inversión que demanda la obra; (v) la ley 24.076 no 
es aplicable por cuanto el régimen de cargos específicos 
constituye un sistema autónomo que se rige por su propia 
normativa; (vi) la ley 26.095 no ha fijado la obligación de 
la audiencia pública como presupuesto para la aplicación 
del cargo y el art. 5º del decreto 1216/06, aun cuando 
alude a la convocatoria de una audiencia pública en aque-
llos casos en que las normas aplicables a cada segmento 
de la industria alcanzado por aquella ley así lo requiera 
no varía la solución, pues en la ley 24.076 la audiencia 
pública no es una etapa obligada como regla general para 
todas las cuestiones donde interviene el ENARGAS sino 
que, por el contrario, tiene carácter excepcional y por di-
cha razón, salvo los casos taxativamente previstos, en los 
demás supuestos la decisión de convocarla depende de un 
juicio de oportunidad, mérito y conveniencia que concier-
ne al ente regulador, y (vii) la audiencia pública es uno 
de los cauces posibles para el ejercicio de los derechos 
previstos en el art. 42 de la Constitución Nacional y ante 
la ausencia de norma que exija la convocatoria ésta no es 
obligatoria.

Por su parte, el ENARGAS, en el recurso extraordi-
nario de fs. 224/265 sostuvo que: (i) en la sentencia se 
declara la invalidez de las resoluciones del MPFIPyS 
2008/06 y del ENARGAS 3689/07 sin efectuar un aná-
lisis completo, profundo y abarcador de todos los temas 
que fueron objeto del recurso planteado contra la deci-
sión de primera instancia; (ii) en los distintos votos del 
pronunciamiento se esgrimen argumentos contradictorios 
aunque forzadamente ajustados entre sí para poder con-
formar la mayoría necesaria a los efectos de la sentencia 
definitiva; (iii) como consecuencia de dicha resolución 
se pone en riesgo el financiamiento y la continuidad de 
las obras de ampliación de capacidad de transporte, de 
la cual se beneficia toda la población y se frustra el de-
sarrollo del plan energético a nivel nacional y (iv) los 
magistrados se han colocado por encima de los poderes 
Legislativo y Ejecutivo al imposibilitarles a estos últimos 
la misión de impedir que el país se aproxime a una crisis 
energética.

III. Ante todo, estimo que los recursos interpuestos son 
formalmente admisibles, toda vez que se halla en tela de 
juicio la inteligencia de normas federales y la decisión de-
finitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a 
la pretensión que los recurrentes fundaron en ellas (art. 14, 
inc. 3º, ley 48).

Es preciso resaltar que, en ese sentido, al encontrarse en 
discusión el alcance que cabe asignar a normas de derecho 
federal, la Corte no se encuentra limitada en su decisión 
por los argumentos de las partes o de la cámara, sino que 
le incumbe realizar una declaración sobre el punto dispu-
tado (Fallos: 311:2553; 314:529; 316:27; 321:861, entre 
muchos otros), circunstancia que impone examinar la in-
terpretación que realizó el juzgador de las normas aplica-
bles al litigio.

IV. De modo preliminar, corresponde destacar que es-
ta Procuración se pronunció sobre la naturaleza jurídica 
de los cargos específicos y la constitucionalidad de la ley 
26.095 en el dictamen de fecha 4 de agosto de este año en 
la causa E.280.XLIV, “Establecimiento Liniers S.A. c/ Es-
tado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación 
- Resol. 2008/06 y otros s/ amparo ley 16.986”, a cuyos 
fundamentos y conclusiones, en lo que fueren aplicables a 
este caso, cabe remitir por razón de brevedad.

Sentado lo expuesto corresponde examinar, a la luz 
de los agravios esgrimidos en los recursos planteados, si 
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la sentencia recurrida se ajusta a derecho en cuanto hace 
lugar a la pretensión del actor que cuestiona la legitimi-
dad de las resoluciones MPFIPyS 2008/06 y ENARGAS 
3689/07, sobre la base de resultar lesiva al principio del 
debido proceso, la omisión de convocar la audiencia pú-
blica –en los términos en que lo prevé el decreto 1216/06– 
como paso previo a fijar los cargos específicos.

Corresponde tener presente que el amparo es un pro-
ceso excepcional, como lo ha declarado reiteradamente 
el Tribunal en conocidos precedentes, entre los que cabe 
mencionar, entre muchos otros, el de Fallos: 306:1253 y 
sus numerosas citas. Se dijo allí –doctrina que no ha sido 
modificada por la reforma constitucional de 1994– que si 
el acto u omisión se sustentan en una norma general –ley, 
decreto, ordenanza, etc.– no exhibe, como regla, arbitra-
riedad o ilegalidad notorias.

En mi opinión se configura en esta causa el supuesto al 
que se ha aludido en último término, desde que las reso-
luciones 2008/06 del Ministerio de Planificación Federal, 
Inversión Pública y Servicios –que aprobó lo actuado por 
la Secretaría de Energía y el Ente Nacional Regulador del 
Gas (ENARGAS) en relación a los cargos específicos es-
tablecidos en la ley 26.095 destinados a repagar las obras 
de ampliación de la capacidad de transporte de gas natural 
2006-2008– y 3689/07 del ENARGAS –que establece los 
cargos específicos definitivos de conformidad con la reso-
lución anterior– se sustentan en las disposiciones de la ley 
26.095.

En efecto, el Poder Ejecutivo, por el decreto 1216/06, 
reglamentario de la ley 26.095, dispuso, a los fines del art. 
4º de este ordenamiento legal, que el Ministerio de Planifi-
cación Federal, Inversión Pública y Servicios, con la asis-
tencia técnica de la Secretaría de Energía y de los respecti-
vos Entes Reguladores, fijaría el valor y el correspondiente 
ajuste de los cargos con afectación específica al desarrollo 
de los proyectos de infraestructura a fin de atender el re-
pago de las inversiones y cualquier otra erogación que se 
devengue con motivo de la ejecución de las aludidas obras 
(art. 4º) y para tal efecto instruyó a dicho Ministerio con 
el fin de que, por intermedio de la Secretaría de Energía o 
de los Entes Reguladores en aquellos casos que las normas 
aplicables a cada segmento de la industria alcanzado por 
la ley 26.095 así lo requiriese, convocara a una audiencia 
pública, la que debía celebrarse previamente a la fijación 
del valor de los cargos específicos conforme a lo dispuesto 
en el artículo anterior (art. 5º).

De tal modo, y sobre la base de efectuar una interpre-
tación armónica e integrativa de las normas en juego, y 
toda vez que el decreto citado, en su art. 4º, establece un 
reenvío a “las normas aplicables a cada segmento de la 
industria alcanzado por la ley 26.095”, las resoluciones 
impugnadas no aparecen como manifiestamente ilegales 
o arbitrarias, ya que las industrias afectadas por la crea-
ción de los cargos específicos son aquellas cuyos mar-
cos regulatorios fueron aprobados por las leyes 24.065, 
24.076 y 26.020, de los que no surge la obligatoriedad de 
realizar audiencias públicas con carácter previo al esta-
blecimiento de aquéllos. En efecto, la primera, en lo que 
hace a tarifas (que es en lo que en el caso nos interesa), 
sólo requiere la celebración de aquélla en los supuestos 
de los arts. 46 y 48, que la exigen cuando los transportis-
tas y distribuidores soliciten al ENRE las modificaciones 
tarifarias que consideren necesarias, si su pedido se basa 
en circunstancias objetivas y justificadas, y cuando, como 
consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por 
denuncia de particulares, el ente considere que existen 
motivos razonables para alegar que la tarifa de un trans-
portista o distribuidor es injusta, irrazonable, indebida-
mente discriminatoria o preferencial. La ley 24.076, por 
su parte, en términos similares, la impone en sus arts. 46, 
cuando los transportistas, distribuidores y consumidores 
soliciten al ENARGAS las modificaciones de tarifas, car-
gos, precios máximos, clasificaciones o servicios estable-
cidos de acuerdo con los términos de la habilitación que 
consideren necesarios si su pedido se basa en circunstan-
cias objetivas y justificadas, y 47, en los casos en que el 
mismo ente considere, como consecuencia de procedi-
mientos iniciados de oficio o denuncias de particulares, 
que existen motivos para considerar que una tarifa, car-
go, clasificación o servicio de un transportista o distri-
buidor es inadecuado, indebidamente discriminatorio o 
preferencial. La tercera ley no hace referencia alguna a 
audiencias públicas. De la lectura de todas estas dispo-
siciones se advierte que no se configura ninguna de las 

circunstancias claramente reguladas en las leyes para que 
se requiera la obligatoriedad de la audiencia. En efecto, 
esta última se encuentra prevista en las normas señaladas 
para aquellos casos en los que, de algún modo, implican 
una modificación en la remuneración de los concesiona-
rios de los servicios, situación completamente diferente 
al caso sub examine en el cual –como se dijo en el dicta-
men de la causa “Establecimientos Liniers” indicado– los 
cargos específicos aun cuando tienen naturaleza tarifaria 
no remuneran la prestación del servicio sino que están 
destinados a obras de infraestructura no contemplados en 
los contratos respectivos. Por lo demás, el art. 4º de la ley 
26.095 dispuso que el valor de los cargos específicos debe 
ponderarse de acuerdo a la magnitud de la inversión que 
demanda la obra y estableció, a los fines de fiscalizar tales 
inversiones, un mecanismo de control legislativo, median-
te la presentación ante ambas Cámaras del Congreso de 
un informe trimestral (art. 8º).

Procede señalar, finalmente, que no corresponde al Po-
der Judicial pronunciarse sobre las razones de oportuni-
dad, mérito o conveniencia tenidas en cuenta por otros 
poderes del Estado para adoptar las decisiones que les 
son propias (por ejemplo, decidir discrecionalmente si 
utilizan el procedimiento de audiencia pública en casos 
en los que no existe norma legal que la requiera). Las 
resoluciones impugnadas, en cuanto definen los cargos 
específicos para solventar las obras de ampliación de in-
fraestructura energética sin que sea imperativo convocar a 
audiencia pública con anterioridad a su establecimiento, 
y mantienen el sistema de control de las Cámaras del 
Congreso de la Nación sobre la conformación y aplica-
ción de aquéllos, no pueden ser tildadas de manifiesta-
mente ilegítimas y arbitrarias, en los términos que exige 
la Constitución Nacional y la ley 16.986 para la proce-
dencia del amparo.

Por lo hasta aquí expuesto, opino que corresponde ha-
cer lugar a los recursos extraordinarios y revocar la sen-
tencia apelada. Buenos Aires, 26 de noviembre de 2010. 
– Laura M. Monti.

Buenos Aires, 15 de julio de 2014

Vistos los autos: “S., D. c/ EN - ley 26.095 - Mº de Pla-
nificación - resol. 2008/06 y otro s/amparo ley 16.986”.

Considerando:

1º) Que la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Contencioso Administrativo Federal confirmó la sen-
tencia de primera instancia sólo en cuanto había declara-
do la invalidez de las resoluciones 2008/06 del Ministerio 
de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios y 
3689/07 del Ente Nacional Regulador del Gas, por haber 
sido dictadas sin que se hubiera convocado a la audiencia 
pública prevista en el decreto 1216/06.

2º) Que contra dicha sentencia el Estado Nacional y 
el Ente Nacional Regulador del Gas interpusieron los 
recursos extraordinarios de fs. 205/222 vta. y 228/265 
respectivamente, que fueron bien concedidos por el a 
quo en cuanto en ellos se ha puesto en tela de juicio la 
validez y el alcance de disposiciones de índole federal. 
Cabe señalar que el recurso del Estado Nacional fue de-
negado parcialmente, en tanto se tachaba de arbitraria a 
la sentencia, sin que se hubiera interpuesto queja por tal 
motivo.

3º) Que con relación a la naturaleza jurídica de los car-
gos específicos y a la constitucionalidad de la ley 26.095, 
corresponde remitirse a lo resuelto por el Tribunal, el 11 
de junio de 2013, en la causa E.280.XLIV “Estableci-
miento Liniers S.A. c/ EN - ley 26.095 - Ministerio de 
Planificación - resol. 2008/06 y otros s/amparo ley 
16.986”.

4º) Que, en cuanto al agravio referente a la falta de con-
vocatoria a una audiencia pública, cabe destacar que el 
decreto 1216/06, reglamentario de la ley 26.095, dispuso 
que el Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pú-
blica y Servicios –con la asistencia técnica de la Secretaría 
de Energía y de los respectivos Entes Reguladores– fijaría 
el valor y el correspondiente ajuste de los cargos con afec-
tación específica al desarrollo de los proyectos de infra-
estructura, a fin de atender al repago de las inversiones y 
cualquier otra erogación que se devengara con motivo de 
la ejecución de las aludidas obras (art. 4º). A tales efectos, 
instruyó a dicho Ministerio para que, por intermedio de la 

Secretaría de Energía o de los Entes Reguladores, en aque-
llos casos en que las normas aplicables a cada segmento 
de la industria alcanzado por la ley 26.095 así lo requi-
riesen, convocara a una audiencia pública, la cual debía 
celebrarse previamente a la fijación del valor de los cargos 
específicos (art. 5º).

5º) Que, por su parte y en lo que al caso interesa, la 
ley 24.076 impone la obligación de realizar una audiencia 
pública cuando los transportistas, distribuidores y consu-
midores soliciten al ENARGAS las modificaciones de ta-
rifas, cargos, precios máximos, clasificaciones o servicios 
establecidos de acuerdo con los términos de la habilita-
ción, que consideren necesarias (art. 46), y en los casos 
en que el ente considere, como consecuencia de procedi-
mientos iniciados de oficio o denuncias particulares, que 
existen motivos para considerar que una tarifa, cargo, cla-
sificación o servicio de un transportista o distribuidor es 
inadecuado, indebidamente discriminatorio o preferencial 
(art. 47).

6º) Que de lo expuesto se advierte que no se configu-
ra nítidamente ninguna de las circunstancias reguladas en 
la ley 24.076 que requiera la obligatoriedad de la convo-
catoria a la audiencia pública. En efecto, esta última se 
encuentra prevista en la norma señalada para aquellos ca-
sos que, de algún modo, provocan una modificación en 
la remuneración de los concesionarios de los servicios; 
situación diferente al caso sub examine en el cual –como 
se dijo en la causa “Establecimiento Liniers”–, los cargos 
específicos, aun cuando tienen naturaleza tarifaria, no re-
muneran a los transportistas y distribuidores sino que es-
tán destinados a obras de infraestructura no contempladas 
en los contratos respectivos.

7º) Que, en consecuencia, las resoluciones impugna-
das, en cuanto definen los cargos específicos para solven-
tar las obras de ampliación de la infraestructura energéti-
ca, sin que sea imperativo convocar a audiencia pública 
con anterioridad a su dictado, no pueden ser tildadas de 
arbitrarias.

Por ello, y de conformidad con lo dictaminado por la 
señora Procuradora Fiscal, se declaran procedentes los re-
cursos extraordinarios y se revoca la sentencia apelada. 
Con costas por su orden. Notifíquese y remítase. – Ricar-
do L. Lorenzetti. – Elena I. Highton de Nolasco. – Carlos 
S. Fayt. – Enrique S. Petracchi.

Recurso Extraordinario:
Procedencia: sentencia arbitraria; afirmacio-
nes dogmáticas; Dirección Nacional de Co-
mercio Interior; imposición de multa; despro-
porción del monto; empresa prestataria de 
servicios de televisión por cable; infracción a 
la obligación impuesta en el art. 21 de la ley 
22.802.

Corresponde declarar procedente el recurso extraordina-
rio y dejar sin efecto la sentencia de Cámara que confirmó la 
disposición 697/10 dictada por el Director Nacional de Co-
mercio Interior, que impuso a una empresa prestataria de ser-
vicios de televisión por cable una multa por no haber presen-
tado toda la información que oportunamente se le requirió, 
infringiendo así la obligación impuesta en el art. 21 de la ley 
22.802, pues resultan procedentes tanto el agravio relativo a 
la desproporción del monto de la multa como las objeciones 
acerca de la vinculación entre el requerimiento de informa-
ción y la conducta violatoria de la ley 22.802 imputada. Ello 
es así, pues el tribunal de alzada no ha dado adecuado trata-
miento a estos planteos de acuerdo con las constancias de la 
causa y la normativa aplicable, de forma tal que la decisión 
se basa en afirmaciones dogmáticas que ostentan solo un fun-
damento aparente, al ser pasible de la tacha de arbitrariedad 
en tanto media relación directa e inmediata entre lo decidido 
y las garantías constitucionales que la recurrente dice vulne-
radas (art. 15, ley 48). M.A.R.

896 – CS, febrero 19-2015. – Cablevisión S.A. c. DNCI - disp. 697/10 
s/queja (CSJ 512/2012 [48-C]-R.H.).

Buenos Aires, 19 de febrero de 2015
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Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la 
actora en la causa Cablevisión S.A. c/ DNCI - disp. 697/10 
s/ queja”, para decidir sobre su procedencia.

Considerando:

1º) Que la Sala III de la Cámara Nacional de Apela-
ciones en lo Contencioso Administrativo Federal confir-
mó la disposición 697/10 dictada por el Director Nacional 
de Comercio Interior, que impuso a Cablevisión S.A. una 
multa de $ 500.000 por no haber presentado toda la infor-
mación que oportunamente se le requirió, infringiendo así 
la obligación impuesta en el artículo 21 de la ley 22.802. 
Contra esta sentencia, la sancionada interpuso el recurso 
extraordinario cuya denegación origina la presente queja.

2º) Que los agravios del apelante relacionados con la 
intimación en los términos del artículo 14, inciso c, de la 
ley 22.802, remiten a elementos de hecho, prueba y dere-
cho procesal, propios de los jueces de la causa y, ajenos, a 
la instancia de excepción (artículo 280 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación).

Por el contrario, resultan procedentes tanto el agravio 
relativo a la desproporción del monto de la multa, como 
las objeciones acerca de la vinculación entre el requeri-
miento de información y la conducta violatoria de la ley 
22.802 imputada. Ello es así, pues el tribunal de alzada no 
ha dado adecuado tratamiento a estos planteos de acuerdo 
con las constancias de la causa y la normativa aplicable, 
de forma tal que la decisión se basa en afirmaciones dog-
máticas que ostentan sólo un fundamento aparente (Fallos: 
323:2314; 330:372, entre otros).

3º) Que Cablevisión S.A. sostuvo, por un lado, que el 
monto de la multa era desproporcionado e irrazonable y, 
por otro, que el Director Nacional de Comercio Interior le 
había requerido documentación que la empresa no poseía y 
que no tenía relación alguna con el objeto de investigación. 
Asimismo, destacó que el organismo administrativo había 
impuesto la sanción sin haber tenido en cuenta las explica-
ciones de Cablevisión en el sentido de que el requerimiento 
era, además de ilegítimo, de cumplimiento imposible.

4º) Que el a quo no dio una respuesta fundada a los 
planteos mencionados. Se limitó a afirmar, en forma 
dogmática, que “era indispensable la documentación re-
querida a fin de que, posteriormente, se sustanciara la 
denuncia”; que el requerimiento de información –y sus 
reiteraciones– (...) fue correctamente formulado según las 
atribuciones consignadas en el inc. c del art. 14 de la ley 
22.802; y que Cablevisión no acompañó toda la documen-
tación requerida.

En cuanto al alegado monto excesivo de la multa, los 
jueces sólo manifestaron que “la omisión de acompañar 
la documentación solicitada redundó negativamente en el 
impulso del trámite de [la] (...) denuncia (...) en el cual 
estaban comprometidos tanto los derechos de los competi-
dores como, asimismo, de los consumidores con relación a 
la publicidad de un servicio”.

5º) Que las expresiones transcriptas, por su generalidad 
y dogmatismo, no alcanzan a sustentar el pronunciamien-
to, que, por tal motivo, es pasible de la tacha de arbitrarie-
dad en tanto media relación directa e inmediata entre lo 
decidido y las garantías constitucionales que la recurrente 
dice vulneradas (artículo 15 de la ley 48).

Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se hace lu-
gar a la queja, se declara procedente el recurso extraordi-
nario y se deja sin efecto la sentencia apelada. Con costas. 
Vuelvan los autos al tribunal de origen para que, por me-
dio de quien corresponda, se dicte un nuevo pronuncia-
miento con arreglo al presente. Reintégrese el depósito de 
fs. 2. Notifíquese, agréguese la queja al principal, y, opor-
tunamente devuélvase. – Ricardo L. Lorenzetti. – Carlos 
S. Fayt. – Elena I. Highton de Nolasco (en disidencia). – 
Juan C. Maqueda.

Disidencia de la señora vicepresidenta doctora 
doña Elena I. Highton de Nolasco

Considerando:
Que el recurso extraordinario cuya denegación dio ori-

gen a la presente queja es inadmisible (artículo 280 del 
Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).

Por ello, se la desestima. Declárase perdido el depósito 
de fs. 2. Notifíquese, agréguese la queja al principal, y, 
oportunamente, devuélvase. – Elena I. Highton de Nolasco.

Daños y Perjuicios: 
Responsabilidad extracontractual del Estado: 
demanda; prescripción; atentado de la AMIA; 
víctimas; reclamo; prescripción; invocación; 
improcedencia.

	 1	– El término para interponer la demanda originada en la 
responsabilidad extracontractual del Estado, ya se trate de su 
actividad lícita o ilícita, es de dos años, y su punto de partida 
debe computarse a partir del momento en que el demandante 
tomó conocimiento de los daños que reclama, sin que obste a 
ello la circunstancia de que los perjuicios pudieran presen-
tar un proceso de duración prolongada o indefinida, pues el 
curso del plazo de prescripción comienza cuando sea cierto y 
susceptible de apreciación el daño futuro.

	 2	– Cabe rechazar la prescripción opuesta por el Estado Na-
cional a la acción de daños interpuesta por los familiares 
de una víctima del atentado de 1994 a la AMIA doce años 
después de ese hecho, pues si bien es cierto que el término 
para interponer la demanda originada en la responsabili-
dad extracontractual del Estado prescribe a los dos años, 
no lo es menos que el Estado renunció a la prescripción ya 
ganada al suscribir en 2005 un documento internacional 
en el cual reconoció su responsabilidad y se comprometió a 
sancionar una ley de reparación para las víctimas, sin dis-
tinguir entre quienes habían interpuesto acciones judicia-
les dentro del plazo de prescripción y quienes no lo habían 
hecho, por lo cual la invocación de la prescripción resulta 
incoherente con las expectativas de reparación que él mis-
mo generó con sus actos anteriores y, por ende, contraria al 
principio de buena fe que debe regir, muy especialmente, el 
obrar estatal. 

	 3	– Puesto que el propio Estado argentino fue quien, en un do-
cumento internacional firmado en 2005, admitió que la muer-
te de las víctimas del atentado a la AMIA le era imputable 
por el incumplimiento de su función de prevención, cabe con-
cluir que su planteo según el cual no existe relación entre la 
omisión estatal y la muerte del padre y esposo de los actores 
resulta manifiestamente infundado. R.C.

897 – CS, marzo 10-2015. – F., R. M. y otros c. Estado Nacional s/
daños y perjuicios (CSJ 712/2013 [49-F]-R.O.).

Buenos Aires, 10 de marzo de 2015

Vistos los autos: “F., R. M. y otros c/ Estado Nacional 
s/ daños y perjuicios”.

Considerando:

1º) Que, al confirmar parcialmente la decisión de pri-
mera instancia, la Sala III de la Cámara Nacional de Ape-
laciones en lo Contencioso Administrativo Federal hizo 
lugar a la demanda interpuesta por R. M. F. de T., por sí 
y en representación de sus tres hijas, con el objeto de que 
se les indemnizaran los daños y perjuicios derivados del 
fallecimiento de su cónyuge y padre respectivamente, en 
el atentado terrorista contra la sede de la Asociación Mu-
tual Israelita Argentina (AMIA) ocurrido el 18 de julio de 
1994.

Como fundamento de su reclamo, la actora adujo que 
el Estado había incumplido sus obligaciones de pre
vención y seguridad con respecto a sus habitantes, ya 
que no había adoptado medidas idóneas y eficaces pa-
ra intentar evitar el atentado, en particular teniendo en 
cuenta que dos años antes se había producido un acto 
terrorista de características semejantes contra la Emba-
jada de Israel en la Argentina. Alegó que, además, esta 
responsabilidad había sido reconocida expresamente por 
el Gobierno Argentino, tanto en el acta suscripta el 4 de 
marzo de 2005 ante la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos, como en el decreto 812/05 del Poder 
Ejecutivo Nacional.

2º) Que, en primer lugar, la cámara rechazó el planteo 
de prescripción realizado por la demandada. Sostuvo que 
el plazo liberatorio se había cumplido en el año 1996 pero 
que, posteriormente, el Estado Argentino había renunciado 
a la prescripción ya ganada al reconocer su responsabili-
dad por el hecho.

Sentado lo expuesto, el a quo consideró que se encon-
traban configurados los requisitos para la procedencia de 
la responsabilidad estatal por omisión y condenó a la de-

mandada a abonar la suma de 4.000.000 de pesos –en con-
cepto de daño moral y lucro cesante–, más los correspon-
dientes intereses desde la fecha del atentado.

Contra esa decisión, el Estado Nacional dedujo el pre-
sente recurso ordinario de apelación, que fue concedido a 
fs. 614/614 vta. A fs. 636/655 vta., el recurrente presentó 
su memorial, y la actora lo respondió a fs. 668/679 vta.

3º) Que el recurso ordinario interpuesto resulta formal-
mente admisible toda vez que se trata de una sentencia 
definitiva en un pleito en que el Estado Nacional es parte, 
y el valor disputado en último término –que surge con 
claridad de los elementos objetivos que obran en la causa 
(Fallos: 315:2369, 322:337 y 333:1623)– supera el míni-
mo establecido por el art. 24, inc. 6º, ap. a, del decreto ley 
1285/58, modificado por la ley 21.708 y reajustado por la 
resolución 1360/91.

4º) Que el Estado Nacional se agravia, en primer lugar, 
porque considera que la acción se encuentra prescripta. 
Alega que el plazo aplicable en este caso es de dos años 
y que debe comenzar a computarse desde que ocurrió el 
evento dañoso. Explica que el atentado ocurrió en el año 
1994 y que cuando la actora interpuso esta demanda, en el 
año 2006, se encontraba ampliamente vencido.

5º) Que este Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportu-
nidades, que el término para interponer la demanda origi-
nada en la responsabilidad extracontractual del Estado, ya 
se trate de su actividad lícita o ilícita, es de dos años; y su 
punto de partida debe computarse a partir del momento en 
que el demandante tomó conocimiento de los daños que 
reclama, sin que obste a ello la circunstancia de que los 
perjuicios pudieran presentar un proceso de duración pro-
longada o indefinida, pues el curso del plazo de prescrip-
ción comienza cuando sea cierto y susceptible de aprecia-
ción el daño futuro (Fallos: 307:821, 308:337, 310:1545, 
317:1437, 320:2289, 322:496, 325:721, 326:1420, entre 
otros).

6º) Que, en tales condiciones, la acción prescribió en 
el año 1996, dos años después del momento en el cual las 
actoras tuvieron conocimiento cierto del fallecimiento del 
señor T. en el atentado.

7º) Que, sin embargo, la prescripción de las acciones 
por daños y perjuicios es materia disponible, por lo que 
puede ser válidamente renunciada o remitida cuando esté 
cumplida (conf. art. 3965 del Código Civil; ver asimismo 
Llambías, Jorge Joaquín, Tratado de Derecho Civil - Obli-
gaciones - Tomo III, ed. Perrot, 1973, página 479; y Fa-
llos: 135:310 y 330:4592).

Por ese motivo, para determinar si asiste razón al Esta-
do Nacional, resulta imprescindible evaluar si este último 
renunció, en algún momento previo a la interposición de la 
demanda, a la prescripción ganada en el año 1996.

8º) Que, a tal efecto, corresponde tener en cuenta algu-
nas reglas interpretativas aplicables a este caso.

En primer lugar, la renuncia a la prescripción no ne-
cesariamente debe ser expresa. Puede ser tácita, es decir, 
resultar de actos o manifestaciones del deudor que revelen 
su propósito inequívoco de no aprovechar los beneficios 
de la inacción del acreedor (artículo 3963 del Código Civil 
y Fallos: 135:310. Ver también Llambías, Jorge Joaquín, 
Tratado de Derecho Civil - Obligaciones - Tomo III, ed. 
Perrot, 1973, página 484).

En segundo término, si bien la regla general es que la 
intención de renunciar no se presume (art. 874 del Código 
Civil), este principio debe balancearse con otro de similar 
jerarquía: que la aplicación del instituto de la prescripción 
es de aplicación restrictiva y, en caso de duda, debe pre-
ferirse la interpretación que mantenga vivo el derecho (v. 
doctrina de Fallos: 213:71; 295:420; 308:1339; 318:879; 
323:192; 329:1012, entre muchos otros).

9º) Que, sentado lo expuesto, corresponde recordar que 
las organizaciones no gubernamentales Memoria Activa, 
Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y Centro 
por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) denun-
ciaron al Estado Argentino ante la Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos por su responsabilidad en el 
atentado perpetrado contra la sede de la AMIA el 18 de 
julio de 1994 (petición 12.204).

En el marco de ese trámite, el 4 de marzo de 2005, las 
partes suscribieron un acta en la cual decidieron iniciar 
proceso de solución amistosa. En ese documento y en lo 
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que este caso interesa, el Estado Argentino manifestó lo 
siguiente:

“El Gobierno reconoce la responsabilidad del Estado 
Argentino por la violación de los derechos humanos de-
nunciada por los peticionarios en la presentación efec-
tuada ante la CIDH en este caso (...) En este sentido, el 
Estado reconoce responsabilidad ya que existió un incum-
plimiento de la función de prevención por no haber adop-
tado las medidas idóneas y eficaces para intentar evitar el 
atentado, teniendo en cuenta que dos años antes se había 
producido un hecho terrorista contra la Embajada de Israel 
en Argentina. El Estado reconoce responsabilidad porque 
existió encubrimiento de los hechos, porque medió un gra-
ve y deliberado incumplimiento de la función de investiga-
ción (...) y una clara denegatoria de justicia”.

“Atento a ello, el Estado propone a los peticionarios 
una agenda tentativa de trabajo en cuyo marco deberían 
abordarse [entre otras varias] las siguientes cuestiones: 
(...) Amplia difusión del reconocimiento de responsabi-
lidad formulado precedentemente (...) Publicidad del In-
forme Grossman [informe final del observador designado 
en el juicio tramitado ante el Tribunal Oral Federal en lo 
Criminal nº 3, en el cual se determinó, conforme surge 
de la sentencia dictada el 29 de octubre de 2004, que el 
Estado Argentino es responsable por el encubrimiento de 
los hechos y por incumplimiento grave y deliberado de la 
función de investigación adecuada del atentado] (...) Pro-
mover la sanción de una ley de reparación para todas las 
víctimas del atentado”.

10) Que, después de suscribir el documento menciona-
do, el Poder Ejecutivo Nacional dictó el decreto 812/2005.

Esta norma aprobó el acta suscripta ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y tuvo por objeto 
cumplir con algunos de los compromisos allí asumidos. 
En particular, se dio pública difusión al reconocimien-
to de responsabilidad, “que se materializa mediante el 
dictado del presente decreto”, así como al “Informe Fi-
nal del Decano Claudio Grossman, que se insertará en la 
página de internet del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos”.

Por otra parte, el Poder Ejecutivo impulsó un proyec-
to de ley de reparación a las víctimas, que obtuvo media 
sanción del Senado pero no fue tratado por la Cámara de 
Diputados y perdió estado parlamentario (Expediente Se-
nado S-1655/11 y Expediente Diputados 0088-S-2011). 
Recientemente, se ha presentado un nuevo proyecto ante 
la Cámara de Diputados que se encuentra en trámite (Ex-
pediente Diputados 1049-D-2014).

11) Que, tal como se desprende de los hechos reseña-
dos, la demandada reconoció –en forma incondicionada y 
absoluta– que conculcó los derechos de las víctimas y sus 
familiares.

El reconocimiento de estas violaciones generó, como 
una consecuencia jurídica inevitable y necesaria, la obli-
gación del Estado de indemnizar a quienes hubieran sufri-
do daños (Fallos: 327:3753, considerando 3º y sus citas. 
En igual sentido, ver Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Caso Velázquez Rodríguez vs. Honduras. Re-
paraciones y Costas, sentencia del 21 de julio de 1989, 
párr. 25, y Caso Torres Millacura y otros vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas, sentencia del 26 de agosto 
de 2011, párr. 157).

12) Que fue para cumplir con esa obligación jurídica de 
reparar, y no como una mera liberalidad fundada en razo-
nes de equidad, que el Estado Argentino se comprometió 
a promover la sanción de una ley de reparación para las 
víctimas de AMIA.

Además, en ese compromiso, hizo referencia a “todas 
las víctimas del atentado”, sin distinguir entre quienes ha-
bían interpuesto acciones judiciales dentro del plazo de 
prescripción y quienes no lo habían hecho. En otras pala-
bras, la demandada se obligó a indemnizar aun a aquellas 
personas que no hubieran presentado la demanda en el 
lapso de dos años desde que ocurrió el evento dañoso.

13) Que esta Corte tiene dicho que cuando el deudor 
reconoce la existencia del derecho y de la correlativa obli-
gación de indemnizar, ello implica una clara renuncia a la 
prescripción ya ganada.

Concretamente, en un caso que guarda cierta analogía 
con el presente, el Tribunal sostuvo que “toda vez que la 
obligación de indemnizar ha quedado reconocida en prin-
cipio y (...) ese reconocimiento y la oferta consiguiente de 

arribar a una solución equitativa, demuestran claramente 
la intención de renunciar a los beneficios de la prescrip-
ción, pues son incompatibles con el propósito de emplear 
esa defensa” (Fallos: 135:310, página 316).

14) Que de lo expuesto puede concluirse, sin mayor 
dificultad, que el 4 de marzo de 2005 el Estado Nacional 
renunció, en forma tácita pero inequívoca, a la prescrip-
ción ocurrida en el año 1996 (artículos 873, 918 y 3965 
del Código Civil y doctrina de Fallos: 135:310).

Por lo tanto, la acción de las actoras no estaba extingui-
da cuando fue interpuesta el 27 de diciembre de 2006.

15) Que la postura del Estado Nacional resulta in-
compatible con el principio cardinal de la buena fe, que 
informa y fundamenta todo nuestro ordenamiento, tanto 
público como privado, y que condiciona, especialmente, 
la validez del actuar estatal (Fallos: 311:2385, 312:1725, 
entre otros).

Cabe recordar que una de las derivaciones del principio 
mencionado es la doctrina de los actos propios, según la 
cual no es lícito hacer valer un derecho en contradicción 
con la anterior conducta (...) [pues la buena fe] impone un 
deber de coherencia del comportamiento, que consiste en 
la necesidad de observar en el futuro la conducta que los 
actos anteriores hacían prever (Fallos: 321:221 y 2530, 
325:2935, 329:5793 y 330:1927, entre otros).

16) Que, desde esta perspectiva, la invocación de la 
prescripción resulta incoherente con las expectativas de 
reparación que la propia demandada generó con sus actos 
anteriores y, por ende, contraria al principio de buena fe 
que debe regir, muy especialmente, el obrar estatal.

En efecto, en el año 2005, el Estado Argentino creó una 
legítima expectativa de indemnización en los familiares y 
víctimas del atentado a la AMIA, aun en aquellas personas 
cuyos reclamos estaban prescriptos a esa fecha.

Sin embargo, casi diez años después, la ley no se dictó, 
las víctimas continúan sin reparación y cuando, como en 
el caso, plantean un reclamo judicial para obtenerla, el Es-
tado pretende repeler la demanda con el argumento de que 
el plazo de prescripción se encuentra cumplido.

17) Que, resuelta la cuestión precedente, corresponde 
tratar las objeciones relativas al fondo del asunto.

En este punto, los agravios de la apelante tampoco pue-
den prosperar. Los argumentos relativos a la procedencia 
sustancial de la demanda, al monto de la indemnización 
reconocida y al modo en que se impusieron las costas re-
sultan dogmáticos e insuficientes para refutar lo resuel-
to por el a quo. En otras palabras, no constituyen –como 
es imprescindible– una crítica concreta y razonada de los 
fundamentos de la decisión impugnada, por lo que resul-
tan inadmisibles (Fallos: 310:2914; 311:1989; 312:1819; 
313:396).

En particular, resulta manifiestamente infundado el 
planteo según el cual no existe relación entre la omisión 
estatal y la muerte de T. Al sostener esta postura, la ape-
lante no se hace cargo de que fue el propio Estado Argen-
tino el que admitió que la muerte de las víctimas del aten-
tado le era imputable por el incumplimiento de su función 
de prevención, tal como surge de la transcripción del acta 
realizada en el considerando 10.

Por ello, se declara admisible el recurso ordinario inter-
puesto y se confirma la sentencia apelada. Con costas. No-
tifíquese y oportunamente, devuélvanse los autos. – Ricar-
do L. Lorenzetti. – Elena I. Highton de Nolasco. – Carlos 
S. Fayt. – Juan C. Maqueda.

Educación: 
Universidades: autoridades universitarias na-
cionales; resoluciones; revisión judicial; re-
quisitos. 

	 1	– En materia de revisión judicial de decisiones adoptadas por 
autoridades universitarias nacionales, el legislador ha dise-
ñado y previsto un proceso especial y ha designado un tribu-
nal específico para ello. En tal sentido, la Ley de Educación 
Superior dispone que contra las resoluciones definitivas de 
las instituciones universitarias nacionales impugnadas con 
fundamento en la interpretación de las leyes de la Nación, los 
estatutos y demás normas internas solo podrá interponerse 

recurso de apelación ante la Cámara Federal de Apelaciones 
con competencia en el lugar donde tiene su sede principal la 
institución universitaria (art. 32, ley 24.521).

	 2	– El recurso de apelación deducido por el actor contra la 
sentencia que declaró no habilitada la instancia judicial en 
las actuaciones por él iniciadas, a fin de impugnar ciertos 
actos que se habrían llevado a cabo en el sumario adminis-
trativo instituido en su contra por las autoridades de la uni-
versidad accionada, no puede prosperar, pues se trata de ac-
tuaciones preparatorias que, en principio, no son impugna-
bles en sede judicial. Máxime que, aun cuando se entendiera 
que excepcionalmente dichos actos podrían cuestionarse 
judicialmente por entender que son asimilables a definitivos 
por sus efectos, de todos modos el accionante no demostró 
con fundamento verosímil –más allá del sentimiento de con-
trariedad que pudieron causarle– que hubieran revestido ese 
carácter.

	 3	– Puesto que la acción judicial iniciada por el actor para 
cuestionar la resolución de las autoridades de la universidad 
accionada, por la que se le instituyó sumario administrativo 
y se lo suspendió preventivamente, y los otros “actos” del 
sumario anteriores a su conclusión fueron claramente prema-
turos antes de agotar la vía administrativa, cabe concluir que 
fue acertada la decisión del a quo de no habilitar la instancia 
judicial a su respecto.

	 4	– Debe considerarse que no esté habilitada la instancia ju-
dicial, por falta de agotamiento de la vía administrativa, 
respecto del acto administrativo que puso fin al sumario ins-
truido por las autoridades de la universidad accionada y 
suspendió al actor, pues este fue expresamente anoticiado 
del modo en que ese acto podía ser impugnado y, pese a ello, 
omitió ajustar su proceder a lo allí indicado, al cuestionarlo 
directamente en sede judicial mediante ampliación de de-
manda transcurridos más de cuatro meses desde su notifica-
ción. R.C.
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Buenos Aires, 21 de octubre de 2014

Visto:
El recurso de apelación deducido a fs. 100/102 por el 

actor contra la resolución de fs. 96/97 vta.; y

Considerando:

I. Que, el 17 de septiembre de 2013, la señora jueza de 
primera instancia de oficio declaró no habilitada la instan-
cia judicial en las presentes actuaciones iniciadas por P. C. 
J. contra la Universidad de Buenos Aires (UBA). Para ello 
sostuvo, en síntesis, que: 

a) Los actos dictados en el marco del proceso sumarial 
seguido contra el actor, y cuestionados en el escrito inicial, 
no revestían el carácter de definitivos, en la medida en 
que no decidían el fondo de la cuestión. Al respecto, tal 
como ya había adelantado al rechazar el pedido de me-
dida cautelar, la suspensión decidida por la UBA durante 
la instrucción del sumario no podía ser considerada una 
sanción, pues se trataba de una medida provisional cuyo 
único objeto era facilitar la investigación.

b) Respecto de la “ampliación” de demanda, el propio 
actor reconoció a fs. 95 que contra la resolución 858/12 
no había presentado el recurso previsto en el art. 11 de la 
resolución (CS) 2283/88, pese a habérsele informado, al 
tiempo de su notificación, a fs. 76, sobre los recursos que 
disponía contra esa decisión. En tal caso, la falta de im-
pugnación oportuna vedaba el acceso a la revisión judicial 
(fs. 96/97 vta.). 

II. Que, contra dicha resolución, el señor J. interpuso y 
fundó recurso de apelación (fs. 100/102), que fue concedi-
do en relación y tenido por fundado en el mismo acto (fs. 
103). En sus agravios, en sustancia, señaló que:

a) La resolución de la jueza de grado desconocía lo 
prescripto en el art. 23, inc. b, de la ley 19.549, en cuanto 
a la posibilidad de revisar judicialmente decisiones admi-
nistrativas que impidieran totalmente la tramitación del 
reclamo deducido en sede administrativa. Tal situación 
acontecía en autos, toda vez que su descargo, apelación 
y posterior pedido de nulidad habían sido desoídos total-
mente.

b) Se vio obligado a iniciar la demanda judicial toda 
vez que “la vía se encontraba agotada totalmente ya que 
la pena que se me impuso desde el comienzo de la instruc-
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ción, fue la misma que se ratificó luego, habiendo empeza-
do a ejecutarse desde el mismo momento de la instrucción 
del sumario, tal como queda evidenciado (...) en el suma-
rio administrativo acompañado”.

c) La resolución de la jueza de grado cercenaba su de-
recho constitucional a ser oído y a ejercer su defensa. Por 
ello, el daño que le generaba era notorio.

d) De lo expuesto y de las pruebas acompañadas surgía 
que la UBA no había resuelto “nada” de lo planteado por 
su parte, circunstancia que hacía “imposible” que se hu-
biese interpuesto recurso contra la resolución 858/12.

e) La decisión apelada también causaba agravio por 
omisión, al no ordenar a la UBA que extendiese “una cer-
tificación de mi historia académica”, requerimiento que 
tampoco la Universidad cumplía, manteniendo su respues-
ta negativa, pese a que la sanción impuesta no impedía 
hacerlo.

f) Cabía recordar que las garantías constitucionales no 
podían encontrar obstáculo para su vigencia efectiva en 
las leyes reglamentarias, debiendo estarse al propósito de 
afianzar la justicia previsto en el Preámbulo de la Consti-
tución Nacional.

g) Por lo expuesto, correspondía tener por habilitada la 
instancia judicial de revisión de los actos administrativos 
emanados por la UBA y “se ordene la entrega de historial 
académico solicitado oportunamente” (fs. cit.).

III. Que, en la alzada, se corrió vista al Ministerio Pú-
blico Fiscal junto con las actuaciones administrativas que 
pidió tener a la vista (fs. 105, 112 y 123). 

A fs. 124/126, el señor Fiscal General subrogante pro-
puso confirmar la resolución apelada en cuanto no habilitó 
la instancia respecto del pedido de nulidad de los actos 
dictados en el trámite del sumario administrativo, por no 
ser definitivos, así como respecto de la resolución 858/12, 
emitida por el director del Ciclo Básico Común (CBC), 
que no fue recurrida. 

En cambio, opinó diferente sobre el pedido de negli-
gencia de la UBA por la pérdida de las actas de examen 
del CBC. Tal pretensión no revestía naturaleza impugna-
toria de actos administrativos y, por lo tanto, si bien como 
regla hubiese tenido que interponerse reclamo administra-
tivo, entendió que, como la Universidad se había expedido 
respecto de las materias aprobadas en el referido ciclo, 
disponer el reenvío resultaba un ritualismo inútil debién-
dose, en función del principio pro actione, habilitar la ins-
tancia con relación a ese punto.

IV. Que, en el caso, según surge del escrito inicial, pre-
sentado el 4 de junio de 2012, P. C. J. promovió demanda 
contra la UBA con el objeto de que se declarase la nuli-
dad de los actos del 14 y 16 de marzo y 11 de mayo de 
2012, todos ellos relacionados entre sí y dictados en el 
mismo sumario administrativo iniciado en su contra; se 
ordenara el levantamiento de la sanción de suspensión 
dispuesta; se declarase prescripta la acción de la UBA o, 
en su defecto, su negligencia por la pérdida de las actas 
de examen correspondientes al CBC y, por consiguiente, 
se extendiese el título habilitante de médico (fs. 2/9 vta.). 
Para fundar su petición, el actor señaló –en cuanto es per-
tinente– que: 

a) Tras haber finalizado el internado anual rotatorio, 
inició los trámites para obtener el título habilitante, para 
lo cual adjuntó los papeles y constancias requeridas, entre 
ellos, el certificado de aprobación del CBC.

b) El 14 de marzo de 2012 había sido notificado por la 
Dirección Coordinación Jurídico-Técnica del CBC que el 
16 de ese mes se realizaría una audiencia en la que debía 
prestar declaración en el sumario administrativo iniciado 
en su contra por irregularidades advertidas en el certifica-
do provisorio de materias presentado y para determinar su 
responsabilidad, marco en el cual se lo había suspendido 
preventivamente por 60 días con prohibición de acceso a 
la UBA y a todas sus dependencias (facultades e institu-
tos), debiendo proceder a la devolución de toda la docu-
mentación que lo acreditaba como alumno.

c) Presentado en la audiencia y sometido a una serie 
de preguntas por la instructora –sobre cuándo cursó las 
materias invocadas como aprobadas, en qué cátedras, a 
cargo de qué profesores, etc.–, se le informó sobre la 
suspensión preventiva y, habiendo solicitado compulsar 
las actuaciones administrativas para poder ejercer su de-
fensa, “me es negado, alegando que solo las podré com-
pulsar una vez que me imponga y notifique la sanción 
definitiva”.

d) El 16 de marzo de 2012, con posterioridad a la au-
diencia, había presentado descargo administrativo, sin que 
fuera despachado ni resuelto y, el 21 del mismo mes, había 
interpuesto recurso de apelación, ofreciendo prueba en los 
términos del art. 12 de la resolución 2283/88, que prevé 
efecto suspensivo al referido remedio. El 16 de abril, se le 
había corrido traslado para que en el término de diez días 
formulase observaciones y ofreciese prueba. Finalmente, 
el 7 de mayo de 2012, solicitó la nulidad de lo actuado 
por la UBA, requiriéndose que se resuelva el recurso in-
terpuesto. Sin embargo, recibió notificación de la directora 
de Coordinación Jurídico-Técnica del CBC en la que se 
informaba que no se hacía lugar a la nulidad de la notifica-
ción de traslado de las conclusiones por improcedente, ex-
tendiéndose por dos días el plazo para contestar el traslado 
que oportunamente se le había corrido.

e) La demanda se interponía conforme a lo dispuesto 
en los arts. 23, incs. a y b, y 25 de la ley 19.549, haciendo 
notar que la Universidad “...no resuelve los escritos inter-
puestos por mi persona, sino [en forma] contraria total-
mente a cualquiera de mis peticiones...” y, en particular, 
que “...el recurso no fue resuelto por el superior tal como 
lo prescribe la ley. Impidiéndome totalmente la tramita-
ción del presente proceso...”.

V. Que, el 3 de octubre de 2012, el señor J. amplió de-
manda y denunció como hecho nuevo el dictado de la re-
solución 858/12, emitida el 31 de mayo de ese año, por la 
que el Director del CBC le aplicaba una “sanción definiti-
va” de 8 años de suspensión por encontrar configurada la 
conducta tipificada por el art. 15, inc. b, del Régimen Dis-
ciplinario de Alumnos de la Universidad de Buenos Aires 
y declaraba sin valor ni efectos el certificado provisorio de 
materias aportado de fecha 13 de noviembre de 1996 por 
encontrarse, según la Universidad, acreditada su falsedad. 
Asimismo, opuso excepción de previo y especial pronun-
ciamiento de prescripción de la acción que intentaba ejer-
cer la UBA por haber transcurrido más de diez años desde 
que se expidiera el referido certificado hasta el dictado de 
la resolución, según lo dispuesto en el art. 19 de la resolu-
ción 2283/88 (fs. 77/79 vta.). 

Cabe hacer notar que la fecha de la referida presenta-
ción del actor coincide con la de su apelación contra el re-
chazo de la medida cautelar decidido por la jueza de grado 
a fs. 68/69 (fs. 72 y 73/74).

VI. Que, ante todo, cabe señalar que, al conocer del 
recurso de apelación que el actor dedujo contra la resolu-
ción que había desestimado la medida cautelar, el Tribunal 
señaló que su jurisdicción estaba circunscripta a ese tema 
y que, por ello, nada correspondía decidir en ese momento 
acerca del órgano judicial para entender en el sub lite ni 
sobre la admisibilidad formal de la acción intentada por 
aquél, dada la particular regulación normativa de impug-
nación judicial de actos de las autoridades universitarias 
(v. sent. de fs. 82/83, cons. IV). 

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción ha dicho que el legislador previó un recurso ante la 
cámara federal competente para impugnar las resoluciones 
de las instituciones universitarias nacionales con funda-
mento en la interpretación de las leyes de la Nación, los 
estatutos y demás normas internas (“Granillo Fernández”, 
Fallos: 330:1407). 

Al respecto, “...cabe recordar con particular énfasis 
que en materia de revisión judicial de decisiones adop-
tadas por autoridades universitarias nacionales, el legis-
lador ha diseñado y previsto un proceso especial y ha de-
signado un tribunal específico para ello. En tal sentido, la 
Ley de Educación Superior dispone que contra las reso-
luciones definitivas de las instituciones universitarias na-
cionales impugnadas con fundamento en la interpretación 
de las leyes de la Nación, los estatutos y demás normas 
internas, solo podrá interponerse recurso de apelación 
ante la Cámara Federal de Apelaciones con competen-
cia en el lugar donde tiene su sede principal la institu-
ción universitaria (art. 32 de la ley 24.521)” (conf. Expte. 
Nº 37922/2013 “Balassa, Arturo Juan c/ UBA-Facultad 
Arquitectura s/ medida cautelar [autónoma]” resol. del 
3/12/13 y Expte. Nº 37319/2013, “Pereyra, Christian c/ 
UBA s/medida cautelar [autónoma]”, resol. 29/4/14, voto 
del juez Vincenti).

VI. [sic] Que, en esos términos, adelanta el Tribunal 
que el recurso de apelación no puede prosperar, porque la 
conducta asumida por el actor en defensa de sus derechos 

impide considerar –en coincidencia con lo resuelto a fs. 
96/97 vta.– que en autos se encuentra habilitada la instan-
cia judicial, circunstancia que imposibilita, también, co-
nocer sobre el mérito sustancial que pudiera o no tener el 
presentante respecto de cuanto esgrime sobre la cuestión 
del fondo.

En efecto, de la exposición de los hechos realizada por 
el propio J. se desprende que la demanda inicial tuvo por 
finalidad impugnar distintos actos que se habrían llevado 
a cabo en el sumario administrativo CUDAP: EXP-UBA: 
0050033/2011 en el ámbito de la Dirección Coordinación 
Jurídico-Técnica del CBC de la UBA. En concreto, aquél 
impugna: 

(i) El emitido el 14 de marzo de 2012 (v. fs. 2), que en 
realidad es la fecha en que se habría notificado de la au-
diencia para prestar declaración indagatoria en el sumario, 
prevista para el 16 del mismo mes y año (conf. lo indica el 
mismo actor en su escrito de demanda, fs. 2 vta., aunque 
surge del sumario que el 12 de marzo de 2012 se comuni-
có telefónicamente con la instrucción para interiorizarse 
de la fecha de la audiencia [v. nota asentada por la instruc-
tora sumariante a fs. 106 de las actuaciones administrati-
vas, que se tienen a la vista en este acto]).

(ii) El del 16 de marzo 2012: en esa fecha se tomó la 
audiencia de declaración indagatoria en el sumario y se 
le notificó (tanto con su lectura como con entrega de co-
pia) de la resolución (D) 1864/11 (del 7/11/2011), por la 
que se dispuso instruir el sumario (art. 1º) y se suspendió 
preventivamente al actor por sesenta días (art. 2º). Tam-
bién se le informó en esa oportunidad que contra dicha 
resolución podía interponer el recurso de apelación ante 
el Consejo Superior de la UBA que prevé el art. 12 de la 
resolución 2283/88, dentro del quinto día de notificado y 
por escrito fundado (v. acta de la audiencia que obra a fs. 
109/111 vta.).

(iii) El actor también cuestiona el acto que identifica 
como dictado el 11 de mayo de 2012 (v. fs. 2), pero de 
las actuaciones administrativas que se tienen a la vista no 
surge ningún acto en esa fecha. De todas formas, podría 
entenderse que se trata de la notificación de la providencia 
adoptada el 8 de mayo de 2012 en respuesta al escrito que 
aquél presentó el día anterior (v. fs. 154 y 155 del sumario, 
en este último consta un sello de imposición postal ilegi-
ble en cuanto a la fecha, así como manifestaciones coinci-
dentes del escrito de demanda de fs. 4).

En la ampliación de demanda del 3 de octubre de 2012 
(fs. 76/79), en tanto, el actor cuestionó judicialmente la re-
solución 858/12, emitida el 28 de mayo de ese año, por la 
que el director del CBC de la UBA le aplicó la sanción de 
ocho (8) años de suspensión, por la inconducta tipificada 
en el art. 15, inc. b, del Régimen Disciplinario de Alumnos 
de la UBA, aprobado por resolución (CS) 2283/88 (art. 
1º), con prohibición de acceder a las dependencias univer-
sitarias (art. 2º) y dispuso declarar sin valor ni efectos el 
certificado provisorio de materias aportado por el alumno, 
del 13 de noviembre de 1996, por encontrarse acreditada 
su falsedad (art. 3º).

Con relación a los primeros “actos”, cabe señalar que 
se trata de actuaciones preparatorias que, en principio, no 
son impugnables en sede judicial y concluyeron con el 
acto que resolvió la cuestión de fondo o definitivo en los 
términos del procedimiento administrativo (en el caso, la 
resolución 858/12). 

No obstante, aun cuando se entendiera que excepcio-
nalmente aquéllos sí podrían cuestionarse judicialmente, 
por entender que algunos son asimilables a definitivos por 
sus efectos, de todas formas es necesario destacar que en 
el sub lite el actor no demuestra con fundamento verosímil 
–más allá del sentimiento de contrariedad que pudieron 
causarle– que hubieran revestido ese carácter. 

Esto es particularmente aplicable respecto de las noti-
ficaciones de distintas decisiones adoptadas en el proce-
dimiento sumarial, sin perjuicio de resaltar que en estos 
casos se debe impugnar el acto de conclusión del sumario 
y en esa oportunidad cuestionar la validez de los prepa-
ratorios que constituyeron el procedimiento previo a su 
dictado.

Con relación al acto que sí se dictó en el sumario y pu-
do ocasionarle algún perjuicio (la resolución [D] 1864/11), 
es ineludible resaltar que el actor lo impugnó judicialmen-
te en forma prematura sin agotar la vía administrativa.

Al respecto, conviene retener que el régimen discipli-
nario de los alumnos de la UBA –por el cual tramitó el 
sumario y en cuya virtud se dictó aquel acto–, prevé que 
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el recurso que se interponga contra el acto de suspensión 
preventiva tendrá efectos suspensivos (art. 12 de la reso-
lución [CS] 2283/88), así como que el señor J. utilizó esa 
vía de impugnación administrativa antes de iniciar esta 
acción judicial.

Surge del expediente CUDAP: EXP-UBA: 0010372/2012 
que, el 21 de marzo de 2012, aquél dedujo recurso de ape-
lación contra la resolución del director del CBC que lo 
suspendió preventivamente (fs. 1/3), que dicho funciona-
rio concedió el recurso con efecto suspensivo (el 26 del 
mismo mes y año, fs. 133) y que el Consejo Superior de la 
Universidad lo rechazó por resolución 4746/12, del 13 de 
junio de 2012 (fs. 144/146). 

También consta en esas actuaciones que la notificación 
de este último acto incluyó información específica tanto 
de que con él se agotaba la vía administrativa como de la 
forma y modo de impugnarlo que prevé el art. 32 de la ley 
24.521 (v. fs. 151/155, y constancia de acuse de recibo de 
la notificación con sello de imposición del Correo Argenti-
no S.A. del 6 de julio de 2012, fs. 156). 

En tales condiciones, la acción judicial iniciada el 4 de 
junio de 2012 (v. cargo obrante a fs. 9 vta.) para cuestionar 
la resolución (D) 1864/11 y los otros “actos” del sumario 
anteriores a su conclusión, fueron claramente prematuros 
antes de agotar la vía administrativa. Por ello, es acertada 
la decisión del a quo de no habilitar la instancia judicial a 
su respecto.

VII. Que asimismo corresponde confirmar la sentencia 
apelada en cuanto señala que tampoco está habilitada la 
instancia judicial, por falta de agotamiento de la vía admi-
nistrativa, respecto de la resolución (D) 858/12, acto admi-
nistrativo que puso fin al sumario instruido por resolución 
(D) 1864/11 y suspendió al actor.

Como lo puso de relieve la jueza –y no fue controver-
tido en forma eficaz por el apelante–, la notificación de 
la resolución 858/12, practicada el 31 de mayo de 2012, 
expresamente anoticiaba a su destinatario del modo en que 
ese acto podía ser impugnado (“recurso de apelación –de-
bidamente fundado– ante el Consejo Superior”) y el plazo 
para interponerlo (“dentro de los diez [10] días, conta-
dos desde la notificación”) (fs. 76). Pese a ello, el actor 
omitió ajustar su proceder a lo allí indicado, cuestionán-
dolo directamente en sede judicial, mediante ampliación 
de demanda, transcurridos más de cuatro meses desde su 
notificación.

VIII. Que, por lo que se lleva dicho, en autos no se en-
cuentra habilitada la instancia judicial. Sólo resta señalar 
que no resulta adecuado adoptar una solución diferencia-
da como la sugerida por el fiscal general subrogante, de 
modo tal que el presente proceso pudiera resultar apto 
para dilucidar una supuesta negligencia denunciada por 
el actor por la pérdida de las actas de examen corres-
pondientes al CBC. En efecto, tal posibilidad encuentra 
obstáculo en la imposibilidad de conocer por esta vía un 
aspecto directamente vinculado con la “causa” de la reso-
lución 858/12. 

De igual modo, tampoco podría sobrevivir el proceso 
con relación al pedido del actor para que “se ordene la en-
trega de historial académico solicitado oportunamente” (v. 
escrito de apelación de fs. 101 vta./102). En efecto, si por 
“historial académico” se refiere a otras actas de estudio 
distintas a las del CBC, esa pretensión claramente excede 
los términos en que la demanda y su ampliación fueron 
planteadas.

IX. Que, por último y para dar completa respuesta a 
los planteos del apelante, conviene recordar que el cum-
plimiento de los recaudos de admisibilidad forman parte 
de las exigencias para demandar judicialmente a la Uni-
versidad, resultando aplicable a su respecto el carácter de 
“presupuesto procesal”, verificable “de oficio” por el juez, 
de modo semejante a cuando se demanda al propio Estado 
(conf. art. 31 de la ley 19.549, sustituido por art. 12 de la 
ley 25.344, y Fallos: 322:73 y cctes.).

X. Que, el Tribunal hace notar que en el sub lite solo 
dedujo demanda P. C. J., razón por la cual se debe su-
primir en la carátula del expediente la referencia a “Y 
OTRO”, por no corresponder.

En virtud de lo expuesto, habiendo dictaminado el Fis-
cal General subrogante, el Tribunal resuelve: rechazar el 
recurso del actor y confirmar la resolución apelada. Sin 
costas, por ausencia de contraparte.

Regístrese, notifíquese –al Fiscal General subrogante 
en su público despacho– y devuélvase. – Rogelio W. Vin-
centi. – Jorge E. Morán. – Marcelo D. Duffy.

Recurso de Inaplicabilidad de 
Ley (Provincia de Buenos Aires): 
Educación: pedido de informes; cantidad de 
días sin clase por ausencia de docentes; in-
contestación; amparo; rechazo en primera 
instancia; arbitrariedad; derecho a la informa-
ción; fundamento; reconocimiento y aplica-
ción práctica; amplitud; ley 12.475 y decreto 
2549/04; interpretación. 

	 1	– Corresponde revocar la sentencia impugnada haciendo lu-
gar a la demanda promovida y condenando, en consecuencia, 
a la Dirección General de Cultura y Educación de la Provin-
cia de Buenos Aires para que en el perentorio plazo de quince 
días ponga a disposición de la Asociación por los Derechos 
Civiles la información requerida relacionada con la cantidad 
de días de clases no dictadas por ausencia de docentes en 
determinadas escuelas públicas.

	 2	– Asiste razón a la Asociación por los Derechos Civiles cuan-
do afirma que el juicio del tribunal de grado vació de conte-
nido la exigibilidad al Estado, en tiempo y forma, del derecho 
de acceso a la información pública, en los términos reconoci-
dos por la Constitución Nacional, la provincial y los tratados 
internacionales. Ello es así, pues la acción de amparo incoa-
da ante el silencio de la Dirección General de Cultura y Edu-
cación de la Provincia de Buenos Aires a fin de que ponga a 
su disposición la información requerida, relacionada con la 
cantidad de días de clases no dictadas por ausencia de do-
centes en determinadas escuelas públicas, fue rechazada con 
fundamento en que dicho supuesto no encuadra en el marco 
del art. 7º de la ley 12.475, por considerar que dicho plazo 
se refiere al acceso a aquella información que requiera de 
simples procesos manuales o informáticos, pero no conlleva 
la obligación de generar información elaborada a la medida 
del solicitante, y, mucho menos, en un plazo que a todas luces 
resulta evidentemente exiguo a tales fines.

	 3	– En la especie, en tanto la autoridad administrativa, lisa 
y llanamente, rehusó responder el pedido de información o 
explicitar los motivos que demandaban un plazo mayor para 
proveer la respuesta, comprometió el derecho de acceso a la 
información de la asociación actora. Ante estas circunstan-
cias, la interpretación otorgada por la Cámara a las normas 
adjetivas que instrumentan el procedimiento que viabiliza el 
ejercicio del derecho –art. 7º de la ley 12.475– fue incorrec-
ta, e importa su desconocimiento, ya que tiene como efecto 
directo convalidar un incumplimiento sine die del mandato 
constitucional a la entrega de la información pública que po-
see el Estado.

	 4	– La ley 12.475 y el decreto 2549/04 deben interpretarse en 
el contexto del amplio reconocimiento constitucional del de-
recho de acceso a la información pública. En este sentido, la 
norma contempla condiciones bajo las que puede ejercerse el 
derecho –art. 7º de la ley 12.475– y, si el motivo por el cual 
no puede brindarse la información solicitada lo constituye 
la circunstancia de que los datos necesarios se encuentran 
en proceso de relevamiento o requieren una modalidad de 
pesquisa que excede la mera recopilación informática, debe 
hacerlo saber al interesado dentro del término de ocho días 
establecido por la reglamentación.

	 5	– El art. 14 del Anexo I del decreto 2549/04 –reglamentario 
de la ley 12.475– no solo impone la obligación que permite 
el goce del derecho de acceso a la información pública, sino 
que también articula eventualidades que pueden, en la prác-
tica, dificultar el cumplimiento del mandato por el órgano 
administrativo. Así, en su caso, podrá hacer uso de la prórro-
ga prevista, mas informando concretamente al peticionante 
el motivo por el cual no ha podido ponerse a disposición la 
información requerida, lo que conduce a afirmar que, si la 
Administración no expresa las circunstancias excepcionales 
que le impiden brindar la información en el tiempo previsto 
en la reglamentación, su conducta queda marginada de la 
legalidad.

	 6	– El fundamento central del derecho de acceso a la infor-
mación de todo ciudadano radica en el derecho que tiene 
toda persona de conocer la manera en que los gobernantes y 
funcionarios públicos se desempeñan. Adunó que, en tanto se 
trate de datos de incumbencia al interés público y que hacen 
a la transparencia y la publicidad de la gestión de gobierno, 
en su accesibilidad reposan los pilares fundamentales de una 
sociedad que se precie de ser democrática (del voto de los 
doctores Soria, de Lázzari e Hitters).

	 7	– Además de su relevancia en sí, el valor instrumental del 
derecho de acceso a la información, en orden a la libertad 
de expresión y al conocimiento de la cosa pública, justifica la 
predicada amplitud en cuanto a su reconocimiento y consa-
gración práctica (del voto de los doctores Soria, de Lázzari 
e Hitters). 

	 8	– Corresponde concluir que no hubo de parte de la deman-
dada una denegatoria tácita por el transcurso del tiempo, en 
tanto no se encontraba obligada a hacer expresa mención a 
las circunstancias excepcionales que le impedían brindar la 
información, porque las causas por las que el suministro de 
dicha información requería de mayor tiempo de procesamien-
to no eran excepcionales, sino derivadas del contenido del 
propio pedimento (del voto de los doctores Genoud, Negri y 
Pettigiani).

	 9	– Los plazos previstos en el art. 14 del Anexo I del decreto 
2549/04 se refieren a documentos administrativos confeccio-
nados, y no a aquellos que requieran de un procesamiento, 
como ocurre en el caso de autos; más aún, el art. 20 del 
Anexo I del decreto citado establece que la Administración no 
se encuentra obligada a crear o producir documentos, salvo 
que el Estado se encuentre obligado a ello. En consecuencia, 
el a quo concluyó con acierto que el plazo previsto por el art. 
7º de la ley 12.475 no resulta aplicable al sub lite, por refe-
rirse al acceso a documentos existentes que requieren simples 
procesos de expedición (del voto de los doctores Genoud, 
Negri y Pettigiani).

	10	– La denegación expresa o tácita al acceso a la información 
pública está equiparada a la impugnación de un acto admi-
nistrativo que puede ser cuestionado tanto en sede adminis-
trativa, a través de los recursos previstos en la Ley de Proce-
dimientos Administrativos, como en sede judicial, a través de 
las acciones contempladas en el Código Contencioso Admi-
nistrativo y en la Ley de Amparo provincial, y la utilización 
de cualquiera de las vías impugnatorias indicadas trae apa-
rejadas las cargas probatorias pertinentes en cada caso. Por 
ese motivo, la referencia a la acción de amparo contenida en 
el art. 8º de la ley 12.475 no releva en absoluto al amparista 
de la carga de acreditar en juicio sumarísimo el cumplimien-
to de todos y cada uno de los recaudos que hacen procedente 
la mentada acción (del voto de los doctores Genoud, Negri 
y Pettigiani).

	11	– La mera referencia al art. 8º de la ley 12.475 no constituye 
una presunción iuris et de iure de la ilegalidad o arbitrarie-
dad manifiesta del obrar estatal. Esa interpretación condu-
ciría a admitir la consagración por la ley citada de una ac-
ción de amparo sui generis, inteligencia que indudablemente 
no surge del texto de la ley ni de su decreto reglamentario 
(del voto de los doctores Genoud, Negri y Pettigiani). 
M.M.F.L.

899 – SC Buenos Aires, diciembre 29-2014. – Asociación por los 
Derechos Civiles c. Dirección General de Cultura y Educación. Amparo. 
Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de ley.

En la ciudad de La Plata, a 29 de diciembre de dos 
mil catorce, habiéndose establecido, de conformidad con 
lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse 
el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Negri, 
Soria, Kogan, Pettigiani, de Lázzari, Hitters, se reúnen los 
señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo 
ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la cau-
sa A. 70.571, “Asociación por los Derechos Civiles con-
tra Dirección General de Cultura y Educación. Amparo. 
Recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad de 
ley”.

Antecedentes

I. La Cámara de Apelación en lo Contencioso Admi-
nistrativo con asiento en La Plata rechazó el recurso de 
apelación interpuesto por la actora y confirmó la sentencia 
de primera instancia que declaró la improcedencia de la 
acción de amparo incoada (fs. 126/131).
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II. Contra ese pronunciamiento, la accionante dedu-
jo recursos extraordinarios de nulidad e inaplicabilidad 
de ley (fs. 134/156 vta.), los que fueron concedidos (fs. 
158/159).

III. Por resolución del 29-VI-2011 la Suprema Corte 
declaró la improcedencia del recurso extraordinario de nu-
lidad interpuesto y, por mayoría, intimó a la actora para 
que acredite el cumplimiento de la exigencia prevista en 
el primer apartado del art. 280 del Código Procesal Civil 
y Comercial, bajo apercibimiento de declarar desierto el 
remedio intentado (fs. 166/169 vta.).

IV. Cumplida tal intimación con la boleta de depósi-
to acompañada, dictada la providencia de autos (fs. 176), 
agregados los memoriales de ambas partes (fs. 185/195 
–actora– y fs. 196/203 –demandada–) y encontrándose la 
causa para dictar sentencia, corresponde plantear y votar 
la siguiente cuestión:

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabili-
dad de ley o doctrina legal interpuesto?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud 
dijo:

I.1. En autos, el presidente de la Asociación por los 
Derechos Civiles, entidad sin fines de lucro, cuyo obje-
to social de acuerdo a su estatuto es la promoción de los 
derechos fundamentales de las personas en situaciones de 
amenaza a través de los mecanismos legales previstos en 
el sistema constitucional mediante actuaciones adminis-
trativas o judiciales (ver Estatuto a fs. 5/15), dedujo acción 
de amparo a fin de que se condene a la Dirección General 
de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires 
a brindar la información oportunamente requerida, rela-
cionada con la cantidad de días de clases no dictadas en 
determinadas escuelas por ausencia de los docentes (fs. 
32/48).

2. La Jueza de primera instancia rechazó la acción in-
tentada con fundamento en lo dispuesto por los arts. 1 y 2 
de la ley 7166 –texto según dec. ley 7261/1966–. Sostuvo 
que la arbitrariedad e ilegalidad manifiesta requerida por 
la ley no se encontraba configurada (fs. 99/103).

3. La Cámara de Apelación en lo Contencioso Admi-
nistrativo con asiento en La Plata confirmó la sentencia de 
primera instancia que rechazó la acción de amparo inter-
puesta (fs. 126/131).

Para así decidir, señaló que la vía articulada no reunía 
los recaudos de procedencia exigidos por los arts. 1 y 2 de 
la entonces vigente ley 7166. Sostuvo que la actuación de 
la autoridad administrativa no permitía tener por configu-
rados los presupuestos que habilitan la acción escogida, 
toda vez que para brindar la información requerida la Ad-
ministración debía realizar un relevamiento de datos en 
treinta y seis establecimientos educativos. Destacó que, 
en el caso, la demora o falta de contestación actual no 
evidenciaba afectación al derecho de acceso a la informa-
ción ni implicaba negación del reclamo. Tampoco consti-
tuía una conducta manifiestamente ilegal o arbitraria (fs. 
126/131).

II. Contra ese pronunciamiento, la accionante deduce 
recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.

Alega la incorrecta interpretación de los arts. 7 y 8 
de la ley 12.475; 8, 14, 17 y 19 del Anexo I del decreto 
2549/2004; 1 y 2 de la ley 7166; 12 de la Constitución 
provincial; 1, 14 y 75 inc. 22 de la Constitución nacio-
nal; 13 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos; 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos y 19 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos.

Asimismo denuncia absurdo en la ponderación de las 
constancias de la causa y en las obligaciones a cargo del 
Estado provincial.

Los argumentos traídos por la recurrente son los si-
guientes:

a. Que la sentencia atacada vacía completamente de 
contenido la exigibilidad al Estado, en tiempo y forma, 
del derecho de acceso a la información pública que poseen 
todos los individuos y que se encuentran expresamente 
reconocidos en la Constitución.

b. Que la interpretación de la normativa de acceso a la 
información que realizó la Cámara establece un plazo sine 
die para el cumplimiento del mandato constitucional a la 
entrega de la información pública que posee el Estado y 
desnaturaliza la vía judicial para su reclamo efectivo.

c. Que si el motivo por el cual la Administración no 
puede brindar la información solicitada lo constituye la 
circunstancia de que los datos requeridos se encuentran 
en proceso de relevamiento, debe informarlo al peticio-
nante dentro del término de ocho días para dar estricto 
cumplimiento a lo dispuesto por el art. 14 del Anexo I del 
decreto 2549/2004 o, eventualmente, hacer uso de la pró-
rroga informando al peticionante el motivo por el cual no 
ha podido ponerse a disposición la información solicitada. 
Esto es, debe hacer expresa mención a las circunstancias 
excepcionales que le impiden brindar la información.

d. Que los jueces no pueden apartarse del contenido 
de la ley y decidir en qué casos imposibilitar el acceso a 
la vía judicial que el legislador creó expresamente para el 
reclamo de información pública en supuestos de denega-
toria.

e. Que la interpretación contenida en el fallo recurrido 
pondría en grave riesgo la operatividad del derecho de ac-
ceso a la información, ya que la denegatoria que habilita la 
procedencia del amparo sólo quedaría configurada por una 
negación expresa o cuando en el caso concreto la entrega 
de información dependa de un simple proceso manual o 
informático.

f. Que la ley 12.475 ha creado una presunción iuris et 
de iure en lo que respecta a la viabilidad de la acción de 
amparo en casos de denegación de información solicitada 
a los organismos públicos.

III. El recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley 
interpuesto no prospera.

1. Inicialmente, cabe reparar que, descartado el cues-
tionamiento introducido por la accionada acerca de la le-
gitimación activa de la asociación actora, no fue motivo 
de discusión en las instancias jurisdiccionales previas el 
derecho que asiste al reclamante de solicitar la informa-
ción pública requerida en el marco de los principios y ga-
rantías que dimanan de los arts. 15 y 20 de la Constitución 
provincial, 1 y concs. de la ley 12.475 y su decreto regla-
mentario.

Ello es así, teniendo en consideración que, en la espe-
cie, el ejercicio del derecho a la información tiene como 
finalidad directa controlar la actividad gubernamental en 
materia de educación pública (fs. 40).

2. En cuanto al derecho al acceso a la información pú-
blica, cabe tener presente en lo pertinente lo resuelto re-
cientemente por la Corte Suprema de la Nación en la cau-
sa A.917.XLVI “Asociación Derechos Civiles c/ Estado 
Nacional –PAMI– (dto. 1172/03) s/ amparo ley 16.986”, 
sentencia del 4 de diciembre de 2012, a cuyos fundamen-
tos, en honor a la brevedad, remito.

3. En cambio, en la especie, la cuestión controversial 
se debate en torno al trámite administrativo que confirió la 
autoridad estatal a la petición efectuada por la asociación 
actora.

Entiendo que las constancias del expediente adminis-
trativo no exhiben un comportamiento reprochable de la 
Administración, que ocasione un menoscabo cierto del de-
recho de información, en el caso, íntimamente vinculado 
al ejercicio y defensa del derecho fundamental a la educa-
ción (ver fs. 46 y sigts. expte. adm. 5800-285.986/07 –in-
forme elaborado por la Dirección de Gestión Institucional 
- Dirección Provincial de Educación Secundaria–, conf. 
informe circunstanciado de fs. 86/90 de la causa).

Llega indiscutido que el día 17 de septiembre de 2007 
el accionante peticionó ante la Dirección General de Cul-
tura y Educación –Dirección de Educación Secundaria– 
(fs. 50/52) se informe acerca de “cuántos días de clase no 
tuvieron los alumnos de los establecimientos mencionados 
en el Anexo I (...) por ausencia de docentes”, solicitud que 
dio origen a la formación del expediente administrativo 
5800-285.986/07 agregado sin acumular a estos autos.

Como surge del informe circunstanciado obrante a fs. 
86/90 de la causa, la información peticionada por la actora 
suponía un proceso de relevamiento de datos de 36 esta-
blecimientos educativos de diversos distritos de la Provin-
cia respecto a un año lectivo todavía en curso. Ello signi-
fica, como afirma la accionada, que lo solicitado no era un 
documento administrativo existente sino un documento a 
crearse con el singular contenido y alcance indicado.

Contrariamente a lo sostenido por la recurrente, no hu-
bo de parte de la demandada una denegatoria tácita por el 
transcurso del tiempo. Ello es así, en tanto no se encontra-
ba obligada a hacer expresa mención a las circunstancias 
excepcionales que le impedían brindar la información, 

porque las causas por las que el suministro de dicha infor-
mación requería de mayor tiempo de procesamiento, no 
eran excepcionales sino derivadas del contenido del propio 
pedimento.

Los plazos previstos en el art. 14 del Anexo I del de-
creto 2549/2004 se refieren a documentos administrativos 
confeccionados y no a aquellos que requieran de un proce-
samiento como ocurre en el caso de autos.

Más aún, el art. 20 del Anexo I del decreto citado es-
tablece que la Administración no se encuentra obligada a 
crear o producir documentos, salvo que el Estado se en-
cuentre obligado a ello.

En consecuencia, el a quo concluyó con acierto que 
el plazo previsto por el art. 7 de la ley 12.475 no resulta 
aplicable al sub lite, por referirse al acceso a documentos 
existentes que requieren simples procesos de expedición.

4. En otro orden, y sin perjuicio de considerar que en el 
caso no hubo denegatoria expresa ni tácita por parte de la 
Administración, corresponde analizar los carriles de im-
pugnación posibles en el marco de la ley 12.475 de acceso 
a la información pública.

El art. 8 de la ley 12.475 establece que contra las deci-
siones que denieguen el derecho de acceso a documentos, 
o en el supuesto previsto en el art. 7, podrá interponerse 
acción de amparo.

A su vez, el art. 18 del Anexo I del decreto 2549/2004 
completa la cuestión, estableciendo que podrán interpo-
nerse los recursos administrativos y/o acciones que el or-
denamiento jurídico permita.

De allí que la denegación expresa o tácita al acceso a 
la información pública, está equiparada a la impugnación 
de un acto administrativo que puede ser cuestionado tanto 
en sede administrativa a través de los recursos previstos en 
la Ley de Procedimientos Administrativos, como en sede 
judicial a través de las acciones contempladas en el Có-
digo Contencioso Administrativo y en la Ley de Amparo 
provincial.

Ahora bien, la utilización de cualquiera de las vías im-
pugnatorias indicadas trae aparejadas las cargas probato-
rias pertinentes en cada caso.

Por ese motivo, la referencia a la acción de amparo con-
tenida en el art. 8 de la ley citada, no releva en absoluto 
al amparista de la carga de acreditar en juicio sumarísimo 
el cumplimiento de todos y cada uno de los recaudos que 
hacen procedente la mentada acción.

Resulta errónea, pues, la interpretación ensayada por la 
recurrente al pretender que aquella referencia constituye 
una presunción iuris et de iure de la ilegalidad o arbitrarie-
dad manifiesta del obrar estatal.

Esa interpretación conduciría a admitir la consagración 
por la ley 12.475 de una acción de amparo sui generis, 
inteligencia que indudablemente no surge del texto de la 
misma ni de su decreto reglamentario.

Asimismo, con el alcance propuesto por la recurrente, 
toda denegatoria al acceso a información pública podría 
presumirse –sin admitir prueba en contrario– ilegítima o 
arbitraria. Presunción que a mi criterio se disipa con la 
expresa regulación de los casos en los que a la Adminis-
tración le está vedado otorgar el derecho de acceso a do-
cumentos (arts. 2 y 6 de la ley 12.475 y 16, Anexo I de su 
decreto reglamentario).

Sería un contrasentido inadmisible sostener frente a 
ello que, aun existiendo supuestos de denegatorias legíti-
mas, todas se presumen manifiestamente ilegítimas o ar-
bitrarias.

Así es que asiste razón al sentenciante al sostener que 
el obrar de la demandada no puede ser encuadrado como 
manifiestamente ilegítimo o arbitrario, por cuanto la mis-
ma no denegó el pedido efectuado y la elaboración y pro-
cesamiento de los datos requeridos justificaban un tiempo 
mayor al exiguo plazo pretendido por la amparista.

Máxime, cuando el motivo invocado por la peticionante 
para fundar su interés en la información solicitada, fue 
la realización de un trabajo de investigación respecto del 
cual no se alegó ni probó razón de urgencia alguna (fs. 41, 
expte. adm. 5800-285.986/07), evidenciando una despro-
porción entre la complejidad de procesamiento de la infor-
mación requerida y la falta de urgencia de la misma por un 
lado y la pretensión de la peticionante de obtenerla en un 
plazo tan exiguo e irrazonable.

Entiendo que el plazo transcurrido entre el pedido de 
información (17-IX-2007; fs. 41, expte. adm. cit.) y la ini-
ciación del proceso de autos (12-XI-2007; conf. cargo de 
fs. 47 vta.) –menos de dos meses– cuando ni siquiera ha-
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bía finalizado el ciclo lectivo respecto del cual se peticio-
naba la información, resulta insuficiente para reprochar un 
obrar ilegítimo o arbitrario a la Administración.

4. [sic] Finalmente, considero que el absurdo en la pon-
deración de las constancias de la causa y en las obligacio-
nes a cargo del Estado provincial que la recurrente endilga 
al sentenciante, es un ataque sólo aparente, en tanto no 
explica de qué circunstancias y razonamientos dimana el 
vicio que denuncia.

La mera discrepancia con la sentencia no conforma ba-
se idónea para los agravios, ni constituye un absurdo que 
dé lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de 
ley, puesto que dicha anomalía queda configurada cuando 
media cabal demostración de su existencia y sólo el error 
palmario y fundamental autoriza la apertura de la casación 
para el examen de cuestiones de hecho y prueba (conf. 
Ac. 41.465, sent. del 1-VIII-1989 en “Acuerdos y Senten-
cias”, 1989-II-756; Ac. 68.634, sent. del 17-XI-1999; Ac. 
71.478, sent. del 16-II-2000; A. 71.709, sent. del 29-II-
2000, Ac. 91.554, sent. del 29-III-2006).

Y cuando se impugna una tarea propia de las instancias 
ordinarias –valoración de prueba– deviene imprescindible 
demostrar fehacientemente que el procedimiento lógico 
jurídico empleado por el juzgador resulta irrazonable y 
contradictorio con las circunstancias de la causa (conf. Ac. 
50.167, sent. del 6-IV-1993, Ac. 56.490, sent. del 15-XI-
1994; Ac. 51.683, sent. del 7-II-1995; Ac. 56.510, sent. del 
14-II-1995; Ac. 59.875, sent. del 20-II-1996 y Ac. 91.554, 
antes citada), extremos que no concurren en la especie.

IV. Por todo lo expuesto, corresponde rechazar el recur-
so de inaplicabilidad de ley interpuesto (art. 289 incs. 1 y 
2, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.
Costas al recurrente vencido (arts. 19, ley 13.298 y 289 

in fine, C.P.C.C.).

El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamen-
tos del señor Juez doctor Genoud, votó también por la 
negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. Por los motivos que seguidamente desarrollo, me 
aparto de la opinión de los colegas que me preceden en la 
votación.

Sucintamente expuestos los antecedentes, la Cáma-
ra confirmó el fallo de primera instancia que rechazó la 
acción considerando que la conducta desplegada por la 
Dirección General de Cultura y Educación no exhibía las 
notas de arbitrariedad o ilegalidad manifiestas requeridas 
por los arts. 1 y 2 de la entonces vigente ley 7166. Afirmó 
que para brindar la información requerida, la autoridad 
administrativa debía realizar un relevamiento de datos en 
treinta y seis establecimientos educativos. En virtud de 
ello, consideró que la demora o falta de contestación ac-
tual no configuró una afectación al derecho de acceso a la 
información, ni implicó negación del reclamo.

En su recurso extraordinario, la parte actora cuestiona 
este razonamiento. Afirma que el a quo interpretó inco-
rrectamente y violó los arts. 7 y 8 de la ley 12.475; 8, 
14, 17 y 19 del Anexo I del decreto 2549/04; 1 y 2 de 
la ley 7166; 12 de la Constitución provincial; 1, 14 y 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional; 13 de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos; 19 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 19 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos. A su vez, 
denuncia absurdo.

2. El recurso extraordinario prospera.
a. La Asociación por los Derechos Civiles solicitó el 

17-IX-2007 a la Dirección General de Cultura y Educa-
ción de la Provincia de Buenos Aires información rela-
cionada con la cantidad de días de clases no dictadas, por 
ausencia de docentes, en determinadas escuelas públicas 
de Florencio Varela, Villa Vatteone y Mariano Moreno.

La autoridad administrativa no respondió al interesado 
tal requerimiento.

En el informe producido con motivo de esta acción de 
amparo –fechado el 21-XII-2007– se expresa que “los da-
tos solicitados ... se encuentran en la actualidad en proceso 
de relevamiento distrital y regional; por cuanto los funda-
mentos expuestos por la misma ameritan que la evaluación 
se realice por ciclo lectivo completo, entendiéndose que el 
mismo comprende el año 2007, atento la falta de especifi-
cación”. Agrega que “los datos solicitados deben recabar-

se en forma individual en cada uno de los establecimien-
tos seleccionados por la presentante, razón por la cual y 
sobre la base de la reciente finalización del ciclo lectivo, 
la requisitoria se encuentra en término administrativo de 
contestación conforme los artículos 78 y 79 del dec. ley 
7647/70, no pudiendo presumirse en esta instancia la exis-
tencia de resolución denegatoria” (v. fs. 46, expte. adm.).

Finalmente, no hay constancias en el expediente refe-
ridas a que, al día del dictado de la presente sentencia, la 
Dirección General de Cultura y Educación haya puesto a 
disposición de la Asociación actora la información peti-
cionada.

b. La Cámara afirmó que la información pretendida “re-
quiere por su dispersión de un razonable margen de tiem-
po para recabar y procesar los datos que debieron com-
putarse para llegar a una conclusión fidedigna (...) que la 
propia magnitud de la información solicitada, impide en-
cuadrar la ausencia de respuesta en tiempo por parte de la 
administración en una conducta manifiestamente arbitraria 
o ilegal. A partir de ello, no es posible encuadrar dicho su-
puesto en el marco del art. 7 de la ley 12.475, pues dicho 
plazo se refiere al acceso de aquella información que re-
quiera de simples procesos manuales o informáticos, pero 
de ningún modo, conlleva la obligación de generar infor-
mación elaborada, a la medida del solicitante, y mucho 
menos, en un plazo que a todas luces resulta evidentemen-
te exiguo a tales fines” (v. fs. 128 vta.).

c. Pues bien, asiste razón a la Asociación accionante 
cuando afirma que el juicio del tribunal de grado vacía de 
contenido la exigibilidad al Estado, en tiempo y forma, del 
derecho de acceso a la información pública, en los térmi-
nos reconocidos por la Constitución Nacional, la provin-
cial y los tratados internacionales. Veamos.

i] La Constitución Nacional, desde su Preámbulo y art. 
1º, al igual que la Constitución provincial, establecen el 
principio republicano de gobierno; una de cuyas manifes-
taciones primordiales reside en la exigencia de publicidad 
de los actos de las autoridades del Estado. Con ello se 
procura que los ciudadanos puedan conocer los actos de 
gobierno, como modo de controlar a sus representantes, 
condición inherente a la democratización del poder.

Así, por regla general, toda persona ha de tener acceso 
a la información pública. La Constitución Nacional prevé 
implícitamente este derecho en los enunciados generales 
de los arts. 1 y 33, dentro del contenido ínsito en la li-
bertad de expresión (art. 14) y en algunos campos en los 
que la información es peculiarmente necesaria (v. gr., arts. 
38, 41 y 42). Y análoga consagración surge de los trata-
dos internacionales que revisten jerarquía constitucional 
de acuerdo al art. 75 inc. 22. La Convención Americana 
sobre Derechos Humanos prevé en su art. 13 el derecho 
de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole; la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
en su art. 19.1, refiere al derecho de investigar y recibir in-
formación; el Pacto Internacional de los Derechos Civiles 
y Políticos consagra en su art. 19.2 el derecho de buscar, 
recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. A 
su turno, la Convención Americana contra la Corrupción, 
ratificada por ley 24.759, promueve la aplicabilidad de 
medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas 
para la contratación de funcionarios públicos que aseguren 
la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas (art. 
III.5; además v. Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción, ratificada por la ley 26.097, art. 10).

De igual modo, la Constitución provincial prevé expre-
samente en su art. 12 inc. 4º el derecho de toda persona a 
la información y a la comunicación (además, v. arts. 1, 11 
y 38).

ii] Estos postulados normativos han permitido a la Cor-
te Suprema de Justicia de la Nación reconocer el derecho 
de acceso a la información en poder del Estado a todo 
ciudadano; pues su fundamento central radica en el dere-
cho que tiene toda persona de conocer la manera en que 
los gobernantes y funcionarios públicos se desempeñan. 
Adunó que en tanto se trate de datos de incumbencia al in-
terés público y que hacen a la transparencia y a publicidad 
de la gestión de gobierno, en su accesibilidad, reposan los 
pilares fundamentales de una sociedad que se precie de ser 
democrática (C.S.J.N., A. 917. XLVI, “Asociación Dere-
chos Civiles”, sent. de 4-XII-2012).

De ahí que este derecho evolucione progresivamente. 
Por sobre su formulación clásica, la adecuada publicidad 
de los actos importa una práctica que atañe a la “buena ad-
ministración” (Baena del Alcázar, M., “Sobre la idea euro-

pea de buena administración”, Noticias CEE, n.º 247-248, 
2005; Tomás Mallén, B., “El derecho fundamental a una 
buena administración”, INAP, Madrid, 2005; Ponce Solé, 
J., Deber de buena administración y derecho al procedi-
miento administrativo debido, Ed. Lex Nova, Valladolid, 
2001, pág. 126 y ss.; conf. González Calderón, Juan A., 
“Curso de Derecho Constitucional”, 6ª ed., Depalma, Bue-
nos Aires, 1975, p. 35) porque coadyuva a la transparencia 
de la gestión pública, fortalece la relación de confianza 
entre los ciudadanos y el Estado, facilita los controles del 
obrar público y estimula la eficiencia y efectividad de las 
administraciones. La opacidad, la reserva extrema o el se-
creto, por el contrario, reñidos con tales principios, dan 
lugar a diversos tipos de disfunciones, incompatibles con 
un Estado de derecho.

A su vez, a más de su relevancia en sí, el valor ins-
trumental del derecho de acceso a la información, en or-
den a la libertad de expresión (v. doct. C.S.J.N., Fallos 
330:3908) y al conocimiento de la cosa pública, justifica 
la predicada amplitud en cuanto a su reconocimiento y 
consagración práctica (v. en sentido coincidente Corte In-
teramericana de Derechos Humanos, caso “Claude Reyes 
vs. Chile”, sent. de 19-IX-2006; Corte Suprema de los Es-
tados Unidos, “New York Times vs. Sullivan”, 376 U.S. 
254, 1964, vinculando la amplia protección del derecho a 
la información con la libertad de expresión y el sistema de 
gobierno de la democracia representativa).

iii] El acceso a la información y documentación públi-
cas recibe un amplio reconocimiento en el ordenamiento 
jurídico.

En el orden nacional, el decreto 1172/2003 del Poder 
Ejecutivo y, por ejemplo, las Acordadas 37/03, 1/04, 2/04 
y 17/06 de la Corte Suprema de la Nación, ponen de ma-
nifiesto ese abordaje favorable. En el ámbito de la Provin-
cia, el decreto 2549/2004 se ha alineado en esta dirección 
expresando en sus considerandos que “...la disponibilidad 
de más y mejor información y una mayor transparencia 
en las actuaciones son elementos vitales para entablar un 
debate público bien orientado y para incrementar la con-
fianza de la ciudadanía en el funcionamiento de la gestión 
pública”.

De su lado, la ley 12.475 reconoce el derecho de acce-
so a los documentos administrativos provenientes de los 
órganos del Estado provincial a quienes invoquen un inte-
rés legítimo, expresión ésta que, lejos de interpretarse en 
modo limitativo, ha de ser armonizada con el contenido de 
los otros textos normativos, sobre todo aquellos de supe-
rior jerarquía, arriba aludidos, que determinan el alcance 
jurídico del derecho. Desde esta perspectiva, la ley citada 
establece un piso mínimo de protección y, por tanto, no 
obsta la mayor extensión con que las facultades informati-
vas son reconocidas de acuerdo a otras fuentes normativas. 
Ello explica la amplitud del decreto 2549/2004 (B.O., 21-
III-2005), que reglamentó la citada ley en el ámbito del 
Poder Ejecutivo, en cuanto confiere a toda persona el ac-
ceso a documentos administrativos de naturaleza pública 
“...sin necesidad de alegar fundamento o causa ni acreditar 
derecho o interés alguno”.

Más aún, el criterio rector, que mejor armoniza con el 
máximo rendimiento posible de los derechos y principios 
constitucionales implicados, es aquel conforme al cual la 
información generada o controlada por las autoridades es-
tatales se presume pública y la carga de fundar una excep-
ción a esta presunción recae sobre el ente gubernamental 
(v. decreto nacional 1172/2003; decreto 2549/2004, cit.; 
entre otros; a nivel internacional, v. Informe Anual de la 
Relatoría para la Libertad de Expresión de la O.E.A., año 
2004, Cap., IV, sobre Acceso a la Información; Freedom of 
Information Act de los Estados Unidos, del año 1966, con 
sus reformas cfr. U.S. Code [2009], http://www4.1avv.cor-
nell.edu/uscode/5/552.html, entre otros).

3. En la especie, en tanto la autoridad administrativa 
lisa y llanamente rehusó responder el pedido de informa-
ción o explicitar los motivos que demandaban un plazo 
mayor para proveer la respuesta, comprometió el derecho 
de acceso a la información de la asociación actora. Ante 
estas circunstancias, la interpretación otorgada por la Cá-
mara a las normas adjetivas que instrumentan el procedi-
miento que viabiliza el ejercicio del derecho, es incorrecta 
pues deviene en su desconocimiento.

i] Inicialmente, es fundado el agravio del recurrente 
cuando afirma que la decisión del a quo pone en riesgo la 
operatividad del derecho de acceso a la información pues 
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tiene como efecto directo convalidar un incumplimiento 
sine die del mandato constitucional a la entrega de la in-
formación pública que posee el Estado.

Tal como viene exponiéndose en la presente, la ley 12.475 
y el decreto 2549/2009 [sic] deben interpretarse en el con-
texto del amplio reconocimiento constitucional del dere-
cho de acceso a la información pública. En este sentido, la 
norma contempla condiciones bajo las que puede ejercerse 
el derecho y así dispone el art. 7 que “[t]ranscurridos 30 
días hábiles sin que la autoridad se haya expedido, la soli-
citud se considerará denegada”.

Ahora bien, si el motivo por el cual no puede brindar 
la información solicitada lo constituye la circunstancia de 
que los datos necesarios se encuentran en proceso de re-
levamiento, o que requieren una modalidad de pesquisa 
que excede la mera recopilación informática, debe hacerlo 
saber al interesado dentro del término de ocho días esta-
blecido por la reglamentación.

El art. 14 del Anexo I del decreto 2549/2004 no ofrece 
dudas interpretativas en punto a esta conclusión. Allí se 
ordena que “[l]os sujetos enumerados en el art. 2º de este 
reglamento general están obligados a permitir el acceso 
a documentos administrativos en el momento en que les 
sea solicitados o proveerla en un plazo no mayor a ocho 
(8) días, sólo prorrogable ante circunstancias imprevisi-
bles o excepcionales que impidieran poner a disposición 
los documentos solicitados en el término aludido, en cuyo 
caso, y ante justificación razonable y cierta de las circuns-
tancias, podrá extenderse el plazo hasta diez (10) días, lo 
que debe ser comunicado a los interesados antes del venci-
miento del plazo regular”.

Como puede advertirse, la norma no sólo impone la 
obligación que permite el goce del derecho, sino que tam-
bién articula eventualidades que pueden, en la práctica, di-
ficultar el cumplimiento del mandato por el órgano admi-
nistrativo. Así, en su caso, podrá hacer uso de la prórroga 
prevista, mas informando concretamente al peticionante el 
motivo por el cual no ha podido ponerse a disposición la 
información requerida.

Ello conduce a afirmar, tal como indica el recurrente, 
que si la Administración no expresa las circunstancias ex-
cepcionales que le impiden brindar la información en el 
tiempo previsto en la reglamentación, su conducta queda 
marginada de la legalidad.

He de recordar que de acuerdo con un consolidado cri-
terio, la sujeción de las administraciones públicas al prin-
cipio de legalidad supone, entre otras cosas, que los actos 
y disposiciones que de aquéllas emanan se conformen con 
las normas y principios de jerarquía superior instituidos 
por órganos representativos de la voluntad general, que 
constituyen de tal modo la juridicidad de aquel actuar, así 
como que se correspondan con las reglas atributivas de la 
potestad para expedirlos (doct. causas B. 51.720, “Colos-
chi Hnos.”, sent. de 2-VIII-1994; B. 56.406, “Transporte 
del Oeste S.A.”, sent. de 16-V-2001; B. 57.761, “Strie-
beck”, sent. de 7-XI-2001). Indudablemente, en un Estado 
de derecho los órganos públicos, a la vez que imponen 
la observancia de ciertas reglas, deben someterse a ellas, 
para asegurar un adecuado equilibrio entre las prerroga-
tivas del poder y los derechos de las personas (conf. doct. 
causas B. 56.364, “Guardiola”, sent. de 10-V-2000 y B. 
57.328, “Supermercados Mayoristas Makro”, sent. de 31-
V-2006).

Pues bien, bajo los parámetros de la regulación indica-
da procura compatibilizar la operatividad del derecho con 
una razonable consideración de las posibilidades operati-
vas de la Administración, concluyo que la falta de respues-
ta por parte de la autoridad administrativa deviene ilegíti-
ma y violatoria del derecho de acceso a la información de 
la actora.

ii] La ilegitimidad constatada, que como queda dicho 
en el punto anterior encuadra en el art. 7 de la ley 12.475, 
habilita la acción de amparo de conformidad con el art. 8 
de la norma aplicable; a los efectos de articular una pre-
tensión procesal como la contenida en el escrito de inicio 
en las presentes actuaciones. De tal modo, la desestima-
ción del amparo en los términos efectuados por el a quo 
infracciona efectivamente las normas que rigen el caso.

4. Lo hasta aquí expuesto resulta suficiente para revo-
car la sentencia impugnada, haciendo lugar a la demanda 
promovida y condenando, en consecuencia, a la Dirección 
General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos 
Aires para que en el perentorio plazo de 15 días, ponga a 

disposición de la Asociación por los Derechos Civiles la 
información requerida el 17-IX-2 007.

La ejecución de lo resuelto en esta instancia quedará a 
cargo del tribunal de origen.

Costas a la demandada vencida en todas las instancias 
(arts. 19, ley 13.928 y 68 y 289, C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan 
dijo:

Adhiero a los puntos 1, 2 –hasta el punto i] inclusive–, 
3 y 4 del voto del doctor Soria, en tanto considero que 
resultan suficientes para revocar la sentencia impugnada.

En consecuencia, corresponde hacer lugar al amparo y 
ordenar a la Dirección General de Cultura y Educación de 
la Provincia de Buenos Aires que en el plazo perentorio de 
15 días, ponga a disposición de la Asociación por los De-
rechos Civiles la información solicitada en septiembre del 
2007. La ejecución de lo resuelto en esta instancia quedará 
a cargo del tribunal de origen.

Costas a la demandada vencida (arts. 19, ley 13.928, 68 
y 69 del C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani 
dijo:

Con apego a las particulares circunstancias de la causa 
y la insuficiencia del embate traído en el recurso extraordi-
nario de inaplicabilidad de ley que nos ocupa (art. 279 del 
C.P.C.C.), presto mi adhesión al voto del doctor Genoud.

Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores de Lázzari e Hitters, por 
los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, vo-
taron también por la afirmativa.

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayo-
ría, se revoca la sentencia impugnada, haciendo lugar a la 
demanda promovida y condenando, en consecuencia, a la 
Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia 
de Buenos Aires para que en el perentorio plazo de 15 
días, ponga a disposición de la Asociación por los Dere-
chos Civiles la información requerida el 17-IX-2007.

La ejecución de lo resuelto en esta instancia quedará a 
cargo del tribunal de origen.

Las costas se imponen a la demandada vencida en todas 
las instancias (arts. 19, ley 13.928 y 68 y 289, C.P.C.C.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase. – Luis E. Ge-
noud. – Héctor Negri. – Daniel F. Soria. – Hilda Kogan. 
– Eduardo J. Pettigiani. – Eduardo N. de Lázzari. – Juan 
C. Hitters (Sec.: Juan J. Martiarena).

Ciudad de Buenos Aires: 
Policía Metropolitana: armas de descarga 
eléctrica; uso; actos administrativos aproba-
torios; cuestionamiento; amparo; ciudadano; 
falta de legitimación activa; ausencia de caso 
o controversia; recurso de inconstitucionali-
dad; procedencia.

	 1	– El actor carece de legitimación para interponer la pre
sente acción de amparo tendiente a cuestionar la validez de 
los actos administrativos –resoluciones 1049/MJySGC/09 y 
20/MJySGC/10– mediante los cuales se aprobó la adquisi-
ción de armas de descarga eléctrica para la Policía Metro-
politana, pues ninguno de los derechos en que ha fundado su 
acción, es decir, el derecho a la vida, a la integridad física, a 
la salud y a la seguridad pública, le acuerdan el derecho de 
impugnación a cualquier ciudadano. Máxime que la CCBA 
no acuerda un derecho colectivo a impugnar actos adminis-
trativos, por lo cual la legitimación para la protección de de-
rechos e intereses de incidencia colectiva prevista con gran 
amplitud en el art. 14 de la CCBA, norma sobre cuya base se 
ha dado curso a la demanda, no debe ser extendida por fuera 
de lo que el constituyente contempló, ya que ello colocaría 
a un juez en posición de efectuar un control de los otros 
poderes en exceso de lo que le ha sido constitucionalmente 
atribuido.

	 2	– La pretensión del amparista de que se prohíba al Gobierno 
de la Ciudad dotar a la Policía Metropolitana de las armas 
de descarga eléctrica Taser por considerarlas instrumentos 

de tortura no constituye un caso por ser prematura, pues se 
trata de un planteo que parte de suponer un futuro uso inde-
bido de dichas armas, sin que el actor haya denunciado ha-
ber sido sometido ilegítimamente al uso de estas, las cuales, 
por otra parte, aún no han sido siquiera adquiridas. Máxime 
que una decisión judicial solo puede expedirse acerca de un 
conflicto entre un derecho y un uso ocurrido o programado 
efectivamente, y no acerca de empleos puramente conjetu-
rales, ya que ello implicaría invadir las atribuciones de los 
órganos políticos.

	 3	– Corresponde hacer lugar al recurso de inconstitucionali-
dad interpuesto por el Gobierno de la Ciudad y revocar la 
sentencia que le ordenó abstenerse de dotar a la Policía Me-
tropolitana de las armas de descarga eléctrica Taser, pues los 
agravios de la parte actora se fundan en meras especulacio-
nes y pronósticos futuros respecto de la posible afectación 
a derechos constitucionales por el uso indebido de dichas 
armas, que no alcanzan, por lo conjetural, para configurar 
un “caso” en los términos descriptos en los párrafos prece-
dentes (del voto de la doctora Inés Weinberg).

	 4	– Si bien lo conjetural e hipotético de los planteos del ampa-
rista respecto de su pretensión de que el Gobierno de la Ciu-
dad se abstenga de dotar a la Policía Metropolitana de las 
armas de descarga eléctrica Taser se traducen en la inexis-
tencia de un caso, causa o controversia que justifique la in-
tervención del Poder Judicial de la Ciudad, ello no importa 
emitir opinión –ni aprobatoria ni desaprobatoria– sobre la 
decisión del Poder Ejecutivo de implementar el uso de di-
chas armas Taser, sino –tan solo– hacer respetar el ámbito 
de actuación asignado a los jueces por la Constitución local, 
pues no es este el medio para conjurar peligros hipotéticos a 
los que eventualmente podrían verse sometidos los habitantes 
de la Ciudad por un uso indebido de las armas, ya que ello 
implicaría la arrogación de la definición de criterios y políti-
cas de seguridad pública que corresponden a los poderes de 
gobierno (del voto de los doctores Casás y Conde).

	 5	– Cabe rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpues-
to por el Gobierno de la Ciudad contra la sentencia que le 
ordenó abstenerse de dotar a la Policía Metropolitana de las 
armas de descarga eléctrica Taser, toda vez que su fundamen-
tación no alcanza a poner en crisis la sentencia recurrida ni 
introduce una cuestión constitucional. Tanto más que dicho 
decisorio satisface la obligación de tomar medidas eficaces 
para impedir actos de tortura en todo el territorio que esté 
bajo su jurisdicción, que le son impuestas al Estado por el 
art. 2º, inc. 1º, de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (del voto 
en disidencia de la doctora Ruiz). R.C.

900 – TSJ Ciudad Autónoma de Buenos Aires, marzo 6-2015. – P., C. 
c. GCBA s/amparo (art. 14, CCABA) s/recurso de inconstitucionalidad 
concedido.

Buenos Aires, 6 de marzo de 2015

Vistos: los autos indicados en el epígrafe, resulta:

1. El [sic] C. P. interpuso acción de amparo contra el 
Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (en adelante GC-
BA) con el objeto de que se impida la utilización de las 
armas denominadas “no letales” Taser X26, por parte de 
las fuerzas de seguridad del gobierno local, específica-
mente por parte de la Policía Metropolitana, por consistir 
las mismas un elemento de tortura. Como medida cautelar 
solicitó que se ordenara la suspensión de la utilización de 
tales armas que ya fueron adquiridas por el demandado 
para la Policía Metropolitana, hasta tanto se resuelva el 
fondo del amparo (fs. 1/23).

El GCBA contestó demanda y solicitó su rechazo (fs. 
265/272). Cuestionó la legitimación del actor, la existen-
cia de caso y el trámite de la acción por la vía del juicio 
de amparo. Señaló que no se plantean actos manifiesta-
mente ilegítimos, y que el actor cuestionaba la oportu-
nidad, mérito o conveniencia de una política pública que 
competía al Poder Ejecutivo fijar. Agregó que el RENAR 
considera que las pistolas Taser X26 son armas de uso 
civil “no letales”.

La jueza de grado hizo lugar a la demanda y ordenó 
al GCBA que se abstuviera de usar las armas Taser X26. 
También dejó sin efecto los actos administrativos “...que 
se hayan dictado a tales fines, tendientes a la adquisición 
de las mismas” (fs. 566/581 vuelta).

2. El GCBA interpuso recurso de apelación (fs. 582/595 
vuelta), que fue contestado por el Sr. P. a fs. 597/610.
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La Sala I de la Cámara de Apelaciones en lo Conten-
cioso Administrativo y Tributario recibió una audiencia en 
la que las partes expusieron y mantuvieron sus posiciones 
(fs. 620/621). Además ordenaron (fs. 623 y vuelta) y pro-
dujeron (fs. 624/848) medidas para mejor proveer.

La sentencia de Cámara (fs. 859/867) examinó los agra-
vios referidos a la falta de legitimación del actor (punto 
7), la aptitud de la vía del amparo (puntos 8 y 9), definió 
el marco normativo que consideró aplicable (punto 10) y 
revisó los cuestionamientos contra el fondo de la decisión 
(puntos 11 a 13), para concluir en el rechazo de la apela-
ción del GCBA, con costas.

3. El GCBA planteó recurso de inconstitucionalidad (fs. 
873/891 vuelta).

Afirmó que la sentencia de Cámara, al confirmar la de 
primera instancia en cuanto admitió encauzar por amparo 
la demanda planteada por quien carecía de “un interés le-
gítimo, propio, personal y no conjetural”, afectaba el de-
recho de defensa en juicio de la Ciudad (art. 13, CCBA). 
También planteó que la decisión vulneraba competencias 
propias y exclusivas de la Administración en materia de 
seguridad pública (arts. 34, 104 incs. 11 y 12, 105 inc. 6, 
CCBA), y, con ello, el principio republicano de división de 
poderes (art. 1, CCBA). Agregó que el fallo era, igualmen-
te, arbitrario.

El Sr. P. dio respuesta al recurso (fs. 896/904) que fue 
concedido por decisión (adoptada por mayoría) de la Sala 
interviniente (fs. 912/913 vuelta). El auto de concesión se-
ñaló que “...de los términos de la sentencia recurrida resul-
ta que, en lo sustancial, las cuestiones que fueron objeto 
de tratamiento y decisión en ella se refirieron al análisis 
del marco normativo vinculado con los derechos a la vida, 
la integridad física y la salud, ‘...protegidos tanto en la 
Constitución Nacional como en la de la Ciudad de Buenos 
Aires y en los tratados internacionales con jerarquía cons-
titucional (v. gr.: Declaración Americana de los Derechos 
del Hombre –arts. 1º y 11–, Declaración Universal de De-
rechos Humanos –art. 3º–, Convención Americana sobre 
Derechos Humanos –arts. 4º y 5º–, Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales –art. 12– y 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos –art. 
6º–)’ (v. considerando 10 de la sentencia de fs. 859/867).// 
Así, el análisis del alcance de lo dispuesto en el artículo 34 
de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, realiza-
do por el tribunal a la luz de las garantías constitucionales 
citadas (v. fs. 866 vta./867) y la afectación de una decisión 
política adoptada por la Administración en ejercicio de sus 
facultades, tornaría –en principio– procedente el remedio 
intentado” (fs. 912 vuelta, punto 6).

4. En su dictamen, la Fiscalía General Adjunta propició 
que se hiciera lugar al recurso y se revocara la sentencia 
impugnada, ya que “...el actor carece de legitimación pro-
cesal para iniciar esta acción” (fs. 923/927).

Fundamentos

El juez Luis Francisco Lozano dijo:

1. Empecemos por repasar la pretensión que dio inicio 
a estas actuaciones.

Según la Cámara, la petición de la parte actora consis-
tió en “...que se impid[iese] la utilización de las armas de-
nominadas ‘no letales’ Taser X26, por parte de las fuerzas 
de seguridad del gobierno local, específicamente por parte 
de la Policía Metropolitana...” (cf. fs. 860 vuelta y 1).

1.1. Sin embargo la decisión recurrida resolvió confir-
mar la decisión de primera instancia que había hecho lu-
gar al amparo ordenando al GCBA “...que se abst[uviera] 
de usar las armas Taser X 26, dejándose sin efecto los 
actos administrativos que se hayan dictado a tales fines, 
tendientes a la adquisición de las mismas” (fs. 581, el su-
brayado no pertenece al original). En ese marco, el a quo 
entendió que la pretensión descripta incluía, también, la 
impugnatoria de los actos administrativos resaltados con 
el subrayado.

Esos actos son las resoluciones nº 1049/MJySGC/09 y 
20/MJySGC/10.

La primera de ellas “[a]pr[obó] el Pliego de Bases y 
Condiciones Particulares y el de Especificaciones Técni-
cas, para la adquisición de seis (6) escopetas de dotación 
específica, cien (100) escopetas de dotación general, vein-
te (20) escopetas de dotación táctica, cuarenta (40) pisto-
las de dotación específica, y setenta y dos (72) sistemas 
polivalentes de aplicación policial de baja o nula letalidad 

[de las cuales 30 el Pliego decía que tenían que ser Taser 
X26], con destino a la Policía Metropolitana, que como 
anexo forman parte de la presente, por un monto aproxi-
mado de pesos un millón novecientos mil ($ 1.900.000.-
)”; y, la segunda “[a]pro[bó] el Pliego de Bases y Condi-
ciones Particulares y de Especificaciones Técnicas, para la 
Adquisición de Armas no Letales con destino a la Policía 
Metropolitana, por un monto aproximado de pesos ciento 
veintiún mil ($ 121.000), al amparo de lo establecido en el 
Artículo 28, inciso 4) de la Ley Nº 2095 y bajo la modali-
dad de etapa única”, y autorizó “...a la Dirección General 
de Compras y Contrataciones a realizar el llamado a Con-
tratación Directa, sobre la documentación y modalidad 
aprobada en el Artículo 1º”. La contratación contemplaba 
la adquisición de 5 armas Taser X26 (cf. el párrafo 3º de 
los Considerandos de la Resolución).

1.2. Esa interpretación de las pretensiones no viene 
discutida por las partes. De ahí que a ella cabe estar. En 
suma, la parte actora peticionó que se prohíba al GCBA 
la utilización de las pistolas modelo Taser X26; petición 
que, en la interpretación de los jueces de mérito, incluye la 
impugnación de las Resoluciones 1049/MJySGC/09 y 20/
MJySGC/10.

2. El GCBA sostiene que la Cámara obró en exceso ju-
risdiccional. Manifiesta que “...la sentencia impugnada ha 
sido dictada en franca violación del art. 106 de la Consti-
tución local, transgrediendo ‘la esfera de poder asignada a 
los jueces’, en vulneración al principio de ‘división de po-
deres’ y de la garantía de ‘defensa en juicio’” (cf. fs. 882).

Con relación a la petición impugnatoria, sostiene que 
el actor pidió “...la revisión de la decisión administrativa 
consistente en la adquisición de armas Taser X 26 para la 
Policía Metropolitana”, pero no indicó ninguna norma que 
le dé el derecho para impugnar esos actos. Se limitó, siem-
pre en el relato del GCBA, a decir que era un Ciudadano 
de la Ciudad y que obraba en resguardo del derecho indi-
vidual y colectivo a la salud y a la vida; y ni esa calidad, la 
de Ciudadano, ni los derechos invocados, le dan, a juicio 
del GCBA, la legitimación que pretende.

Asimismo, dice que se le ha dado trámite a un proceso 
en donde todas las alegaciones de la parte actora resul-
tan conjeturales (cf. fs. 878, entre otras), atento que las 
armas, cuya prohibición la actora pretende, no han sido 
siquiera adquiridas por la Administración. Así, manifies-
ta que “...ignorando la Cámara la existencia del Estado 
Constitucional de Derecho, en base a simples considera-
ciones, con sustento en meras aseveraciones e hipotéticas 
conclusiones que son meramente conjeturales y adivinato-
rias de la voluntad de la Administración, estimó confirmar 
la sentencia de grado, afectándose así de manera irreme-
diable el derecho de defensa en juicio de la Ciudad pues 
se lo condenó al GCBA sin prueba, sin daño, sin lesión 
a derechos constitucionales, es decir[,] sin existir ilegali-
dad, ni arbitrariedad y/o ilegitimidad manifiestas, todo lo 
cual implica una grave violación al derecho de defensa en 
juicio y a las reglas del debido proceso legal adjetivo en 
los términos de lo normado por los arts. 13 inciso 3º de la 
CCABA y 18 de la C.N.” (fs. 878 vuelta).

3. El GCBA ha planteado una cuestión constitucional 
que corresponde a este Tribunal resolver (cf. el art. 113, 
inc. 3, de la CCBA), a saber, establecer si este proceso ha 
tramitado sin una causa (cf. el art. 106 de la CCBA) que lo 
hiciera posible.

4. La Cámara, al confirmar la decisión de primera ins-
tancia, entendió que los derechos a la vida, integridad físi-
ca y a la salud, que el actor invocó y enmarcó el derecho 
a la seguridad pública, le daban derecho para interponer la 
presente acción tanto de modo individual, como colectivo. 
En palabras de la Cámara “...el derecho a la vida, la inte-
gridad física y la salud comprendían tanto la esfera indivi-
dual del actor, que los reclamaba frente al Estado, a la vez 
que se exhibían en su faz de integración solidaria frente 
a un ente colectivo. En tal sentido, consideró[, la jueza 
de grado,] que el actor pretendía resguardar sus derechos 
individuales pero también como miembro del colectivo 
social, con el fin de peticionar la revisión de la decisión 
administrativa que involucraba el planteo de autos, dado 
que los derechos involucrados eran también derechos co-
lectivos frente a un accionar estatal que podía verse como 
una amenaza a la sociedad en su conjunto” (cf. fs. 859).

5. Analicemos separadamente cada una de las preten-
siones de la parte actora.

Pretensión impugnatoria

6. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 106 de la CC-
BA, los jueces operan sobre causas, esto es, controversias 
acerca de la existencia y alcance de derechos subjetivos o 
de incidencia colectiva, y no sobre toda clase de conflicto 
o disputa, por significativos que fueren; extremo cuya con-
currencia incumbe a los jueces verificar, aun de oficio (cf. 
mutatis mutandi, Fallos: 331:2257; 308:1489, entre mu-
chos otros; doctrina receptada, entre otros, en mi voto in re 
“GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad dene-
gado en ‘Yell Argentina SA c/ GCBA s/ acción meramente 
declarativa art. 277 CCAyT’”, expte. nº 8133/11, sentencia 
del 23 de mayo de 2012).

Los agravios del GCBA están dirigidos a cuestionar, 
precisamente, la intervención de los jueces (en exceso del 
ámbito de atribuciones que la CCABA les asigna) ante la 
inexistencia de un “caso judicial” y ante la falta de legiti-
mación del actor.

7. Para que exista legitimación activa, la parte debe de-
mostrar que tiene un interés jurídico suficiente y que ese 
está protegido por el derecho, esto es, que una norma le 
acuerda una acción, expresa o implícitamente. Aun en los 
supuestos de legitimación ampliada para reclamar dere-
chos de incidencia colectiva y en circunstancias en que 
existen razones para extrudir el contenido de las normas 
en busca de derechos implícitamente reconocidos se debe 
acreditar también que su reclamo tiene “suficiente con-
creción e inmediatez” (conf. CSJN sentencia dictada en 
los autos “Asociación por los Derechos Civiles [ADC] c/ 
Estado Nacional - ley 26.124 [DECI 495/06] s/ amparo”, 
el 03/08/10, entre otras).

8. Asiste razón al GCBA en cuanto sostiene que la parte 
actora carece de legitimación para cuestionar la validez de 
las Resoluciones 1049/MJySGC/09 y 20/MJySGC/10.

8.1. Ninguno de los derechos en que ha fundado su ac-
ción: derecho a la vida, a la integridad física, a la salud y 
a la seguridad pública, le acuerdan el derecho a cualquier 
ciudadano (carácter invocado por la parte actora) para im-
pugnar actos administrativos mediante los cuales se apro-
bó un Pliego de Bases y Condiciones Particulares para 
la adquisición de determinados bienes, en el sub lite las 
armas Taser X26.

Veamos uno por uno los derechos invocados.
8.2. Derecho a la vida. La parte actora no ha invocado 

ninguna ley reglamentaria del derecho a la vida que le 
acuerde el derecho que pretende.

A su vez, esa legitimación tampoco se desprende de la 
CADH que recepta el derecho, cuyo art. 1 de la CADH 
dispone, en lo que aquí importa, que “[n]adie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente”. Ahora, una cosa es 
el derecho a no ser privado arbitrariamente de la vida y 
otro, muy distinto, el de impugnar actos mediante los cua-
les una Administración decide adquirir determinado bien; 
cualquiera sea la conexión que ese bien tenga con la “se-
guridad pública” y las vidas de las personas que se preten-
den resguardar con su adquisición.

8.3. Derecho a la integridad física. El Sr. P. fundó tam-
bién su legitimación en el derecho a la “integridad físi-
ca” que acuerdan los arts. 1 de la DADyDH y 5.1 de la 
CADH.

El primero de esos artículo dispone que “[t]odo ser hu-
mano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad 
de su persona”; y el segundo que “[t]oda persona tiene 
derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 
moral”. Ninguna de esas dos normas acuerda al actor un 
derecho a impugnar actos administrativos que no lo tienen 
por parte.

8.4. Derecho a la salud. El derecho a la salud viene re-
glamentado, dese el ángulo local, por la ley Básica de Sa-
lud, cuya validez no ha sido cuestionada, y la parte actora 
no ha demostrado, ni surge del texto de la ley, que el de-
recho impugnatorio que aquí pretende ejercer surja de esa 
ley (en particular, de su artículo 4º, en el que están enume-
rados los derechos de todas las personas en su relación con 
el sistema de salud y con los servicios de atención).

8.5. La seguridad pública. La invocación de la seguri-
dad pública tampoco acuerda al actor la legitimación que 
pretende.

La participación ciudadana en materia de seguridad pú-
blica viene reglamentada por la ley 1689; ley mediante 
la cual se creó el Consejo de Seguridad y Prevención del 
Delito, a que se refiere el art. 35 de la CCBA. Así, el ar-
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tículo 2 de esa ley dice que “[e]l Consejo de Seguridad y 
Prevención del Delito es un órgano honorario de consulta 
y asesoramiento permanente del Poder Ejecutivo en las 
políticas de seguridad y preventivas, dependiente del Jefe 
de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. 
Su artículo 6 pone entre las funciones del Consejo la de 
“[desarroll[ar...] estrategias y políticas multidisciplinarias 
de prevención del delito y la violencia diseñando y faci-
litando los canales de participación comunitaria, a través 
de la tarea coordinada entre los organismos institucionales 
involucrados, los vecinos, las asociaciones intermedias y 
las organizaciones no gubernamentales” (cf. el art. 6, inc. 
b, el subrayado no pertenece al original).

El Capítulo V de la ley regula la “participación comuni-
taria” en los siguientes términos:

Artículo 11.- La participación comunitaria en materia 
de seguridad es un derecho de los habitantes de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, siendo un deber constitucio-
nal del Poder Ejecutivo promoverla y fomentarla, confor-
me a la presente ley.

Artículo 12.- La participación comunitaria se efectiviza 
a través de la actuación de los vecinos de la ciudad en las 
Asambleas del Plan de Prevención del Delito, en las Redes 
vecinales solidarias para la Prevención del Delito o a tra-
vés de núcleos creados en virtud de sus necesidades.

Artículo 13.- Las inquietudes, requerimientos y pro-
puestas de los vecinos son elevadas al Plenario del Con-
sejo de Seguridad y Prevención del Delito, por los Coor-
dinadores Comunitarios del Plan de Prevención del Delito, 
dependientes de la Dirección General de Política de Segu-
ridad y Prevención del Delito para que allí sean tratadas y 
analizadas.

Artículo 14.- El Consejo de Seguridad y Prevención del 
Delito, se compromete a dar rápida respuesta a las temáti-
cas planteadas por la participación comunitaria.

En suma, el Legislador ha previsto que la participación 
ciudadana en materia de seguridad sea encauzada por el 
procedimiento que prevén las normas transcriptas; proce-
dimiento que no ha sido tachado de inconstitucional por la 
parte actora, y que no prevé la posibilidad de que cualquier 
ciudadano impugne actos como los aquí cuestionados.

8.6. Finalmente, el art. 14 de la CCBA, norma sobre 
cuya base se ha dado curso a la demanda, dispone –en 
cuanto ahora interesa– que “[e]stán legitimados para in-
terponerla [la acción de amparo] cualquier habitante y las 
personas jurídicas defensoras de derechos o intereses co-
lectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma 
de discriminación, o en los casos en que se vean afectados 
derechos o intereses colectivos, como la protección del 
ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio 
cultural e histórico de la Ciudad, de la competencia, del 
usuario o del consumidor”.

Así, los derechos a los que el art. 14 le acuerda un ca-
rácter colectivo son: “...la protección del ambiente, del tra-
bajo y de la seguridad social, del patrimonio cultural e his-
tórico de la Ciudad”. Ninguno de esos derechos muestra la 
parte actora estén en juego en el sub lite.

A su vez, la CCBA no acuerda un derecho colectivo a 
impugnar actos administrativos (cf. mi voto in re “GCBA 
s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: 
Teso, Oscar Emilio y otros c/ GCBA y otros s/ Otros pro-
cesos incidentales”, Expte. nº 10501/13, sentencia del 11 
de septiembre de 2014). En aquella oportunidad señalé 
que la legitimación para la protección de derechos e inte-
reses de incidencia colectiva prevista con gran amplitud 
en el art. 14 de la CCBA no debe ser extendida por fue-
ra de lo que el Constituyente contempló, puesto que ello 
serviría para colocar a un juez en posición de efectuar un 
control de los otros poderes en exceso de lo que la CCBA 
le atribuyó. En ese orden de ideas, el art. 14 de la CCBA 
no acuerda, en lo que aquí importa, un derecho colectivo 
a impugnar actos administrativos mediante los cuales se 
aprobó un Pliego para adquirir bienes que serían destina-
dos a la seguridad pública.

Prohibición de usar las armas Taser X26

9. Esta segunda pretensión, consistente en obtener una 
orden judicial que prohíba al GCBA dotar a la policía lo-
cal de las armas Taser X26, me rememora lo resuelto por 
la Corte Suprema de los EE.UU. in re “Los Angeles v. 
Lyons” (461 U.S. 95, 1983).

9.1 El Sr. Lyons fue detenido, en 1976, por la policía de 
la Ciudad de los Ángeles por violar una regla de tránsito y, 
sin que hubiera mediado provocación o justificación algu-

na, los oficiales que lo detuvieron le aplicaron una técnica 
de estrangulamiento dejándolo inconsciente y generándole 
un daño en la laringe.

La Corte de los EE.UU. resolvió, en lo que aquí im-
porta, que el Sr. Lyons tenía derecho a demandar por los 
daños que había sufrido, pero no a peticionar que se le or-
denase al departamento de policía de los Ángeles prohibir 
a sus oficiales el empleo de la técnica de estrangulamiento 
a la que él había sido sometido, excepto para repeler el 
ejercicio inminente de una fuerza letal.

La razón por la cual la Corte entendió que el actor ca-
recía de un derecho para formular esa segunda petición 
fue que no había acreditado una controversia actual al res-
pecto. En palabras de la Corte de los EE.UU. “...gros [sic] 
para establecer una controversia actual en este caso, Lyons 
no sólo debió alegar que podría tener otro encuentro con 
la policía sino también hacer la increíble afirmación de (1) 
que todos los policías en los Ángeles siempre estrangulan 
a cualquier ciudadano con el que tienen un encuentro, ya 
sea que el propósito de arresto, emisión de una citación, 
o para interrogarlo, o (2) que la Ciudad ordenó o autorizó 
a los oficiales de policía a obrar de esa manera”(1). En ese 
mismo orden de ideas, más adelante señaló que “...por su-
puesto, es probable que en entre los innumerables encuen-
tros entre la policía y los ciudadanos que se dan en una 
ciudad grande como Los Ángeles, habrá ciertas ocasiones 
en que los estrangulamientos serán ilegalmente aplicados 
y el daño y/o la muerte inconstitucionalmente causados. 
Pero, como hemos dicho, no es más que conjeturable 
sugerir que en toda ocasión de una detención vehicular, 
arresto, u otro encuentro entre la policía y un ciudadano, la 
policía va a actuar inconstitucionalmente e infligir un daño 
sin una provocación o autorización legal”(2).

A ello agregó que, con arreglo a lo previsto en el ma-
nual del departamento de policía de Los Ángeles, los ofi-
ciales tienen prohibido utilizar la técnica de sometimiento 
aplicada a Lyons, salvo que sea para controlar a un sospe-
choso que se resista violentamente a las órdenes del oficial 
o pretenda escapar.

En suma, la Corte de los EE.UU. que entendió que la 
pretensión consistente en que se emitiese una orden de 
abstenerse en el futuro (injunctive relief) dirigida a la Po-
licía de Los Ángeles no daba lugar, en las condiciones se-
ñaladas más arriba, a una causa concreta; principalmente, 
porque no había razones por qué presumir la reiteración de 
un hecho en idénticas condiciones al denunciado por el Sr. 
Lyons.

Una situación similar ocurre en el sub lite (cf. los pun-
tos 10 en adelante de este voto).

9.2. Si bien esa decisión ha sido merecedora de muchas 
críticas por parte de la doctrina más garantista, repután-
dosela oscura y excesivamente restrictiva en materia de 
legitimación para peticionar el dictado de una injunctive 
relief(3), lo cierto es que las críticas no se hacen cargo de 
las dos razones principales que dio la Corte de los EE.UU. 
para resolver: i) que no había razones para suponer que la 
policía le dispensaría un trato similar al denunciado por 
el Sr. Lyons a todo aquel ciudadano con el que tuviese 
un encuentro; y ii) que las normas locales (el manual del 
Departamento de Policía) preveían la prohibición que 
Lyons pretendía en su demanda, ya que, como dije, admi-
tían únicamente la utilización de la técnica a la que había 
estado sometido Lyons ‘“para ganar el control de un sos-
pechoso que violentamente se le resista al oficial o trate de 
escapar”’(4).

(1) En su idioma original: “In order to establish an actual controver-
sy in this case, Lyons would have had not only to allege that he would ha-
ve [461 U.S. 95, 106] another encounter with the police but also to make 
the incredible assertion either (1) that all police officers in Los Angeles 
always choke any citizen with whom they happen to have an encounter, 
whether for the purpose of arrest, issuing a citation, or for questioning, 
or (2) that the City ordered or authorized police officers to act in such 
manner”.

(2) En su idioma original: “Of course, it may be that among the 
countless encounters between the police and the citizens of a great city 
such as Los Angeles, there will be certain instances in which strangle-
holds will be illegally applied and injury and death unconstitutionally 
inflicted on the victim. As we have said, however, it is no more than con-
jecture to suggest that in every instance of a traffic stop, arrest, or other 
encounter between the police and a citizen, the police will act unconsti-
tutionally and inflict injury without provocation or legal excuse”.

(3) Ver, entre otros, American Constitutional Law, Laurence H. Tri-
be, New York, New York, Fundation Press, 2000, volume one, third edi-
tion, págs. 411/414.	

(4) En su idioma original: “‘to gain control of a suspect who is vio-
lently resisting the officer or trying to escape’” (cf. el anteúltimo párrafo 
del punto IV de la sentencia in re “Lyons”, ya citada).

Dicho en otros términos, la situación planteada en 
Lyons es bien distinta a la que se da cuando una mujer 
acciona peticionando que se la autorice abortar. En estos 
casos, en los que el agotamiento en breve lapso de una 
situación (la de gravidez) lleva a convertir en imposible 
una decisión judicial a su respecto, la Corte de los EE.UU. 
ha estimado procedente un pronunciamiento que tienda a 
dejar sentada la solución para casos futuros; pero la dife-
rencia está en el grado de previsibilidad del suceso análo-
go futuro, el que puede equipararse a la certeza (ver, entre 
otros, Roe vs. Wade 410 U.S. 113).

10. Según el relato de Cámara, que no viene discuti-
do, el Sr. P. solicitó que “...se impidiese la utilización de 
armas ‘no letales’ Taser X26, por parte de las fuerzas de 
seguridad del gobierno local (Policía Metropolitana), por 
considerarlas elementos de tortura” (cf. fs. 860 vuelta).

Destacó que en el “...ámbito internacional se había ad-
vertido acerca de la peligrosidad que comporta su uso so-
bre las personas, especialmente si padecían enfermedades 
cardíacas” (cf. fs. 861); y fundó la acción, centralmente, 
en las observaciones del Comité contra la tortura de Na-
ciones Unidas y en los informes de la organización Am-
nistía Internacional.

En conclusión, la parte actora fundó su demanda en la 
peligrosidad que, sostiene, conlleva el uso de la Pistola 
Taser X26 y en la Convención contra la Tortura y otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que 
entiende se vería conculcada con la utilización de la men-
cionada arma por parte de la Policía.

10.1. El planteo de la parte actora parte de suponer, al 
igual que el formulado en Lyons, un futuro obrar incons-
titucional por parte de la policía local, consistente en la 
utilización indebida del arma Taser.

A ello hay que agregar la hipótesis que sustenta la pre-
sente demanda es aún más remota que la formulada en 
“Los Angeles v. Lyons”. En ese caso el actor había sufrido 
en persona el obrar policial que pretendía sea prohibido, 
aquí no solo que el actor no denuncia haber sido sometido 
ilegítimamente al uso de la Taser, sino que esas armas, na-
die discute, aún no han sido siquiera adquiridas.

10.2. La Cámara fundó, entre otras, su decisión en al-
gunas observaciones del Comité contra la Tortura de las 
Naciones Unidas en las que se recomienda “...que el Esta-
do parte se asegure de que tales armas [las Taser X26] se 
usen exclusivamente en situaciones extremas y límites...”. 
En ese orden de ideas, tuvo en cuenta la CAT/C/CAN/
CO/6 donde el Comité dijo que “[h]abida cuenta de las 
consecuencias letales y peligrosas de las armas de descar-
ga eléctrica para el estado físico y mental de las personas 
a que van dirigidas, lo que puede violar los artículos 2 y 
16 de la Convención, el Comité recomienda que el Estado 
parte [en el caso Canadá] se asegure de que tales armas se 
usen exclusivamente en situaciones extremas y límite. El 
Estado parte debería revisar las reglas que rigen el uso de 
esas armas, entre ellas las directrices nacionales, a fin de 
establecer un umbral de uso elevado y adoptar un marco 
legislativo por el que se rijan el ensayo de todas las ar-
mas empleadas por las fuerzas del orden y la aprobación 
de su uso. Además, el Estado parte debería considerar la 
posibilidad de dejar de utilizar las armas de descarga eléc-
trica llamadas ‘taser’”. También citó la CAT/C/ESP/CO/5, 
cuyas conclusiones, en lo que aquí importa son similares.

Partió así de suponer que la Ciudad no va a tener en 
cuenta, en el caso de que decidiera dotar a su personal 
policial del arma Taser, las recomendaciones del Comi-
té contra la Tortura; dicho en otras palabras, la Cámara 
presupone que la Ciudad no va a generar, por ejemplo, 
los protocolos del uso del arma que nos ocupa o que esos 
protocolos no van a tener en cuenta las recomendaciones 
del Comité. Pero, al igual que en in re “Lyons”, no hay 
elementos que permitan tener la certeza de que la Ciudad 
va a incurrir en ese obrar inconstitucional.

10.3. Lo que revelan los pareceres del Comité es que la 
pistola Taser tiene menores consecuencias que las armas 
de fuego más tradicionales; pero, precisamente por ello, 
los Estados deben establecer mecanismos tendentes a evi-
tar que la policía incurra en la tentación de usarla como un 
medio de represión doloroso aunque planeado para no re-
sultar letal. Por ejemplo, ese uso desmedido podría ocurrir 
especialmente para reprimir expresiones que no suponen 
violencia, pero incomodan a las autoridades. Así, el Comi-
té ha recomendado, a los países en que tuvo por probado 
que había existido un uso abusivo de armas de la especie 
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que aquí nos ocupa, entre otros, la sanción de normas que 
aseguren los beneficios del arma e impida sus riesgos, es 
decir, que reemplace al arma de fuego sin extender el em-
pleo de la violencia injustificada. En definitiva, el uso del 
arma no debe quedar librado a la discreción de su portador 
sino que debe ser sujetado a criterios precisos que ase-
guren los derechos de las personas a quienes el arma sea 
aplicada o teman razonablemente esa aplicación.

En este orden de ideas, se pueden observar, entre otras, 
las recomendaciones realizadas a Australia, EE.UU., Nue-
va Zelanda y las ya mencionadas a Canadá y a España.

Con relación a Australia el Comité dijo que “...expresa 
su preocupación por la información recibida acerca del 
uso excesivo de la fuerza por parte de los agentes del or-
den contra grupos vulnerables, como los pueblos indíge-
nas, los jóvenes, las minorías étnicas y las personas con 
discapacidad y lamenta que las investigaciones de denun-
cias de mala conducta policial estén a cargo de la propia 
policía. Preocupa al Comité la información recibida sobre 
el uso excesivo de aparatos ‘TASER’ de disrupción elec-
tromuscular por las fuerzas policiales en ciertos estados y 
territorios de Australia (arts. 6 y 7)” (el subrayado no per-
tenece al original [sic]). Frente a esa situación el Comité 
recomienda lo siguiente. “El Estado parte debería adoptar 
medidas enérgicas para erradicar todo uso excesivo de la 
fuerza por los agentes del orden. En particular debería: a) 
establecer un mecanismo para realizar investigaciones in-
dependientes de las denuncias de uso excesivo de la fuerza 
por los agentes del orden; b) entablar acciones penales 
contra los presuntos autores; c) intensificar las actividades 
de formación de los agentes del orden respecto del carác-
ter delictivo del uso excesivo de la fuerza, así como sobre 
el principio de la proporcionalidad en el empleo de la fuer-
za; d) procurar que los aparatos que sirven para limitar los 
movimientos de las personas, como los aparatos TASER, 
se utilicen exclusivamente en situaciones en que hubiera 
estado justificado el empleo de una fuerza mayor o letal; 
e) adecuar sus disposiciones legislativas y sus políticas 
sobre el uso de la fuerza a los principios básicos para el 
empleo de la fuerza por los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, y f) ofrecer reparación adecuada a 
las víctimas o a sus familias” (cf. CCPR/C/AUS/CO/5, el 
subrayado no pertenece al original [sic]).

A los EE.UU. le recomendó en el año 2006 que “[e]l 
Estado Parte debería aumentar considerablemente sus es-
fuerzos para eliminar la brutalidad policial y el uso excesi-
vo de la fuerza por los agentes del orden. El Estado Parte 
debería garantizar que los dispositivos que provocan pará-
lisis muscular mediante descargas eléctricas y otros dispo-
sitivos de inmovilización sólo se utilicen en las situaciones 
en que estuviera justificado el uso de una fuerza mayor 
o de fuerza letal, y en particular que esos medios nunca 
se utilicen contra personas vulnerables. El Estado Parte 
debería armonizar sus políticas con los Principios básicos 
de las Naciones Unidas sobre el empleo de la fuerza y de 
armas de fuego por los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley” (cf. CCPR/C/USA/CO/3; nuevamente el 
subrayado no pertenece al original [sic]). Este año volvió 
sobre el punto en los siguientes términos:

“11. El Comité está preocupado por el número aún ele-
vado de disparos mortales de ciertas fuerzas de policía, 
como es el caso de Chicago, y por los informes de uso 
excesivo de la fuerza por parte de ciertos agentes de orden 
público, incluido el uso letal de armas Taser, que afecta 
de manera desproporcionada a los afroamericanos, así co-
mo el uso de la fuerza letal por agentes de la Patrulla de 
Aduanas y Fronteras en la frontera de los Estados Unidos 
y México (arts. 2, 6, 7 y 26).

El Estado parte debe:
a) Intensificar sus esfuerzos para prevenir el uso ex-

cesivo de la fuerza por agentes del orden público velan-
do por el cumplimiento de los Principios básicos sobre 
el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los fun-
cionarios encargados de hacer cumplir la ley, de 1990;

b) Velar por que la nueva directiva sobre el uso de 
la fuerza letal de la Patrulla de Aduanas y Fronteras se 
aplique y se haga cumplir en la práctica; y

c) Mejorar el procedimiento de denuncia de infrac-
ciones que implican el uso excesivo de la fuerza y ase-
gurarse de que los casos denunciados de uso excesi-
vo de la fuerza sean investigados de manera efectiva; 
de que los presuntos autores sean procesados y, si son 
declarados culpables, castigados con sanciones apro-
piadas; de que se reabran las investigaciones cuando 

aparezcan nuevas pruebas, y de que las víctimas o sus 
familiares reciban una indemnización adecuada” (cf. 
Observaciones finales sobre el cuarto informe periódico 
de los Estados Unidos, aprobado aprobadas [sic] por el 
Comité en su 110º período de sesiones, del 10 al 28 de 
marzo de 2014, la negrita corresponde al original, el su-
brayado no).

En las observaciones finales del Comité de Derechos 
Humanos realizada a Nueva Zelanda se señaló lo siguiente:

“10. El Comité toma conocimiento de las afirmacio-
nes del Estado parte de que los dispositivos que provocan 
contracciones musculares por medio de descargas eléctri-
cas (Taser) serán utilizados únicamente por agentes del 
orden capacitados y en situaciones en que su empleo se 
justifique mediante directrices claras y estrictas, pero le 
preocupa la posibilidad de que el uso de este tipo de armas 
provoque dolores agudos, e incluso lesiones que pongan 
en riesgo la vida (arts. 6 y 7).

El Estado parte debería poner fin al despliegue de 
dispositivos que causan contracciones musculares por 
medio de descargas eléctricas (Taser). Mientras se si-
gan utilizando estas armas, el Estado parte deberá in-
tensificar sus esfuerzos para garantizar que los agentes 
del orden sigan en todo momento las directrices que 
limitan su uso a las situaciones en que esté justificado 
el empleo de una fuerza mayor o mortífera. El Esta-
do parte debería continuar investigando los efectos del 
uso de este tipo de armas” (cf. CCPR/C/NZL/CO/5; la 
negrita corresponde al original, el subrayado no).

10.4. Por lo demás, tampoco permite sostener la deci-
sión la afirmación de los jueces de mérito de que la Taser 
resulta inconstitucional cualquiera sean los supuestos en 
que su uso esté autorizado, porque sus efectos, según la 
Cámara, dependen de factores que el usuario del arma des-
conoce, como lo es la situación de salud de quien es some-
tido al disparo o uso de una Taser. En particular, la Cáma-
ra se remitió a algunos informes generados por Amnistía 
Internacional Argentina, donde se señala la preocupación 
acerca de los efectos letales que podría tener la Taser, se-
gún la mencionada organización, cuando es empleada so-
bre personas “vulnerables”, “como por ejemplo personas 
que sufren dolencias cardíacas o que se encuentran bajo 
los efectos de drogas estimulantes”, niños, ancianos, mu-
jeres, etc. (cf. fs. 865 vuelta).

Esa argumentación, al igual que la anterior, parte de 
presuponer un obrar ilegal futuro por parte de la Ciudad. 
Todo lo que la Cámara apunta como fundamento a su de-
cisión depende de una reglamentación del uso de arma en 
cuestión que todavía no existe.

Incluso el argumento de que el arma podría tener efec-
tos letales no basta para generar hoy una discusión judi-
cial en torno a la validez de su uso. Obsérvese que la sola 
existencia de un protocolo que admitiera su uso exclusiva-
mente en aquellos casos en que la utilización de la fuerza 
letal esté también autorizada (cf. el art. 28, inc. h, de la ley 
2894) eliminaría la discusión en torno a la Taser propuesta 
por la parte actora y tratada por los jueces de mérito. En 
ese supuesto la policía podría resolver un conflicto límite 
acudiendo al uso de un arma (la Taser) con un resultado 
equiparable al que obtendría con un arma de fuego, frenar 
un ataque mortal, pero con un efecto menos pernicioso, 
aun en la interpretación del a quo.

11. En resumen, esta segunda pretensión de la parte 
actora no constituye un caso (cf. el art. 106) por prematura 
circunstancia; torna innecesaria analizar su legitimación 
para formularla.

El análisis judicial en una etapa tan prematura no po-
dría rendir frutos buenos, como no los ha rendido hasta es-
te momento con medidas cautelares que impidieron males 
hipotéticos a costa de frustrar ventajosas aplicaciones rea-
les. La razón es que una decisión judicial puede expedirse 
acerca de un conflicto entre un derecho y un uso ocurrido 
o programado efectivamente; mientras que hacerlo acerca 
de empleos puramente conjeturales no será sino invadir las 
atribuciones de los órganos políticos.

Por ello, y lo concordantemente dictaminado por la Fis-
cal General Adjunta, voto por revocar la sentencia de fs. 
859/867 y rechazar la demanda. Costas por su orden (cf. el 
art. 14 de la CCBA).

La juez Inés M. Weinberg dijo:

1. El recurso de inconstitucionalidad ha sido parcial-
mente concedido en relación al agravio relativo al alcance 

otorgado por la Cámara a lo dispuesto por el artículo 34 
de la CCABA y a “la afectación de una decisión política 
adoptada por la Administración en ejercicio de sus facul-
tades” (fs. 912 vuelta). Fue rechazado respecto del planteo 
de arbitrariedad de sentencia.

La recurrente no interpuso queja respecto del agravio 
constitucional rechazado por la Cámara, esta circunstancia 
impide su tratamiento, por lo que corresponde decidir sólo 
en relación a los puntos por los que fue concedido el re-
curso ante esta instancia.

2. En autos, en lo que aquí interesa, la actora interpone 
una acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires con el objeto de impedir el uso de armas Ta-
ser por parte de las fuerzas de seguridad, con fundamento 
en que aquéllas constituyen un elemento de tortura y vul-
neran los derechos constitucionales a la vida, la integridad 
física y la salud (fs. 1/23).

La juez de primera instancia hace lugar a la acción, 
ordena al Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que 
se abstenga de usar las armas Taser, y deja sin efecto los 
actos administrativos dictados a los fines de la adquisi-
ción de las mismas (Resolución 1049/MJYSGC/09 y 20/
MJYSGC/10). Asimismo, impone costas a la demandada 
(fs. 566/581).

La sentencia fue confirmada por la Sala II de la Cáma-
ra Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA 
(fs. 859/867). Para así decidirlo, sostiene: i) que la actora 
cuenta con legitimación en el proceso; ii) que el ampa-
ro constituye una vía procesal idónea para enmarcar el 
reclamo; iii) que la demandada no ha logrado rebatir las 
manifestaciones que resultan de los informes de Amnis-
tía Internacional y del Comité contra la Tortura de Nacio-
nes Unidas –presentados por la actora como elementos de 
prueba– en los que exponen y recomiendan la convenien-
cia de prohibir el uso de armas Taser para evitar efectos 
nocivos; iv) que los elementos de prueba colectados de-
notan la trascendencia que conlleva el uso de las armas en 
cuestión y la demandada omite demostrar haber realizado 
los protocolos de uso; v) finalmente, advierten que “en 
un estado democrático, aun la mera sospecha de que el 
empleo de un arma, por parte de las fuerzas de seguridad, 
pueda derivar en una acción cruel, inhumana y degradante 
para la condición humana, impone extremar los medios de 
prueba tendientes a desvirtuarlo”.

3. Contra ese decisorio interpone recurso de inconstitu-
cionalidad el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en el 
que plantea los dos agravios principales por los que fuera 
concedido el recurso de la siguiente manera: por un lado, 
alega que no se configuró un caso, causa o controversia 
conforme lo exige el artículo 106 de la CCABA, por lo 
que la decisión se dictó en abstracto en base a un planteo 
conjetural. Por otro lado, sostiene que la sentencia impug-
nada constituye una violación al principio de división de 
poderes, en tanto que los jueces se arrogaron una com-
petencia constitucional que no les pertenece conforme lo 
establecido por el artículo 34 de la CCABA.

4. Corresponde examinar las normas constitucionales 
que aparecen en tensión en el caso, de acuerdo con lo es-
grimido por las partes en sus diversas presentaciones, es 
decir i) las que protegen el derecho a la vida, la salud y 
la integridad física, y prohíben actos de tortura; y ii) las 
relativas a la seguridad pública. Ello a fin de determinar, 
en primer lugar, si en autos se encuentra configurada una 
“causa” en los términos del art. 106 CCABA –presupuesto 
insoslayable para habilitar la jurisdicción (cnfr. CSJN, Fa-
llos 242:353; 306:1125, entre otros)– y si la interpretación 
formulada por la Cámara respeta el principio de división 
de poderes (art. 1 CN y art. 1 CCABA).

4.1. Los derechos que invoca el amparista a la vida, la 
salud e integridad física encuentran resguardo normativo 
tanto en la Constitución Nacional, como en la mayoría de 
los instrumentos internacionales de Derechos Humanos 
con jerarquía constitucional (art. 75 inciso 22), y también 
en la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires.

La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, en su artículo 1º defi-
ne el término “tortura” como “todo acto por el cual se in-
flija intencionadamente a una persona dolores o sufrimien-
tos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener 
de ella o de un tercero información o una confesión, de 
castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche 
que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa perso-
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na o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo 
de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos 
sean infligidos por un funcionario público u otra persona 
en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o 
con su consentimiento o aquiescencia”.

El artículo 16 establece que “Todo Estado parte se com-
prometerá a prohibir en cualquier territorio bajo su juris-
dicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser tortura 
tal como se define en el artículo 1, cuando esos actos sean 
cometidos por un funcionario público u otra persona que 
actúe en el ejercicio de funciones oficiales”.

4.2. En lo que refiere a la “seguridad pública”, la Cons-
titución local en su artículo 34 establece que “La seguri-
dad pública es un deber propio e irrenunciable del Estado 
y es ofrecido con equidad a todos los habitantes. El servi-
cio estará a cargo de una policía de seguridad dependien-
te del Poder Ejecutivo (...)”. Asimismo el citado artículo 
dispone que “El Gobierno de la Ciudad coadyuva a la 
seguridad ciudadana desarrollando estrategias y políticas 
multidisciplinarias de prevención del delito y la violen-
cia, diseñando y facilitando los canales de participación 
comunitaria”.

En cuanto al modo de cumplir las políticas de pre-
vención del delito, el artículo 35 dispone que “el Poder 
Ejecutivo crea un organismo encargado de elaborar los 
lineamientos generales en materia de seguridad, tendiente 
a llevar a cabo las tareas de control de la actuación policial 
y el diseño de las acciones preventivas necesarias”.

Por su parte, el artículo 104 de la CCABA otorga al 
Jefe de Gobierno la siguiente atribución: “establece la po-
lítica de seguridad, conduce la policía local e imparte ór-
denes necesarias para resguardar la seguridad y el orden 
público” (inciso 14).

Asimismo, la constitución local dispone que es facultad 
de la Legislatura de la Ciudad legislar en materia “de se-
guridad pública, policía y penitenciaria” (art. 80 inciso 2.e 
de la CCABA).

En virtud de aquella potestad la Legislatura dictó la Ley 
de Seguridad Pública –ley 2894– que establece un marco 
general de seguridad pública, crea la Policía Metropolita-
na y crea el Instituto Superior de Seguridad Pública.

Respecto del funcionamiento de la Policía Metropolita-
na, la mencionada ley establece los “Principios Básicos de 
Actuación” y dispone que el personal policial deberá ade-
cuar su conducta, en lo que aquí interesa, a los siguientes 
preceptos:

i) “No infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura 
u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar 
la orden de un superior o cualquier tipo de circunstancias 
especiales o situación de emergencia pública para justifi-
car la comisión de delitos contra la vida, la libertad o la 
integridad de las personas. Toda acción que pueda me-
noscabar los derechos de los/as afectados/as debe ser im-
prescindible y gradual evitando causar un mal mayor a los 
derechos de estos/as, de terceros o de sus bienes” (inciso 
b, del art. 28).

ii) “Ejercer la fuerza física o la coacción directa en 
función del resguardo de la seguridad pública, solamente 
para hacer cesar una situación en que, pese a la adver-
tencia u otros medios de persuasión empleados por el/la 
funcionario/a del servicio, se persista en el incumplimien-
to de la ley o en la inconducta grave y utilizar la fuerza 
en la medida estrictamente necesaria, adecuada a la 
resistencia del/la infractor/a y siempre que no le infli-
giera un daño excesivamente superior al que se quiere 
hacer cesar” (inciso g, del art. 28).

iii) “Recurrir al uso de armas de fuego solamente en ca-
so de legítima defensa, propia o de terceros y/o situaciones 
de estado de necesidad en las que exista peligro grave, in-
minente y actual para la vida de las personas protegidas, o 
para evitar la comisión de un delito que entrañe ese mismo 
peligro, debiendo obrar de modo de reducir al mínimo 
los posibles daños y lesiones a terceros ajenos a la si-
tuación” (inciso h, art. 28).

v) [sic] “Cuando el empleo de la fuerza y de armas de 
fuego sea inevitable, en la medida de lo posible y razona-
ble, identificarse como funcionarios/as del servicio y dar 
una clara advertencia de su intención de emplear la fuerza 
o armas de fuego, con tiempo suficiente como para que la 
misma sea tomada en cuenta, salvo que al dar esa adver-
tencia se pusiera indebidamente en peligro a las personas 
protegidas o al/la funcionario/a del servicio, se creara un 
riesgo cierto para sus vidas y el de otras personas, o resul-

tara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circuns-
tancias del caso” (inciso i, artículo 28).

Asimismo, la mencionada ley encomienda la super-
visión de los servicios policiales a la Auditoría Externa 
Policial, entre sus facultades, el artículo 54 dispone que 
“realizará las investigaciones administrativas, sustanciará 
los sumarios administrativos y propondrá al/la Ministro/a, 
cuando corresponda las sanciones a aplicar. Cuando de 
los hechos investigados se pueda presumir la comisión de 
delitos, la Auditoría, comunicará dicha circunstancia al/la 
Ministro/a a los fines de las presentaciones judiciales que 
pudieran corresponder”.

Por último, la ley 3253 creó el Comité del Sistema de 
Seguridad Pública al que se le encomendó la evaluación, 
coordinación y estudio del nivel y la calidad del cumpli-
miento de lo establecido por la Ley de Seguridad Pública 
–2894–.

5. Del plexo normativo transcripto es dable afirmar, por 
un lado, que los derechos cuyo resguardo reclama la ac-
cionante tienen raigambre constitucional y que en nuestro 
ordenamiento está prohibido todo acto de tortura en los 
términos que lo define la Convención citada. Por otro lado, 
que en materia de seguridad pública la Constitución local 
le otorga a la Legislatura y al Poder Ejecutivo la potestad 
y el deber de desarrollar políticas y estrategias de preven-
ción del delito y la violencia de manera de garantizar se-
guridad a la ciudadanía.

6. En el caso de marras, la sentencia impugnada con-
firma la decisión que hace lugar al planteo de la actora 
que cuestiona la legitimidad de una decisión política en 
materia de seguridad consistente en la provisión de armas 
Taser como herramienta para ser utilizada por la Policía 
Metropolitana, y ordena la abstención del uso de las mis-
mas. Ello bajo el argumento de la posible afectación de 
los derechos invocados por la actora en virtud de la “sos-
pecha” de que puedan ser utilizados como elementos de 
tortura (fs. 867).

A la luz de lo expuesto corresponde en primer término 
abordar el planteo que esgrime la recurrente concerniente 
a la falta de “caso” en los términos del art. 106 CCABA, 
puesto que si no estuviera configurado nos encontraríamos 
en un supuesto de exceso de jurisdicción por parte de los 
jueces intervinientes, incompatible con el principio repu-
blicano de división de poderes.

i) El precitado artículo 106 –al igual que el actual 116 
de la CN– establece como requisito imprescindible para 
excitar la jurisdictio la existencia de una “causa” judicial.

La CSJN equiparó el término a “contienda” o “caso” 
judicial y desde antaño viene señalando que “...no corres-
ponde al Poder Judicial de la Nación hacer declaracio-
nes generales o en abstracto sobre la constitucionalidad 
o inconstitucionalidad de las leyes que dicte el Honora-
ble Congreso o de los decretos del Poder Ejecutivo, sino 
únicamente con relación a la aplicación de éstas al hecho 
o caso contencioso producido (art. 2º de la ley 27, Fa-
llos: tomo 12, pág. 372; tomo 24, pág. 248; tomo 95, pág. 
290; tomo 107, pág. 179; tomo 115, pág. 163)” (Fallos 
156:318).

Debe recordarse también aquí que resulta doctrina con-
solidada por ese Tribunal que “el fin y las consecuencias 
del ‘control’ encomendado a la justicia sobre las activi-
dades ejecutiva y legislativa, requieren que este requisito 
de la existencia de un ‘caso’ o ‘controversia judicial’ sea 
observado rigurosamente para la preservación del princi-
pio de la división de los poderes (...)” (Fallos 242:353, 
306:1125 y 307:2384 entre otros); esto, en la inteligen-
cia de que “la misión más delicada de la justicia es la de 
saber mantenerse dentro de la órbita de su jurisdicción, 
sin menoscabar las funciones que incumben a los demás 
poderes” (Fallos 310:2709, 333:1023 entre muchos otros).

La existencia de una “causa” o “caso judicial” se verifi-
ca entonces cuando se persigue en concreto la determina-
ción de un derecho debatido entre partes (Fallos, 243:176, 
306:1125, 333:1023 entre otros), y esto les exige a estas 
últimas –como presupuesto– la acreditación de una afec-
tación “suficientemente directa”, “inmediata”, “especial”, 
“sustancial”, de “suficiente concreción e inmediatez”, o 
bien de un “perjuicio concreto” –en los términos del cime-
ro Tribunal– respecto de los derechos que invocan como 
conculcados (Fallos 326:3007 y sus citas entre otros).

Esta doctrina se ha mantenido frente a los recientes 
cambios normativos y jurisprudenciales en materia de le-
gitimación procesal.

En esta inteligencia, la CSJN luego de delimitar una 
triple categoría de derechos –individuales, de incidencia 
colectiva que tiene por objeto bienes colectivos, y de in-
cidencia colectiva referentes a intereses individuales ho-
mogéneos– inmediatamente afirmó: “En todos esos su-
puestos, la comprobación de la existencia de un ‘caso’ 
es imprescindible (art. 116 de la Constitución Nacional; 
art. 2 de la ley 27; y Fallos 310:2442, considerando 7º; 
311:2580, considerando 3º y 326:3007, considerandos 7º 
y 8º entre muchos otros), ya que no se admite una acción 
que persiga el control de la mera legalidad de una dis-
posición (...)” (Fallos 332:111 considerando 9º del voto 
mayoritario). Para reafirmar en un pronunciamiento pos
terior –al propiciar la revocación de una sentencia que ha-
bía reconocido legitimación a un legislador nacional– que: 
“...sólo una lectura deformada de lo expresado por esta 
Corte en la decisión mayoritaria tomada en la causa ‘Ha-
labi’ (Fallos: 332:111), puede tomarse como argumento 
para fundar la legitimación del demandante, pues basta 
con remitir a lo sostenido en el considerando 9º de dicho 
pronunciamiento para concluir que, con referencia a las 
tres categorías de derechos que se reconocen, la exigencia 
de caso en los términos del artículo 116 de la Constitución 
Nacional se mantiene incólume, ‘...ya que no se admite 
una acción que persiga el control de la mera legalidad de 
una disposición’. La sentencia dictada por en el mencio-
nado caso ‘Halabi’ como no podía ser de otro modo no ha 
mutado la esencia del control de constitucionalidad que la 
Ley Suprema encomienda al Poder Judicial de la Nación 
en los términos señalados precedentemente, para conver-
tirlo en un recurso abstracto orientado a la depuración ob-
jetiva del ordenamiento jurídico que es ostensiblemente 
extraño al diseño institucional de la República” (Fallos 
333:1023, causa “Thomas” del 15/06/2010 considerando 
4º), y un mes y medio más tarde señaló: “...la ampliación 
de la legitimación derivada de la reforma constitucional 
del año 1994 no ha modificado la exigencia de tal requisi-
to [la configuración de un caso o causa] ya que los nuevos 
sujetos legitimados también deben acreditar que su recla-
mo tiene ‘suficiente concreción e inmediatez’ y no se trata 
de un mero pedido en el que se procura la declaración 
general y directa de inconstitucionalidad de normas o ac-
tos de otros poderes” (Fallos 333:1212 causa “ADC” del 
03/08/10 considerando 2º).

ii) En virtud de la mencionada doctrina, adelanto que 
en autos corresponde hacer lugar al recurso interpuesto. 
Ello así dado que advierto que los agravios de la parte 
actora se fundan en meras especulaciones y pronósticos 
futuros respecto de la posible afectación a derechos cons-
titucionales, que no alcanzan, por lo conjetural, para confi-
gurar un “caso” en los términos descriptos en los párrafos 
precedentes.

En efecto, en su escrito inicial esgrime que “el uso de 
armas Taser puede resultar riesgoso para la vida de las 
personas que se vean sometidas a su aplicación, así como 
también pueden afectar potencialmente su salud e in-
tegridad física” (fs. 11 –el resaltado me pertenece–). Del 
mismo modo, la sentencia de Cámara se funda también 
en un pronóstico especulativo de un posible uso abusivo 
de las armas Taser por parte de la Policía Metropolitana, 
sin respaldo probatorio en las constancias de la causa y sin 
exponer razones concretas y circunstanciadas que lo justi-
fiquen. El decisorio recurrido –luego de hacer un recuento 
del marco normativo– se motiva en las siguientes dos con-
sideraciones: i) que los organismos internacionales “insis-
ten enfáticamente sobre la conveniencia de prohibir el uso 
de los dispositivos”; y ii) que “en un estado democrático, 
aun la mera sospecha de que el empleo de un arma, por 
parte de las fuerzas de seguridad, pueda derivar en una 
acción cruel, inhumana y degradante para la condición hu-
mana, impone extremar los medios de prueba tendientes a 
desvirtuarlo” (fs. 867 –el resaltado me pertenece–).

Aquella interpretación contradice la reiterada doctrina 
de la Corte Suprema que refiere que cuando el agravio que 
se alega es meramente conjetural o hipotético, “priva a 
la apelación extraordinaria de un presupuesto fundamen-
tal, como lo es la demostración del interés substancial que 
permita admitir que se da un caso concreto de justicia” 
(Fallos 306:1125).

En suma, por las consideraciones expuestas correspon-
de revocar la sentencia de Cámara puesto que la decisión 
de los jueces, frente a la ausencia de “causa judicial”, in-
curre en un exceso en su jurisdicción: interfirieron en la 
delimitación de lineamientos de políticas de seguridad 
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pública sin fundamento –causa o controversia– que habi-
lite tal interferencia en el ejercicio de una potestad que la 
misma Constitución local le otorga a poderes distintos del 
Judicial (arts. 34, 80 inciso 2 y 104 CCABA).

7. Es dable recordar que el control que ejerce el poder 
judicial respecto de los actos emanados por los otros po-
deres del Estado no alcanza las razones de oportunidad, 
mérito o conveniencia valoradas para cumplir con los ob-
jetivos que las normas les asignan, sino que se limita al 
análisis de legitimidad del acto, es decir, legalidad y razo-
nabilidad de la medida (CSJN, Fallos 171:348, 199:483, 
entre otros).

En autos, tanto la actora como los jueces de Cámara 
omiten exponer fundamentos concretos que demuestren 
la ilegalidad del uso de las armas Taser por parte de los 
agentes de prevención. No se hacen cargo además de que, 
tal como lo sostiene la recurrente, surge a fs. 158 que el 
Registro Nacional de Armas –organismo de fiscalización 
de la importación y uso de armas conforme lo establece 
la ley 20.429– autorizó su importación y comercialización 
dentro del país y las calificó como “arma de uso civil” (en 
los términos del art. 5 inciso 4 del Decreto 395/75).

Tampoco exponen razones concretas que permitan sos-
tener con meridiana certeza que las fuerzas de seguridad 
actuaran con desapego a las normas constitucionales y le-
gales que regulan su actuación –conforme fueron detalla-
das en el punto 4.2 del presente– , las que obligan a los 
agentes al uso de la fuerza de manera subsidiaria, limitada 
y excepcional (confr. art. 28 incisos b y g de la ley 2894).

En cuanto a la razonabilidad de la decisión política en 
cuestión, no esgrimen argumentos que den cuenta de la 
falta de necesidad, adecuación o estricta proporcionalidad 
de la medida. Ello puesto que no explican por qué el uso 
de armas Taser puede ser considerado un medio más gra-
voso del derecho a la vida, la salud y la integridad física 
que el uso de armas de fuego, las que evidentemente tie-
nen un mayor poder aflictivo y cuya constitucionalidad 
aquí no se discute.

Por último, corresponde hacer notar que, en rigor, el 
trasfondo del planteo de la accionante no tiene directa-
mente que ver con la adquisición o no de las armas Taser 
sino que discute una decisión mucho anterior y ya conva-
lidada en nuestro orden jurídico, es decir: si corresponde o 
no que las fuerzas de seguridad utilicen armas (en sentido 

amplio) para el ejercicio de sus funciones. Esta no es la 
forma, el ámbito ni la oportunidad de encausar un planteo 
semejante.

8. Por todo lo aquí expuesto, voto por revocar la senten-
cia de fs. 859/867 y rechazar la acción de amparo.

Los jueces José Osvaldo Casás y Ana María Conde 
dijeron:

1. Compartimos, en lo sustancial, los argumentos que 
en sentido concordante desarrollan los jueces Luis Fran-
cisco Lozano e Inés M. Weinberg, para quienes lo conje-
tural e hipotético de los planteos que se formulan en autos 
se traducen en la inexistencia de un caso, causa o contro-
versia que justifique la intervención del Poder Judicial de 
la Ciudad. Por ello, en honor a la brevedad, adherimos a 
tales consideraciones y a la solución que suscriben nues-
tros aludidos colegas.

2. Nos permitimos agregar que el modo en que aquí 
se decide de ninguna manera importa emitir opinión –ni 
aprobatoria ni desaprobatoria– sobre la decisión del Poder 
Ejecutivo de implementar el uso de las armas Taser X-26 
para las tareas de la Policía Metropolitana, sino –tan sólo– 
hacer respetar el ámbito de actuación asignado al Poder 
Judicial de la Ciudad por la Constitución local, a la luz de 
la pretensión esgrimida en autos.

Tal como destacaran nuestros colegas, nada permite in-
ferir que las autoridades locales habrán de valerse de estas 
armas con modalidades desnaturalizantes para convertirlas 
en instrumentos deliberados de castigos o tratos degradan-
tes para los vecinos de la Ciudad. No debe perderse de vis-
ta que resta aún la definición de un protocolo de actuación 
para el uso de los dispositivos de marras –que no denotan 
una potencialidad de daño a la salud o de peligro a la vida 
mayor que la que resulta de la provisión de armas de fuego 
a las fuerzas de seguridad–. Va de suyo que, si se llegara a 
verificar un uso abusivo de tales instrumentos, quienes in-
currieran en esas irregularidades –o las autorizaran– serán 
pasibles de ser sancionados con toda la rigurosidad de la 
ley; mas no es éste el medio para conjurar peligros hipo-
téticos a los que eventualmente podrían verse sometidas 
“todas las personas que se encuentran en el ámbito de la 
Ciudad de Buenos Aires” por un uso indebido de las ar-
mas pues, en definitiva, ello implicaría la arrogación de la 

definición de criterios y políticas de seguridad pública que 
corresponden a los poderes de gobierno.

Así lo votamos.

La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo:

1. Anticipo mi decisión en el sentido de rechazar el re-
curso de inconstitucionalidad que interpusiera el GCBA 
(873/891 vuelta) y que fue concedido, parcialmente, por la 
Sala II de la CCAyT (fs. 912/913 vuelta), toda vez que su 
fundamentación no alcanza a poner en crisis la sentencia 
recurrida ni introduce una cuestión constitucional.

2. El escrito de fs. 873/891 vuelta contiene los agravios 
que, a continuación, se enuncian:

a) Vulneración del debido proceso. 
b) Transgresión de la defensa en juicio. 
c) Afectación de atribuciones exclusivas del Poder Eje-

cutivo local en materia de seguridad pública. 
d) Inobservancia del principio de legalidad. 

3. Los planteos traídos por el GCBA a consideración 
del Tribunal, tal como han sido expuestos, no suscitan –en 
el caso– un asunto de índole constitucional (artículo 27 de 
la ley nº 402), como se verá en lo que sigue.

4. El recurrente sostiene que el Sr. C. P. carece de legi-
timación activa. 

Según lo expone, “...conforme surge de las constancias 
de la causa, no se hallaba acreditada la legitimación proce-
sal activa de la [parte] actora, para interponer una acción 
de amparo, ni en forma individual, ni en representación de 
los habitantes de la Ciudad (...) tampoco (...) acreditó ni 
ofreció probar la existencia de un daño o lesión concreta 
sobre un bien personal o (...) de naturaleza colectiva” (fs. 
880 vuelta).

La discrepancia referida es insuficiente para rebatir las 
consideraciones que fundan al pronunciamiento recurrido. 

Sobre el punto en análisis, la Cámara expresó: “...la 
materia que –en definitiva– se debate, se relaciona con la 
afectación de los derechos fundamentales a la vida, a la 
integridad física y la salud de la población, cuyo carácter 
colectivo no es discutible. No puede soslayarse, además, 
que la Constitución de la Ciudad prevé expresamente que 
el Estado tiene el deber propio e irrenunciable de ofrecer 
seguridad pública, promoviendo la participación comu-
nitaria en el desarrollo de estrategias y políticas multidis-

CITACIONES

El Juzgado Nacional de Primera Instan-
cia en lo Civil Nro. 71 sito en Uruguay 
714, piso 6 de la Ciudad de Buenos 
Aires, cita y emplaza a eventuales he-
rederos de CATALINA CAYETANA TAL-
DONE, ISMAEL JORGE HERNANDEZ 
y RAUL ALBERTO HERNANDEZ para 
que dentro del plazo de quince días 
comparezcan a tomar la intervención 
que les corresponda en autos: “SIN-
DICATO ARGENTINO DE EMPLEA-
DOS Y OBREROS DE LA ENSEÑANZA 
PRIVADA C/HERNANDEZ DE FER-
NANDEZ NORA NOEMI Y OTROS S/
PRESCRIPCION ADQUISITIVA”(expte. 
106.462/2009), bajo apercibimiento 
de designarse al Defensor Oficial para 
que lo represente en juicio. Buenos Ai-
res, 11 de marzo de 2015. Manuel J. 
Pereira, sec.

I. 29-4-15. V. 30-4-15	 4382

CIUDADANÍA

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 8, Secretaría Nº 16, sito en Liber-
tad 731, 7º piso de Capital Federal, 
hace saber que LOOR PETTER, RA-
FAEL ENRIQUE nacido en Carbo/Con-
cepción, Guayaquil, Provincia de Gua-
yas, Ecuador, el 19 de abril de 1971 
con DNI: 94.490.712 ha peticionado 
la concesión de la ciudadanía argen-
tina, a fin de que los interesados ha-
gan saber a este Juzgado las circuns-
tancias que pudiesen obstar a dicho 
pedido. Buenos Aires, 20 de abril de 
2015. Silvina A. Bracamonte, sec.

I. 30-4-15. V. 4-5-15	 4386

SUCESIONES

Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 107, Secretaría 

Única de la Capital Federal, cita y 
emplaza por treinta días a herederos y 
acreedores de JOSE LUIS FILADORO, 
a efectos de hacer valer sus derechos. 
El presente edicto deberá publicarse 
por tres días en el diario El Derecho. 
Buenos Aires, 9 de abril de 2015. 
Osvaldo A. La Blanca Iglesias, sec.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4370

El Juzgado Nacional de 1ª Instancia 
en lo Civil Nº 105, cita y emplaza a 
herederos y acreedores de doña CA-
TALINA CHIARADIA y de ALICIA BA-
LLESTA por el plazo de treinta días, a 
fin de que hagan valer sus derechos. 
El presente edicto deberá publicarse 
por tres días en el diario El Derecho. 
Buenos Aires, abril 22 de 2015. MO. 
Georgina Grapsas, sec. int.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4381

El juzgado Nacional en lo Civil Nº 59, 
Secretaría Única, cita y emplaza por 
treinta días a herederos y acreedores 
de AIDA LUCIA LOPEZ, a fin de que 
comparezcan a hacer valer sus dere-
chos. Publíquese por tres días en el 
diario El Derecho. Buenos Aires, abril 
9 de 2015. Santiago Villagrán, sec. 
int.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4369

Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 51, Secretaría 
Unica, sito en Uruguay 714, Piso 2º, 
Capital Federal, cita y emplaza por 
treinta días a herederos y acreedores 
de RODOLFO LUIS ARDUINO, a efec-
tos de estar a derecho. El presente 
edicto deberá publicarse por tres días 
en El Derecho. Buenos Aires, 15 de 
abril de 2015. María Lucrecia Serrat, 
sec.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4376

El Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil Nº 42, sito en 
Uruguay 714, 2º Piso de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, cita a 
herederos y acreedores de EDUARDO 
PENINO por el término de 30 días 
a efectos de hacer valer sus dere-
chos en autos caratulados “PENINO 
EDUARDO S/SUCESION AB INTES-
TATO” (Exp. Nro. 93844/2013), que 
tramitan ante este Juzgado. El pre-
sente edicto deber publicarse por tres 
días en el diario El Derecho. Buenos 
Aires, 21 de abril de 2014. Laura 
Evangelina Fillia, sec.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4368

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 49, Secretaría 
Unica, cita por treinta días a herede-
ros y acreedores de ROSA TOMASA 
SPAGNOLO. El presente edicto se pu-
blicará por tres días en el Boletín Ofi-
cial y en el diario El Derecho. Buenos 
Aires, 14 de abril de 2015. Viviana 
Silvia Torello, sec.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4383

El Juzgado de Primera Instancia en 
lo Civil Nº 101, Secretaría Única de 
la Capital Federal, cita y emplaza 
por el término de 30 días a herede-
ros y acreedores de PENIDA LUISA 
AYDEE. Publíquese por 3 días en El 
Derecho. Buenos Aires, 23 de di-
ciembre de 2014. Alejandro Cappa, 
sec.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4375

El Juzgado Nacional en lo Civil Nú-
mero 49 cita y emplaza por 30 días a 
herederos y acreedores de doña LEO-
NOR NIEVES. Publíquese por tres 
días en El Derecho. Buenos Aires, a 
los 17 días de abril de 2015. Viviana 
Silvia Torello, sec.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4380

El Juzgado Nacional en lo Civil Nº 71 
cita y emplaza por el plazo de trein-
ta días a herederos y acreedores de 
ROBERTO PEDRO GUTIÉRREZ a 
presentarse en autos a fin de hacer 
valer sus derechos. Publíquese por 
tres días. Buenos Aires, marzo 20 de 
2015. Manuel J. Pereira, sec.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4379

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 58 cita y em-
plaza por treinta días a herederos y 
acreedores de don JULIO ALFREDO 
GONZALEZ. Publíquese por tres días 
en El Derecho. Buenos Aires, 14 de 
abril de 2015. María Alejandra Mo-
rales, sec.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4378

El Juzgado Nacional de 1ª Instancia 
en lo Civil Nº 16, cita y emplaza por 
treinta días a herederos y acreedo-
res de NORMA EDITH RUDAZ a fin 
que comparezcan a hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días. 
Buenos Aires, 17 de abril de 2015. 
Adrián E. Marturet, sec.

I. 29-4-15. V. 4-5-15	 4377

El Juzgado Nacional en lo Civil Nº 
33, a cargo del Dr. Horacio Alejan-
dro Liberti, secretaría única a cargo 
de la Dra. Clementina María del Valle 
Montoya, de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, sito en la calle Uruguay 
714, Piso 4º, de esta ciudad, cita y 
emplaza por 30 días a herederos y 
acreedores de Don FELIX MARTINEZ 
y Doña MARIA POVEDA a los efec-
tos de hacer valer sus derechos. El 
presente edicto deber publicarse por 
tres días en el diario El Derecho de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Buenos Aires, 20 de abril de 2015. 
Clementina Ma. del V. Montoya, sec.
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El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 20, Secretaría 
única a mi cargo, sito en la calle Tal-
cahuano 550 Piso 6 de la ciudad de 
Buenos Aires cita y emplaza por trein-
ta días a herederos y acreedores de 
FERMÍN DA SILVA y VICENTA LIDIA 
ECHANIZ a efectos de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días. 
Buenos Aires, 4 de marzo de 2015. 
Juan Carlos Pasini, sec.

I. 28-4-15. V. 30-4-15	 4373

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nro. 55, Secretaría 
única, cita y emplaza por treinta días 
a herederos y acreedores de CUERVO 
ALFREDO a efecto de que comparez-
can a hacer valer sus derechos. Pu-
blíquese por tres días en el diario El 
Derecho. Buenos Aires, 19 de febrero 
de 2015. BA. Olga María Schelotto, 
sec.
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El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 89, Secretaría 
única, cita y emplaza por el término 
de treinta días a herederos y acreedo-
res de ANTONIO ROSA NUNES RA-
MINHOS, a efectos de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por el término 
de tres días en El Derecho. Buenos 
Aires, abril 22 de 2015. Juan Pablo 
Iribarne, sec.
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El Juzgado Nacional en lo Civil Nº 71 
cita y emplaza por el plazo de trein-
ta días a herederos y acreedores de 
MARÍA LUCILA PAREDES o MARIA 
LUCILA VALLEJOS a presentarse en 
autos a fin de hacer valer sus dere-
chos. Publíquese por tres días. Bue-
nos Aires, 27 de marzo de 2015. CC. 
Manuel J. Pereira, sec.
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El Juzgado Nacional de 1ª Instancia 
en lo Civil Nº 16, cita y emplaza por 
treinta días a herederos y acreedo-
res de GRACIELA CRISTINA BOTTA 
a fin que comparezcan a hacer valer 
sus derechos. Publíquese por tres 
días. Buenos Aires, 12 de febrero de 
2015. Adrián E. Marturet, sec.
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El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 20, Secretaría 
única, sita en Talcahuano 550, piso 
6º de Capital Federal, cita y empla-
za por el término de treinta días a 
herederos y acreedores de ESTHER 
CARDELI a efectos de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días. 
Publíquese en El Derecho por el tér-
mino de tres (3) días. Buenos Aires, 
18 de marzo de 2015. Juan Carlos 
Pasini, sec.

I. 30-4-15. V. 5-5-15	 4388

El Juzgado Nacional de Primera Ins-
tancia en lo Civil Nº 21, secretaría 
única con sede en Talcahuano 490 
Piso 1º de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, cita y emplaza por 
treinta días a herederos y acreedores 
de ROBERTO OSCAR YETMAN a los 
efectos que hagan valer sus derechos. 
El presente deberá publicarse por tres 
(3) días en el diario El Derecho. Bue-
nos Aires, 23 de abril de 2015. María 
Laura Ferrari, sec. int.
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El Juzgado Nacional en lo Civil Nº 71 
cita y emplaza por el plazo de treinta 
días a herederos y acreedores de JU-
DIT BEATRIZ LUCARELLI a presen-
tarse en autos a fin de hacer valer sus 
derechos. Publíquese por tres días. 
Buenos Aires, 22 de abril de 2015. 
SP. Manuel J. Pereira, sec.
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ciplinarias en la prevención del delito y la violencia (confr. 
art. 34 CCABA). Huelga señalar que la propia literalidad 
del artículo 14 CCABA como también su finalidad teleo-
lógica, excluyen el temperamento propiciado por el recu-
rrente...” (fs. 862 vuelta, el destacado corresponde al texto 
original). 

A mi juicio, el reclamo formulado en autos se enmarca 
en los términos del artículo 14 de la CCBA. 

De acuerdo con la norma aludida, “[e]stán legitimados 
para [interponer acción de amparo] cualquier habitante y 
las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses 
colectivos, cuando la acción se ejerza contra alguna forma 
de discriminación, o en los casos en que se vean afectados 
derechos o intereses colectivos, como la protección del 
ambiente, del trabajo y la seguridad social, del patrimonio 
cultural e histórico de la Ciudad, de la competencia, del 
usuario o del consumidor...”. 

Como se ve, el artículo 14 de la CCBA consagra una 
legitimación amplia que –sin excluir supuestos– se adecua 
al carácter y al propósito de la acción prevista; que realiza 
tanto el fin preventivo como el inhibitorio propios de la 
función jurisdiccional y no se agota en su dimensión re-
presiva –conforme mi voto en “T. S. c/ GCBA s/ amparo”, 
expediente nº 715, resolución del 26/12/2000–. 

En línea con lo expuesto, el objeto del presente amparo 
consiste en que “...se impida la utilización de las de armas 
denominadas ‘no letales’ Taser X26, por parte de las fuer-
zas de seguridad del [G]obierno local, específicamente por 
parte de la Policía Metropolitana, por consistir las mismas 
un elemento de tortura...” (fs. 1). 

El actor, en su demanda, afirmó que “la utilización de 
armas, caracterizadas por diferentes organismos de dere-
chos humanos como dispositivos de tortura, por parte de 
los agentes de la Policía Metropolitana, [lo] (...) interpela 
como ser humano, como habitante de la [C]iudad” (fs. 2); 
y agregó: “[l]a utilización que aquí se denuncia y que se 
pretende evitar afecta directamente los intereses de cual-
quier persona que puede verse sometida a las fuerzas de 
seguridad de la [C]iudad” (fs. 2). 

En consecuencia, nada tengo que observar en cuanto a 
la legitimación del accionante. 

Los argumentos expresados son plenamente aplicables 
para rechazar, también, los dichos del GCBA en torno al 
invocado carácter abstracto y “meramente conjetural” (fs. 
879) del proceso en curso pues dejan en claro que se en-
cuentra en debate un caso judicial (artículos 116 de la CN 
y 106 de la CCBA). 

5. El Gobierno manifiesta que: “...la acción de amparo 
constitucional no (...) [es] la vía judicial más idónea (...) 
[pues] la [parte] actora trajo a estudio una cuestión abs-
tracta, sin la existencia de caso judicial” (fs. 888, el subra-
yado me pertenece). 

Como resulta del párrafo citado (y de otros que en el 
mismo sentido surgen del recurso de inconstitucionali-
dad), las objeciones del GCBA a la vía del amparo se re-
ducen –únicamente– a la hipótesis de ausencia de caso. 

En el apartado 4 de este voto, expresé las razones por 
las que considero que subyace, en autos, un caso judicial 
en los términos de la CN y de la CCBA (artículos 116 y 
106, respectivamente). 

Por tanto, y en atención a los argumentos que ya han 
sido referidos, solo cabe desestimar el agravio planteado. 

6. Respecto de la cuestión de fondo que aquí se discute, 
el GCBA sostiene que el material probatorio reunido es in-
suficiente para acreditar los extremos en los que se apoya 
la demanda. Entre ellos, que: 

a) Las armas TASER X26 fuesen instrumentos de tortu-
ra o que posean aptitud para infligir daños en la salud o en 
la integridad de las personas. 

b) Dichas “defensas eléctricas” (fs. 878 vuelta) pudie-
sen “ser usadas por las Fuerzas de Seguridad legítima-
mente constituidas como elementos de tortura o para 
producir daños a la integridad o vida de las personas” 
(fs. 878 vuelta, el destacado corresponde al texto trans-
cripto). 

c) “Amnistía Internacional o (...) Naciones Unidas a tra-
vés de sus órganos, hubiere[n], en base a informes cientí-
ficos concluyentes (...), aconsejado a los Estados (...) el no 
uso, o la absoluta prohibición de (...) las (...) TASER X26” 
(fs. 878 y vuelta). 

A partir de allí, el Gobierno concluye en que la solu-
ción que propician los magistrados de la Sala II conlleva 
una “[g]rave afectación del derecho de defensa [en juicio] 
y de[l] (...) debido proceso adjetivo” (fs. 877). 

Ahora bien, la lectura de la presentación en análisis re-
vela que las afirmaciones de la Ciudad no constituyen una 
impugnación sólida que –desde la óptica constitucional– 
alcance a rebatir los argumentos fundados que motivaron a 
la sentencia en crisis. 

A continuación, habré de reproducir –en lo pertinente– 
el fallo que emitiera el tribunal superior de la causa. La 
síntesis que sigue es adecuada para mostrar, por una parte, 
que la sentencia recurrida contiene pormenorizadas razo-
nes que no han sido refutadas y, por otra parte, que las es-
casas líneas del GCBA –ver puntos a), b) y c) de este apar-
tado– no logran satisfacer la exigencia de fundamentación 
que prescribe la ley nº 402 y resultan, pues, insustanciales 
(artículos 28 y 30 de la ley mencionada). 

La Cámara dijo que: 
“[E]fectuado el desarrollo del marco normativo que re-

sulta aplicable al caso de autos y las pruebas que sustentan 
las circunstancias fácticas comprometidas, corresponde 
contrastarlos con los agravios expresados por la parte de-
mandada”. 

“[E]l GCBA se queja, esencialmente, porque en la sen-
tencia de grado se tomó en consideración de manera dog-
mática la opinión de ciertos organismos internacionales 
aludidos por la parte actora en su pretensión, sin que tales 
argumentos encuentren sustento en informes científicos 
concretos y categóricos”. 

“Sin embargo, resulta manifiesto que las consideracio-
nes esbozadas tanto por Amnistía Internacional como por 
el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas no han 
sido rebatidas por el GCBA, ni siquiera tras la colección 
de los elementos de prueba promovidos por este tribunal a 
partir de la medida dispuesta a fs. 623/vta.”. 

“En sus agravios, la demandada transfiere a su contraria 
su propia imposibilidad de controvertir las afirmaciones de 
los organismos internacionales que insisten enfáticamente 
sobre la conveniencia de prohibir el uso de los dispositivos 
con el fin de evitar sus efectos nocivos”. 

“No puede soslayarse que en reiteradas ocasiones (...) 
[el GCBA] pretende sustentar el uso de los dispositivos, en 
el territorio de la Ciudad de Buenos Aires, en la circuns-
tancia de que son usados por otras fuerzas provinciales y 
nacionales. Sin embargo, más allá de las propias expre-
siones y de la información suministrada por la empresa 
comercializadora –cuya falta de imparcialidad resulta ma-
nifiesta– cierto es que lo señalado por las fuerzas armadas 
y de seguridad nacionales (consentida por ambas partes) 
evidencia que no son utilizadas y que, esencialmente, se 
repudia expresamente su uso (...)”.

“Además, a pesar de que los distintos elementos colec-
tados en la presente acción denotan la trascendencia que 
conlleva el uso de las armas Taser cierto es que tampoco la 
demandada pudo demostrar haber realizado los protocolos 
de uso a los que hizo alusión el Sr. Jefe de la Policía Me-
tropolitana en el ámbito de la Legislatura local, como así 
también en la audiencia celebrada ante esta instancia (...)”. 

“La falta de argumentación aludida no puede conside-
rarse superada por la sola circunstancia de que el RENAR 
autorizó la importación de los dispositivos (...)”. 

“Amnistía Internacional Argentina, remitió diversos in-
formes publicados por el organismo (...), de ellos resulta: 
(...) que ‘[e]l uso de armas tipo Taser suscita varios moti-
vos de preocupación en relación con la protección de los 
derechos humanos. La experiencia ha demostrado que en 
numerosos casos el uso de este tipo de armas ha infringido 
las normas internacionales sobre el uso de la fuerza, así 
como la prohibición del uso de la tortura y de otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes’”.

“El Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas (...) 
se pronunció (...) [así]: ‘El Estado Parte debe considerar la 
posibilidad de abandonar el uso de armas eléctricas «Taser» 
por parte de las policías locales, pues sus efectos en el estado 
físico y mental de las personas contra las que se utilizarían 
podrían conculcar los artículos 2 y 16 de la Convención’”. 

Por último, cabe destacar que los camaristas tuvieron 
en consideración lo dispuesto por diversos instrumentos 
internacionales relativos a la materia que nos ocupa: De-
claración Universal de Derechos Humanos, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes y la Convención Interamericana para Preve-
nir y Sancionar la Tortura. 

7. El GCBA manifiesta que la Sala II excedió las fun-
ciones jurisdiccionales. Expresa que la adquisición de ar-
mas TASER X26 “...para garantizar la seguridad pública 
(...) hace a la discrecionalidad técnica de la Administra-
ción” (fs. 884 vuelta). 

El asunto propuesto remite a la división de poderes y al 
concepto de tutela judicial efectiva. 

Es oportuno recordar, una vez más, que los derechos 
y garantías que sostienen la pretensión del Sr. P. resultan 
constitucionalmente exigibles y que en su efectivización 
está comprometido –de modo relevante– el Poder Judicial. 

Los jueces son un poder del Estado y poseen competen-
cia para interpretar no sólo las leyes sino, primordialmen-
te, la Constitución que es el lugar –por antonomasia– de la 
regulación de la actividad y de la función política. 

El control jurisdiccional de la actividad administrativa 
es constitucional (artículo 106 de la CCBA) y no invade 
las funciones propias de otros poderes cuando, en un pro-
ceso en el que se alega la afectación de derechos funda-
mentales, su consideración resulta dirimente. 

En la materia que nos ocupa rige, en particular, el ar-
tículo 2º inciso 1 de la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
que establece que “[t]odo Estado Parte tomará medidas 
legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole efi-
caces para impedir actos de tortura en todo [el] territorio 
que esté bajo su jurisdicción”. Y la sentencia de Cámara 
satisface la obligación aludida. 

En conclusión, el escrito presentado por la Ciudad no 
lograra conmover, tampoco en este punto, una sentencia 
fundada y constitucionalmente plausible, como la que dic-
tara la Sala II de la CCAyT, en esta causa.

8. Con apoyo en los fundamentos que anteceden, voto 
por rechazar el recurso de inconstitucionalidad del GCBA 
(fs. 873/891 vuelta), con costas.

Por ello, concordantemente con lo dictaminado por la 
Fiscal General Adjunta, por mayoría, el Tribunal Superior 
de Justicia resuelve:

1. Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad inter-
puesto por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. 

2. Revocar la sentencia de fs. 859/867 y rechazar la 
demanda.

3. Imponer las costas por su orden.
4. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamen-

te, se devuelva al tribunal remitente. – Luis F. Lozano. 
– Inés M. Weinberg. – José O. Casás. – Ana M. Conde. – 
Alicia E. C. Ruiz.

COLUMNA LEGISLATIVA

Legislación Nacional

Resolución 861 de abril 20 de 2015 (SRT) - Acci-
dentes y Enfermedades de Trabajo. Protocolo 
para medición de contaminantes químicos en el 
aire de un ambiente de trabajo. Valores de me-
dición. Gerencia de prevención. Facultades. Ins-
tructivo complementario (B.O. 23-4-15).
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